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Resumen y Abstract V
 
Resumen 
El tema de esta investigación se enmarca en el contexto del conflicto armado 
colombiano, que se ha constituido en un escenario para la manifestación de diferentes 
formas de violencia, entre estas la violencia sexual como estrategia de guerra.  Analiza  
el contenido del Decreto 1737 de 2010, y propone la aplicación de un Protocolo de 
Protección diferencial a las mujeres víctimas de violencia sexual de los hechos ocurridos 
en el contexto de las acciones de los grupos armados  que son postulados a la 
aplicación de Ley 975 de 2005 – Ley de Justicia y Paz, lo anterior, dado que luego de 
seis años de aplicación de esta Ley,  persiste la carencia  de un programa de protección 
que tenga en cuenta los factores de riesgo que aumentan la vulnerabilidad de las 
mujeres y el impacto desproporcionado del conflicto armado, específicamente de la 
violencia sexual en ellas.  
 
Palabras clave: Violencia sexual, mujeres, justicia y paz, protección, enfoque diferencial, 
enfoque de género,  obligación estatal, conflicto armado. 
 
Abstract.:  
The subject of this research is in line with the context of the Colombian armed conflict 
which has been the scene of multiple forms of violence, within these, sexual violence 
such as a strategy of war. The author will examine the content of the Decree 1737 of 
2010 and propose the implementation of a Differential Protection Protocol for women 
victims of sexual violence during the actions carried out by armed groups that are 
candidates for the application of the Law 975 2005 – or “Justice and Peace Law”. 
Actually, after more than six years of implementation of this Law, there is still a lack of a 
protection program that takes into account the risk factors that increase the vulnerability 
of women and the disproportionate impact of the armed conflict and, specifically, the 
impact of sexual violence.  
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El tema de esta investigación se enmarca en el contexto del conflicto armado colombiano, 
que además de ser complejo y prolongado (más de cinco décadas),  se ha constituido en 
un escenario para la manifestación de diferentes formas de violencia: desplazamiento 
forzado, secuestro, homicidios, desaparición forzada,  masacres, tomas violentas de 
poblaciones por el control territorial y actos de  violencia sexual como estrategia de guerra1: 
las mujeres son botín de guerra y la violencia sexual es un arma para debilitar al enemigo2. 
 
Esta situación ha afectado indiscriminadamente a la población civil y ha dejado un 
sinnúmero de víctimas fatales y sobrevivientes, siendo estas  últimas en su mayoría 
mujeres3. Una de las formas de violencia que afecta a este grupo de manera  
desproporcionada4 es la violencia sexual, la cual, en sus diferentes expresiones,  
restringe y menoscaba sus libertades y derechos. Pese a que dichas prácticas no se 
presentan exclusivamente en el contexto del conflicto, las condiciones particulares del 
mismo, acentúan la violencia  sistemática que viven muchas mujeres de forma cotidiana en 
el país.   
 
En Colombia la Ley 975 de 2005 -Ley de Justicia y paz-, surgió de los diálogos del 
gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez en el año 2002 con grupos armados al 
margen de la Ley, con el fin de que la reincorporación de estos grupos contribuyeran  a la 
consecución de la paz, enmarcándose en un modelo de justicia transicional. Sin 
embargo, es preciso tener en cuenta  que  dicha justicia toma características particulares 
                                                 
 
1 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 2006. Las mujeres frente a la violencia y la discriminación 
derivadas del conflicto armado en Colombia. 
2 Naciones Unidas,  Consejo de Seguridad. 2008.  S/RES/1820.  
Sánchez, Olga Amparo. 2008. La violencia contra las mujeres en una sociedad en guerra, Bogotá: Ruta 
pacífica de las mujeres. 
3 Naciones Unidas, Fondo de Desarrollo para la Mujer UNIFEM. 2009. ¿Justicia desigual?. Género y 
derechos de las víctimas en Colombia. p.p.  232 – 324. 
4 Corte Constitucional, Auto 092 de 2008.  
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en el país al no darse en un contexto claro de tránsito de un estado de violencia o 
conflicto armado a la paz5.  De igual manera,  el Informe Anual ONU 2011 refiere que el 
Gobierno colombiano “reconoció públicamente la necesidad de reformar la Ley 975 de 
2005, porque continuaba sin satisfacer adecuadamente los derechos de las víctimas: la 
aplicación del derecho a la verdad sigue sin ser completa; no se han conseguido 
desmantelar completamente las estructuras políticas y económicas que fueron usadas 
por las organizaciones paramilitares para garantizar la no repetición”6;  aquí, es 
importante señalar que a marzo de 2012 sólo se han  proferido ocho sentencias7 
condenatorias en Justicia y Paz. 
 
Existen diversos análisis teóricos y de resultados fácticos8, que dan cuenta que en 
Colombia persiste el conflicto armado interno9. Así, otros aspectos que reflejan la 
existencia de una justicia transicional sin un real tránsito hacia la paz, son la permanencia 
de enfrentamientos entre los diferentes actores armados quienes infringen el Derecho 
Internacional Humanitario, la destinación presupuestal para la guerra y la implementación 
                                                 
 
5 Uprimny, Rodrigo (ed).2006. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y reparación para 
Colombia, Bogotá: Centro de estudios de Derecho, Justica y Sociedad, DeJusticia. Véase también Aponte, 
Alejandro. 2009. “Informe Colombia”. En: Justicia de Transición. Editores Kai Ambos, Ezequiel Mlarino y 
Gisela Elsner. Grupo Latinoamericano de Estudios sobre Derecho Penal Internacional de la Fundación  
Konrad Adenauer. Montevideo. p.p. 235 - 299. 
6 Naciones Unidas, Informe Anual de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos. 2011. Asamblea 
General. p.10 
7 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia 2006-80526, 19 de 
marzo de 2009; Sentencia -2006-80077 y 82285,  29 de  junio de 2010;  Sentencia 2006-80281, 2 de 
diciembre de 2010; Sentencia  2007-82790, 29 de junio de 2011; Sentencia 2008-83194, 2007-83070, 1 de 
diciembre de 2011; Sentencia 2006-81366, 7 de diciembre de 2011;  Sentencia 2007-82800, 7 de diciembre 
de 2011 y la Sentencia 110016000253200782701, 16 de diciembre de 2011. 
8 Ciurlizza, Javier. Paz en Colombia: Una mirada a la coyuntura desde la justicia transicional. Iniciativas de 
paz en el Conflicto armado de Colombia. Woodroow Wilson International Center for Scholars / Fundación 
Ideas para la Paz. “Razones sobran para pensar que los problemas siguen siendo los mismos que en el año 
2005: la continuación de una guerra abierta, la persistencia de la impunidad, la muerte atroz de muchos, el 
mantenimiento del secuestro y la invisibilidad de las víctimas, podrían llevar con justa razón a que más 
importante para Colombia sigue siendo la aplicación de los derechos humanos y las reglas del derecho 
internacional humanitario. Siguiendo este razonamiento, terminar con el conflicto sigue siendo una tarea 
pendiente y un objetivo al cual se debe subordinar todo lo demás.”, p.1 
Véase también Naciones Unidas, Asamblea General, A/HRC/10/032 (2008), “En el informe se expone la 
complejidad, variedad y naturaleza cambiante e impredecible de los grupos armados ilegales surgidos del 
proceso de desmovilización de organizaciones paramilitares, que continúa siendo uno de los mayores retos 
para el Estado de Derecho. Estos grupos continúan poniendo en cierto riesgo a la población civil y se 
requiere una acción integral de las autoridades competentes para combatirlos.”, p.3. 
9 Corte Constitucional, Sentencia C- 291,  MP. Manuel José Cepeda, 25 de abril de  2007. 
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de políticas públicas y leyes enfocadas a disminuir –sin lograrlo- el impacto del conflicto 
armado sobre las víctimas. 
 
De otra parte, la persistencia del conflicto armado interno genera limitaciones para que 
las víctimas accedan a la justicia y obtengan una atención y reparación “[…] a pesar de la 
desmovilización de algunos frentes paramilitares, los grupos armados al margen de la ley 
siguen manteniendo control territorial de importantes zonas del país, y ejercen diversas 
formas de dominación, particularmente en zonas que son estratégicas para sus objetivos 
y actividades económicas. Lo anterior implica que el escenario en el que se han 
estructurado herramientas jurídicas para que las víctimas accedan a la realización de sus 
derechos es el conflicto mismo” (Barraza, 2008:122). Sumado a lo anterior, es de resaltar 
que en la reciente Ley transicional 1448 de 2011 -Ley de Víctimas-, en el artículo 310, se 
reconoce de manera explícita la existencia del conflicto armado en Colombia. 
  
De tal manera que en Colombia no se está dando una justicia transicional convencional, 
donde se logra la paz y se garantizan los derechos de verdad, justicia y reparación a las 
víctimas sino que se utilizan mecanismos y fórmulas de justicia transicional11. Por tanto, 
“antes que fórmulas de superación del pasado, se trata de mecanismos de neutralización 
de dinámicas horrendas de presentes conflictivos; más que tramitación del pasado se 
trata de enfrentar un presente perpetuo de violencias sin límites, de degradación del 
conflicto armado, de comisión de toda suerte de crímenes internacionales”12. 
 
En este contexto de incumplimiento real de una justicia transicional, la vulnerabilidad y 
los factores de riesgo de las mujeres aumentan porque no se les está respetando los 
derechos de verdad, justicia y reparación. Razones que exigen - en conexión con los 
tratados internacionales a los cuales se encuentra vinculado Colombia, entre otros, la 
Convención de Belem do Pará- la  implementación de mecanismos de protección que 
aseguren sus derechos y el acceso a la justica, como lo ordena la sentencia T -496 y los  
Autos  092  y   237 de 2008 en torno a la sentencia T- 025 de 2004, entre otros. Es así 
                                                 
 
10 Artículo 3: “Se consideran víctima, para los efectos de esta Ley, aquellas personas que individual o 
colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 1985, como 
consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o del violaciones graves y manifiestas a 
las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno [...]”. 
11 Aponte, Alejandro. 2009. Informe Colombia en “Justicia de Transición. Con informes de América Latina, 
Alemania, Italia y España”, Montevideo: Komrad- Adenauer- Stiftung e.V.  p.p. 235-299. 
12 Ibid, p. 241. 
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como lo señala la abogada Marín: “…el contexto del conflicto armado permanece, 
mientras los mecanismos de justica se adelantan, las víctimas y testigos deben seguir 
esquivando la violencia y el temor. En particular, las mujeres quienes en su mayoría 
enfrentan los riesgos de reclamar justicia en medio del conflicto y la violencia de género 
dentro del mismo” (Marín, 2009:237). 
  
En concordancia a lo anterior, el gobierno nacional crea el Programa de Protección de 
Víctimas y Testigos en el marco de la Ley 975 de 2005, en el cual la mayoría de 
beneficiarios resultan ser mujeres, debido a que en el desarrollo del conflicto los hombres de 
sus familias; esposos, hijos, hermanos, han sido asesinados, desaparecidos o reclutados 
forzosamente. Así,  el actual Programa de Protección -Decreto 1737 de 2010-13, en su Art. 2 
Población objeto, incluye un “énfasis en prevención y protección hacia las mujeres, 
atendiendo a lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-496 de 2008 y el 
Auto 092 de seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004, en lo relacionado con el impacto 
desproporcionado sobre las mujeres”. Recientemente, el gobierno expidió la Resolución 
0805  de 2012 “Por la cual se expide el Protocolo específico con enfoque de género y de los 
derechos de las mujeres a que se refiere el artículo 50 del Decreto 4912 de 2011”. 
 
Pese a que se han adelantado esfuerzos estatales en atender y proteger a las víctimas 
de los hechos violentos ocurridos en el contexto del conflicto armado y en el marco de la 
Ley  975 de 2005, existe un vacío institucional en la formalización de los procedimientos 
y protocolos; en el sentido en que se desconoce el contexto, las características y 
necesidades específicas de las mujeres víctimas de violencia sexual. Dicho 
desconocimiento se traduce  en factores que aumentan la vulnerabilidad de las mujeres 
dentro del conflicto armado colombiano14. Vulnerabilidad que se desprende de la 
desigualdad de género en una sociedad patriarcal, donde históricamente se ha asignado a 
las mujeres un papel inferior ante la superioridad masculina15, y donde sus cuerpos han sido 
considerados objeto sexual y propiedad de los hombres. Aunque en los conflictos armados 
                                                 
 
13 “Por el cual se modifica el Programa de Protección para Víctimas y Testigos -Decreto 3570 de 2007- del 
Ministerio del Interior y de Justicia”. Objeto. El Programa de Protección para Víctimas y Testigos, en el marco 
de la Ley 975 de 2005, tiene por objeto salvaguardar la vida, integridad, libertad y seguridad de la población 
que se encuentre en situación de riesgo como consecuencia directa de su condición de víctima o testigo, 
dentro del proceso de Justicia y Paz, o para impedir que intervenga en el mismo. 
14 Corte Constitucional,  Auto 092 de 2008. 
15 Viveros, Mara. 2006. Hacia una agenda sobre sexualidad y derechos humanos en Colombia. En Saberes, 
culturas y derechos sexuales en Colombia. Bogotá: Tercer Mundo.  
Introducción 5
 
los roles de las mujeres se transforman, por ejemplo, cuando pierden a los hombres de sus 
familias ellas deben asumir nuevas tareas para el sostenimiento de sus hogares; se conserva 
el papel subordinado de las mujeres y el cuerpo femenino se vuelve territorio de guerra, 
donde suceden diferentes manifestaciones de violencia sexual y de género. 
 
El vacío institucional para atender integralmente a las víctimas e implementar procesos de 
protección diferencial, se da por la carencia de elementos para tratar las diferencias 
existentes cuando se trata de abordar la violencia sexual sufrida por las mujeres en el marco 
del conflicto armado. Así, el enfoque diferencial se fundamenta en el principio de igualdad y 
no discriminación; por lo que las instituciones estatales deben readecuar sus programas, 
proyectos y planes de acción, de tal manera que se brinden iguales oportunidades y 
procesos que permitan acceder a éstos, eliminando todo tipo de barreras motivadas por 
condiciones como el género, la etnia, la edad, la situación de discapacidad o la orientación 
sexual e identidad de género. Si no se eliminan las barreras de atención institucional, antes 
mencionadas, se están vulnerando los derechos fundamentales de las mujeres, pues el 
derecho a la igualdad y no discriminación forma parte de los Derechos Humanos.  
 
En Colombia se reconoce el derecho de las víctimas a la protección y las mujeres tienen 
acceso a la justicia a través de un proceso judicial; sin embargo, la adecuación y eficacia 
de la protección y la justicia son limitadas porque no responden a las necesidades y 
características específicas de la población en cuestión. Siendo así que se hace necesario 
incluir el enfoque diferencial y de género, puesto que la violencia afecta de manera 
diferente a mujeres, niñas y niños, hombres y grupos étnicos. Específicamente, la 
violencia sexual como una de las manifestaciones de la violencia de género sobre las 
mujeres, se evidencia en casos de prostitución forzada, acoso sexual, violación, 
embarazos producto de violaciones, parto o aborto forzado, contagio de infecciones de 
transmisión sexual, entre otras. 
 
A partir de la necesidad de una atención diferencial a las víctimas del conflicto armado y 
en particular a las mujeres víctimas de violencia sexual, esta investigación se plantea la  
pregunta del cómo abordar el tratamiento y la protección diferencial a ellas en el 
marco de la Ley 975 de 2005. Pregunta que está en concordancia con el hecho de que 
las mujeres son el grupo poblacional más vulnerable y afectado por la violencia sexual en 
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los  conflictos armados16, donde la violencia contra la mujer es una violación de sus 
Derechos Humanos y libertades fundamentales. 
 
Para dar respuesta a dicha pregunta de investigación se desarrollaron dos objetivos: 1. 
Tomar como punto de referencia los tratados internacionales ratificados por Colombia, así 
como la jurisprudencia nacional e internacional sobre el deber de protección y garantía a 
las mujeres en el marco de un conflicto armado; 2. Diseñar un Protocolo que contenga 
elementos diferenciales y de género, que posibilite el ejercicio de los derechos de las 
mujeres víctimas de violencia sexual de hechos violatorios realizados por miembros de 
grupos armados al margen de la ley, quienes han sido postulados en la aplicación de la 
Ley 975 de 2005. Ambos objetivos con el fin de contribuir al mejoramiento en la 
protección a las mujeres víctimas de violencia sexual en el marco del Decreto 1737 de 
2010. 
 
Los antecedentes para la construcción de este estudio se basaron en una constante 
reflexión profesional como antropóloga forense, práctica que ejerciera  durante 10 años 
en la Fiscalía General de la Nación, desde el trabajo con víctimas fatales,  en su gran 
mayoría del paramilitarismo antes de la aplicación de la Ley de Justica y Paz; de la 
experiencia de 4 años de trabajo en la orientación de la Ruta de Atención y Derechos a 
víctimas de violencia sexual en el CAIVAS17 de la ciudad de Bogotá; 2 años de asesoría y  
acompañamiento a funcionarios del sector salud a nivel nacional, en la articulación de las 
competencias institucionales y las rutas de atención a víctimas de violencia sexual, 
trabajo realizado con la Organización Mundial para las Migraciones -OIM-, el Fondo de 
Población de Naciones Unidas y el Ministerio de la Protección Social; y 2 años de 
experiencia laboral en la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de 
Justicia como encargada de la revisión de la jurisprudencia nacional e internacional para 
la implementación de los programas de protección con enfoque diferencial y de género a 
                                                 
 
16 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 2006. Las mujeres frente a la violencia y la 
discriminación derivadas del conflicto armado en Colombia. Véase también Thomas, Katie. Violencia sexual: 
arma de guerra.2007. En revista “Migraciones forzadas”  N° 27, Alicante: UNFPA; Chaparro, Liliana. 2009.  
Ley de Justica y Paz, se perpetúa la impunidad de los crímenes sexuales y de género cometidos contra las 
mujeres en “Justicia desigual? Bogotá: Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer – UNIFEM, 
p.p. 87-115; y  Guzmán, Diana. Reparaciones con enfoque de género: el potencial para transformar la 
discriminación y la exclusión en en “Justicia desigual? Bogotá: Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas 
para la Mujer – UNIFEM, 2009, p.p. 165-192.  
17 CAIVAS Centro de Atención Integral a Víctimas de Delitos Sexuales. 
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las víctimas de violación de DDHH  y beneficiarias de los programas de protección en el 
marco de la Ley de Justica y Paz, donde también se orientaba a organizaciones de víctimas 
y se sensibilizaba y capacitaba a funcionarios de entidades territoriales para la 
implementación del enfoque de género en los planes de desarrollo y de derechos humanos. 
A parir de dicho conocimiento en la temática y de la problemática de las víctimas de 
violencia sexual se construyó la ruta metodológica para el desarrollo de la presente 
investigación; la cual consistió, en primer lugar, en una amplia revisión bibliográfica, de 
normativa y jurisprudencia nacional e internacional sobre el tema. En segundo lugar, se 
realizó una revisión de documentos sobre recomendaciones e informes de seguimiento a 
la aplicación de la ley y la jurisprudencia nacional por parte de organizaciones de la 
sociedad civil y Mesas de Trabajo especialistas en el tema, igualmente de organizaciones 
internacionales; además la revisión de guías de procedimiento, modelos y rutas de 
atención a víctimas de violencia sexual gubernamentales. En tercer lugar, se socializó la 
propuesta de Protocolo de atención en la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio 
del Interior.  
Esta investigación está estructurada en cuatro capítulos. En el primer capítulo, se 
encuentra el marco conceptual y normativo que atiende el tema en cuestión. El segundo 
capítulo, trata el caso colombiano sobre la problemática de las mujeres víctimas de 
violencia sexual en el contexto del conflicto armado  y de manera particular, en el marco 
de hechos investigados en la Ley 975 de 2005. En el tercer capítulo, se expone la 
propuesta de abordaje para la protección de las víctimas, la cual se hace por medio de 
un Protocolo de Protección. Por último, en el cuarto capítulo se exponen las 






1. Marco conceptual y normativo 
Para saber cómo abordar el tratamiento y la protección diferencial a las mujeres 
víctimas de violencia sexual en el marco de la Ley de 975 de 2005, pregunta de 
investigación del presente estudio, se partió de la construcción de un marco conceptual y 
normativo nacional e internacional. Este marco proporciona las bases para cimentar la 
propuesta de protección y atención que plantea esta investigación. A continuación se 
exponen los conceptos, normas y leyes que  sustentan  jurídicamente la atención y 
acceso a la justicia de las mujeres. 
Este capítulo presenta, en primer lugar, las definiciones de conceptos centrales tales  
como víctima, protección, género, violencia de género, enfoque diferencial, enfoque de 
derechos humanos y violencia sexual en el contexto de la Justicia transicional -JT- para 
lo cual se recurre a instrumentos jurídicos. En segundo lugar, se presenta la normativa, 
los tratados y convenciones internacionales, la jurisprudencia nacional y las obligaciones 




La definición de víctima que se adopta es la desarrollada en los “Principios 
fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder” de la ONU18, 
que entiende como tal a las personas, que individual o colectivamente sufren daños 
físicos, mentales, emocionales y materiales. La ONU considera a la persona como 
víctima independientemente de que se identifique o enjuicie al responsable de los daños 
causados, además no hace distinción por razones de edad, sexo, etnia, religión, idioma, 
nacionalidad u opinión política. Esta definición de víctima incluye a los familiares o 
personas a su cargo que se vean afectadas por los daños causados. 
                                                 
 
18 Naciones Unidas, Asamblea General,  Resolución 40/34 (1985). 
10 Enfoque diferencial y de género para la  protección  de mujeres víctimas de violencia 
sexual de hechos ocurridos en el  contexto de las acciones de los grupos armados  que 
son postulados a la aplicación de  Ley 975 de 2005 -de Justicia y Paz-
 
Como complemento a la anterior definición, también se tiene como referencia, los 
“Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones 
Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones 
Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener 
Reparaciones”19. Estos Principios,  en el marco de esta investigación  cobran gran 
relevancia por dos razones fundamentales. Primero, porque se refiere de manera integral 
al “trato” que deben recibir las víctimas,  así: “Las víctimas deben ser tratadas con 
humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos humanos, y han de adoptarse las 
medidas apropiadas para garantizar su seguridad, su bienestar físico y psicológico y su 
intimidad, así como la de sus familias. El Estado debe velar porque en la medida de lo 
posible, su derecho interno disponga que las víctimas de violencias o traumas gocen de 
una consideración y atención especiales, para que los procedimientos jurídicos y 
administrativos destinados a hacer justicia y conceder una reparación20 no den lugar a un 
nuevo trauma”21. Segundo, porque pese a que ciertos actos de violencia sexual que 
sufren las mujeres no son actos tipificados en la legislación interna  -Código penal 
Colombiano Ley 599 de 2000- sí son reconocidos por el Derecho Penal Internacional, 
como cuando la violencia sexual se configura en Crímenes de lesa humanidad22  o 
Crímenes de guerra.23    
 
                                                 
 
19 Naciones Unidas, Asamblea General,  Resolución 2005/35 ( 2005). 
20 Corte Constitucional, Sentencia C-454 de 2006, Fundamento 4.5.9. “34. (…) Desde su dimensión individual 
[la reparación integral] abarca todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima, y comprende la adopción 
de medidas individuales relativas al derecho de (i) restitución, (ii) indemnización, (iii) rehabilitación, (iv) 
satisfacción y (v) garantía de no repetición. En su dimensión colectiva, involucra medidas de satisfacción de 
alcance general como la adopción de medidas encaminadas a restaurar, indemnizar o readaptar los 
derechos de las colectividades o comunidades directamente afectadas por las violaciones ocurridas.” 
21 Naciones Unidas, Asamblea General, Resolución 2005/35 del 19 de abril de 2005. En Compilación de 
Instrumentos Internacionales. OACNUDH. p. 158. 
22 Estatuto de Roma. Articulo 7. Cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un 
ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: violación, 
esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada u otros abusos sexuales de 
gravedad comparable.  
23 Estatuto de Roma. Artículo 8.Crímenes que se cometan como parte de un plan o política o como parte de 
la comisión en gran escala de tales crímenes: infligir deliberadamente grandes sufrimientos o atentar 
gravemente contra la integridad física o la salud, cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución 
forzada, embarazo forzado, esterilización forzada y cualquier otra forma de violencia sexual que constituya 
una infracción grave de los Convenios de Ginebra.  
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En el marco normativo nacional y en la JT, el concepto de  víctima se ha definido en la 
Ley 975 de 2005, en su artículo 5°, como “la persona que individual o colectivamente 
haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que 
ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), 
sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. 
Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación 
penal, realizadas por grupos armados organizados al margen de la ley. 
 
También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y 
familiar en primer grado de consanguinidad24, primero civil de la víctima directa, cuando a 
esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. La condición de víctima se 
adquiere con independencia de que se identifique, aprehenda, procese o condene al 
autor de la conducta punible y sin consideración a la relación familiar existente entre el 
autor y la víctima. […]”. Definición que en gran medida acoge la categoría de Víctima 
referenciada anteriormente  por  las Naciones Unidas, pero se diferencian en que esta 
última, no incluye a todas  las personas  sin distinción  ni  comprende a las personas a 
cargo que se hayan visto afectadas. 
 
Por su parte, en el contexto de la aplicación de la Ley 975 de 2005 y del Decreto 1737 de 
2010 la población objeto del Programa de Protección para Víctimas y Testigos, se define  
como toda víctima25 o testigo a quien “ se encuentre en situación de riesgo extraordinario 
o extremo que atente contra su vida, integridad, libertad y seguridad. El programa dará 
un énfasis en prevención y protección hacia las mujeres, atendiendo a lo establecido por 
la Corte Constitucional en la Sentencia T-496 de 2008 y el Auto 092 de seguimiento a la 
Sentencia T-025 de 2004, en lo relacionado con el impacto desproporcionado sobre las 
mujeres”26. 
 
                                                 
 
24 Corte Constitucional,  Sentencia C-370 de 2006, en el Resuelve Artículo 5  declaró “Exequibles, por los 
cargos examinados, los incisos segundo y quinto del artículo 5º de la Ley 975 de 2005, en el entendido que 
la presunción allí establecida no excluye como víctima a otros familiares que hubieren sufrido un daño como 
consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos 
armados al margen de la ley”.  
25  Ley 975 de 2005,  artículo 5. 
26  Decreto 1737 de 2010, artículo 2. 
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1.1.2 Protección 
Antes de referenciar el concepto normativo y jurisprudencial que se ha dado al concepto 
de Protección, vale la pena señalar qué se entiende por protección    (del Latín Protectio) 
en su definición más pura, entendida como la “defensa que se hace de alguna cosa para 
evitarle un daño o perjuicio” o como “la acción que consiste en proteger a una persona o 
cosa de un daño o peligro”. De lo anterior,  surgen varias preguntas como son el ¿por 
qué y de qué se debe proteger a las personas -en este caso en Colombia- y de manera 
específica a las mujeres? Por qué la dinámica de los conflictos armados ponen en riesgo 
y aumentan la vulnerabilidad de las personas, en particular de las mujeres?   
 
En un Estado Social de derecho, la protección de los/ las ciudadanos/as es una 
obligación, más aun si está en el contexto de un conflicto armado interno. La base de la 
protección es la garantía de derechos fundamentales como la vida, la integridad 
personal, la libertad y la seguridad. La dignidad humana, implica el goce  de estos cuatro 
derechos fundamentales  y la protección estatal debe garantizar el cumplimiento de 
éstos.  
 
La Corte Constitucional ha destacado la preeminencia que la Constitución (Preámbulo y 
los artículos 11 y 12)  ha dado a los derechos a la vida y a la integridad personal, y 
destaca el deber de las autoridades públicas de proveer su efectiva protección a todas 
las personas, en especial a aquellas que sin participar directamente en el conflicto 
armado se ven afectadas por éste (Sentencia T - 496 de 2008). 
 
De manera sucinta, se presentan los mandatos constitucionales que obligan a las 
autoridades colombianas a prodigar protección a la mujer frente a todo tipo de violencia y 
discriminación, así: (i) El artículo 1º de la Constitución establece que Colombia es un 
Estado Social de Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana. (ii) El artículo 2º 
consagra como uno de los fines esenciales del Estado el de garantizar la efectividad de 
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. (iii) El artículo 5º 
dispone que el Estado “reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos 
inalienables de la persona”. (iv) El artículo 13 establece la libertad e igualdad ante la Ley 
de todas las personas sin discriminación alguna. (v) El artículo 22 consagra el derecho a 
la paz. (vi) y el artículo 43 dispone inequívocamente que “la mujer y el hombre tienen 
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iguales derechos y oportunidades”, y que “la mujer no podrá ser sometida a ninguna 
clase de discriminación” (Sentencia T- 496 de 2008). 
 
Igualmente el Estado colombiano debe prevenir la discriminación y la violencia contra las 
mujeres desde las obligaciones internacionales, como las  derivadas del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, que 
resultan directamente aplicables al problema de la prevención del impacto 
desproporcionado del conflicto armado sobre las mujeres, y la protección de sus 
derechos a consecuencia de la violencia propia de la confrontación armada  (Sentencia 
T- 496 de 2008). 
 
En cuanto a la garantía específica de la protección por parte del Estado, el Decreto 4912 
de 201127 en su artículo 3, numeral 13,  consagra la Protección como deber del Estado 
colombiano de adoptar medidas especiales para personas, grupos o comunidades en 
situación de riesgo extraordinario o extremo, con el fin de salvaguardar sus derechos. 
Las víctimas tienen derecho a la protección, la cual tiene “por objeto salvaguardar la vida, 
integridad, libertad y seguridad de la población que se encuentre en situación de riesgo 
como consecuencia directa de su condición de víctima o testigo, dentro del proceso de 
Justicia y Paz, o para impedir que intervenga en el mismo”28.  
 
1.1.3 Perspectiva y violencia de género 
El análisis de la protección y atención a las mujeres víctimas de violencia sexual se 
realizará desde una perspectiva de género, comprendido éste como las construcciones 
socioculturales de ser mujer y ser hombre a partir de las diferencias biológicas asignadas 
a los machos y a las hembras humanas29, en un determinado contexto económico, 
                                                 
 
27 “Por el cual Por el cual se organiza el Programa Prevención y Protección de los derechos a la vida, 
la libertad, la integridad y la seguridad de personas, grupos y comunidades del Ministerio del Interior 
y de la Unidad Nacional de Protección" 
28  Decreto 1737 de 2010, artículo 1.  
29 Denominado sistema sexo-género por Gayle Rubin, 1975. El tráfico de mujeres: notas sobre la 
economía política del sexo. En  
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/nuant/cont/30/cnt/cnt7.pdf Descargado el 20 de enero 
de 2011. 
14 Enfoque diferencial y de género para la  protección  de mujeres víctimas de violencia 
sexual de hechos ocurridos en el  contexto de las acciones de los grupos armados  que 
son postulados a la aplicación de  Ley 975 de 2005 -de Justicia y Paz-
 
político, social y/o cultural y época30. Las construcciones de género se han basado 
históricamente en relaciones inequitativas, donde las mujeres han sido subordinadas a 
prácticas de dominación política, psicológica, jurídica, económica y social por parte de los 
hombres. 
 
La violencia de género es aquella ejercida “contra las mujeres por razón de su género, lo 
cual se puede concluir a través de un análisis de los hechos y las circunstancias de los 
mismos desde la perspectiva [… de género]”31.  Debido a la violencia de género las 
mujeres son las principales víctimas de violencia sexual, agravada por la “invisibilidad” de 
este delito, y que ni social ni jurídicamente se reconoce como violatorio de derechos 
humanos; por otra parte,  las investigaciones no se ajustan a los requerimientos del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, entre ellos, asumir una perspectiva de 
género32.  
 
La perspectiva de género se ha entendido como una metodología de análisis que sirve  
“para visualizar y reconocer la existencia de relaciones de jerarquía y desigualdad entre 
hombres y mujeres expresadas en opresión, injusticia, subordinación, discriminación 
mayoritariamente hacia las mujeres. Sirve para observar y entender el impacto 
diferenciado de programas, proyectos, políticas y normas jurídicas sobre los hombres y 
las mujeres. Asimismo, el análisis en perspectiva de género se caracteriza por ser 
inclusivo al contener otras variables tales como: clase, etnia, edad, procedencia 
rural/urbana, credo religioso, preferencia sexual, entre otras, para evitar hacer 
generalizaciones que obvien las especificidades del contexto donde se producen las 
relaciones de género”33. 
 
 
                                                 
 
30  Corporación Sisma Mujer, 2010. Reparación para las mujeres víctimas de violencia en el conflicto armado. 
Bogotá: Corcas Editores Ltda. 
31 Ibid, p.69. 
32 Corte IDH, Caso Fernández Ortega y otros Vs México, Sentencia del 30 de agosto de 2010, párr. 189.   
Caso González y otras (“campo algodonero”) Vs México, Sentencia  del 16 de noviembre de 2009, párrafos 
127,453 y 475. 
33 Corporación Sisma Mujer, 2010. Reparación para las mujeres víctimas de violencia en el conflicto armado, 
Bogotá: Corcas Ltda,   p.p. 61 – 62. 
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1.1.4 Enfoque diferencial 
La inclusión de las variables sociales y poblacionales se denomina enfoque diferencial 
que tienen como presupuesto los principios de igualdad y no discriminación34,  eje 
fundamental de la protección de los derechos humanos. Este enfoque se constituye 
indispensable en el análisis de las condiciones de vida y necesidades específicas de 
diferentes grupos poblacionales que se enfrentan con obstáculos en el acceso a sus 
derechos, debido a situaciones de discriminación social, exclusión o violencia. 
Al revisar los conceptos dados al Enfoque Diferencial en la legislación colombina actual, 
(Artículo 3835 de la Ley 975 del 25 de julio de 2005, Decreto 1737 del 10 de mayo de 
2010, Decreto 4912 del 26 de diciembre de 2011, Ley 1448 de 2011 del 10 de junio de 
2011 y Decreto Reglamentario No. 4800 de la Ley 1448 de 201136), se encuentra que 
están relacionados y no distan mucho entre los mismos. Con el fin de tener una visión 
más amplia sobre el enfoque diferencial en el presente trabajo se hará referencia al 
concepto dado en el artículo 3 del Decreto 1737 de 2010, en donde se señala que el 
Enfoque Diferencial constituye un Principio y una Definición37 que orienta la aplicación del 
                                                 
 
34 Tomado del documento “Observaciones al Protocolo de Protección para Víctimas y Testigos de la Ley 975 
de 2005”  elaborado por el Área de Género y Poblaciones Específicas, Comisión Nacional de Reparación y 
Reconciliación – CNRR, Octubre de 2010. Documento Interno Ministerio del Interior y de Justicia, Dirección 
de Derechos Humanos. 
35Articulo 38. Protección a víctimas y testigos. Los funcionarios a los que se refiere esta ley adoptarán las 
medidas adecuadas y todas las acciones pertinentes para proteger la seguridad, el bienestar físico y 
psicológico, la dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos, así como, la de las demás partes del 
proceso. Para ello se tendrán en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el género y la salud, 
así como la índole del delito, en particular cuando este entrañe violencia sexual, irrespeto a la igualdad de 
género o violencia contra niños y niñas.   
36 Artículo 212. Del enfoque diferencial en los programas de protección. Los programas de protección tendrán 
en cuenta aspectos como el género, la edad, la orientación sexual, la posición dentro del hogar, situación 
socioeconómica, el origen étnico o racial, las creencias religiosas, la salud, las condiciones de discapacidad 
física y mental, la identidad cultural, la orientación política, el contexto geográfico entre otros para la 
evaluación del riesgo y la determinación de las medidas de protección. El Subcomité de Enfoque Diferencial 
dará los lineamientos técnicos para incorporar el enfoque diferencial en los programas de protección. 
37Decreto 1737 de 2010. Artículo 3. Principios del Programa de protección: Autonomía, Colaboración 
Armónica, Responsabilidad territorial, Consentimiento, Concertación, Factores Diferenciales, Celeridad, 
Confidencialidad, Temporalidad, Proporcionalidad, Buena fe y Salvaguarda de derechos. Artículo 4. 
Definiciones. Enfoque Diferencial: expresa el reconocimiento y acciones del Estado para contrarrestar o 
minimizar la forma distinta, a veces incluso desproporcionada, en que la violencia y las amenazas afectan a 
determinados grupos sociales en relación con sus características particulares de edad, género, etnia, salud, 
discapacidad u opción sexual. Estas diferencias, determinadas de manera cultural, social e histórica, resultan 
decisivas en la aplicación de todos los dispositivos de prevención y protección establecidos en este decreto y 
en la forma como las entidades deben establecer su trato con los sectores mencionados, a fin de evitar 
ahondar en la discriminación y el daño causado”. 
16 Enfoque diferencial y de género para la  protección  de mujeres víctimas de violencia 
sexual de hechos ocurridos en el  contexto de las acciones de los grupos armados  que 
son postulados a la aplicación de  Ley 975 de 2005 -de Justicia y Paz-
 
Programa de Protección. El Decreto enuncia que se “tendrán en consideración las 
características de la población objeto en términos de género, edad y etnia, y la índole del 
delito según lo señala el inciso 2° del artículo 38 de la Ley 975 de 2005”. 
El mismo Decreto define el Principio de Enfoque Diferencial, en el artículo 4, como el que 
“expresa el reconocimiento y acciones del Estado para contrarrestar o minimizar la forma 
distinta, a veces incluso desproporcionada, en que la violencia y las amenazas afectan a 
determinados grupos sociales en relación con sus características particulares de edad, 
género, etnia, salud, discapacidad u opción sexual. Estas diferencias, determinadas de 
manera cultural, social e histórica, resultan decisivas en la aplicación de todos los 
dispositivos de prevención y protección establecidos en este decreto y en la forma como 
las entidades deben establecer su trato con los sectores mencionados, a fin de evitar 
ahondar en la discriminación y el daño causado”. 
 
1.1.5 Enfoque de derechos 
El enfoque de Derechos Humanos es también eje fundamental de esta investigación y 
parte del reconocimiento de los derechos humanos (Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de 1948) como universales, indivisibles e interdependientes. “Estos 
se hacen reales mediante la igualdad efectiva entre mujeres y hombres. Los derechos 
civiles y políticos se articulan con los derechos económicos, sociales y culturales, así 
como con los derechos sexuales y los derechos reproductivos, en la medida en que es 
en el cuerpo de las personas donde se establece su unidad y se hace posible el ejercicio 
de los mismos. Igualmente la integridad física y mental de las personas se considera 
como presupuesto fundamental para el ejercicio del resto de sus derechos”38. 
 
Según la Declaración  Universal de los Derechos Humanos, éstos  se definen como un 
conjunto de garantías legales universales que protegen a los individuos y a los grupos 
sociales frente a acciones u omisiones por parte de los Estados, gobiernos, grupos o 
personas, que puedan llegar a afectar sus libertades y su dignidad humana. Sobre la 
base de esta Declaración, cuyo contenido constituye a su vez costumbre internacional, 
hoy en día se reafirma que las  mujeres tienen todos los derechos reconocidos en la  
                                                 
 
38 Ministerio de la Protección Social,  UNFPA. 2011. Modelo de Atención Integral en Salud para Víctimas de 
Violencia Sexual, p. 44. 
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misma; sin embargo,  existen millones de mujeres en el mundo que enfrentan a diario 
difíciles problemáticas asociadas a la discriminación, la violencia y la exclusión39. 
Constatando lo anterior, en el año 2002 se publicaron los Derechos Humanos de las 
Mujeres, con el fin de “… construir una sociedad realmente igualitaria…”40. En dicho 
instrumento se contemplan las específicas vulnerabilidades de las mujeres, tanto en los 
ámbitos públicos como privados. 
 
La Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos,  
buscó con este instrumento enfatizar los compromisos de los Estados en relación con el 
deber de protección a las mujeres y llamar la atención de la sociedad sobre la situación 
de subordinación y discriminación que subsiste en relación con las mujeres. Labor que 
debe contemplar a su vez el enfoque diferencial, puesto que para identificar y generar 
respuestas a las inequidades y necesidades de las mujeres, se debe contemplar la 
diversidad de situaciones, problemas y roles que diariamente enfrentan.  
 
Por tanto, el enfoque de derechos en este trabajo no solo contempla los DDHH sino que 
incluye la especificidad de los Derechos de las Mujeres, donde “las mujeres tienen 
derecho a vivir en un sistema social en el que no existan relaciones de poder basadas en 
el género, a una vida libre de violencia -en el ámbito público y privado-, a vivir sin 
discriminación alguna, a ser valoradas y educadas sin estereotipos de conductas y 
prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad y subordinación 
entre los sexos, a contribuir en el desarrollo y el bienestar de la sociedad y a participar en 
igualdad de condiciones que el hombre en las esferas política, económica, social, cultural 
o de cualquier otra índole”41. 
 
1.1.6 Violencia sexual 
En el sentido de los Derechos Sexuales y Reproductivos –DSR- la violencia sexual se 
entiende  como "todo acto sexual, la tentativa de consumar un acto sexual, los 
comentarios o insinuaciones sexuales no deseados, o las acciones para comercializar o 
utilizar de cualquier otro modo la sexualidad de una persona mediante coacción por otra 
                                                 
 
39 Naciones Unidas, OACNUDH. 2002. Derechos de las Mujeres. Bogotá. 
40 Ibid, p.7.  
41 Ibid, p.12. 
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persona, independientemente de la relación de esta con la víctima, en cualquier ámbito, 
incluidos el hogar y el lugar de trabajo” 42. 
 
El “Informe mundial sobre la violencia y la salud”  de la Organización Mundial de la Salud 
–OMS-, anteriormente citado, señala que la “violencia sexual incluye la violación, definida 
como la penetración forzada físicamente o empleando otros medios de coacción, por 
más leves que sean, de la vulva o el ano, usando un pene, otras partes corporales o un 
objeto. El intento de realizar algunas de las acciones mencionadas se conoce como 
intento de violación. La violación de una persona llevada a cabo por dos o más agresores 
se denomina violación múltiple. La violencia sexual puede incluir otras formas de 
agresión que afecten a un órgano sexual, con inclusión del contacto forzado entre la boca 
y el pene, la vulva o el ano”43.  
 
Ahora bien, dentro de la jurisprudencia internacional el concepto de violencia sexual se 
ha aplicado de una manera amplia como es el caso del Tribunal Penal  Internacional para 
Ruanda –ICTR- “(…) lejos de limitarse a la penetración física del cuerpo humano,  puede 
comprender los actos que no consistan en la penetración ni incluso en los contactos 
físicos” (Monzón, 2010:90). 
 
El mismo Tribunal, en el Caso Akayesu, consideró que los actos de  violencia sexual 
evaluados se encontraban definidos en su Estatuto,  dentro del ámbito de “otros actos 
inhumanos” previstos en el  artículo 3, letra i), de “ultrajes contra la dignidad de la 
persona” previstos en el  artículo 4,  letra e)  y de “lesiones graves a la integridad física o 
mental” previstas en el artículo 2, letra b). El Tribunal constató que no era necesario que 
las circunstancias coercitivas se manifestasen por medio de un acto de fuerza física.  
 
Con respecto a la legislación nacional, el Código Penal Colombiano,  en su Título IV 
denominado “Delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales”, tipifica los 
delitos de acceso carnal violento, acto sexual violento, acceso carnal o acto sexual en 
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persona puesta en incapacidad para resistir, actos sexuales abusivos, acceso carnal 
abusivo con menor de catorce años, actos sexuales con menor de catorce años, 
inducción a la prostitución, constreñimiento a la prostitución, trata de personas, estimulo 
a la prostitución de menores, pornografía con menores, turismo sexual y utilización o 
facilitación de medios de comunicación para ofrecer servicios sexuales de menores44. 
 
En el título 2 del mismo Código, denominado “Delitos contra personas y bienes 
protegidos por el Derecho Internacional humanitario”, se tipifica como delitos: las 
conductas de acceso carnal violento, actos sexuales violentos, prostitución forzada o 
esclavitud sexual contra persona protegida, que se den con ocasión y en desarrollo del 
conflicto armado contra dichas personas protegidas45. 
 
En los contextos de guerra el uso de la violencia sexual como un arma se presenta para el 
logro de los objetivos de las partes. Por lo cual se configura como “un delito contra la libertad, 
integridad y formación sexuales y, en otros casos (en el de trata de personas), un delito 
contra la libertad individual y la autonomía personal, el acto de la violencia sexual adquiere 
otra connotación adicional cuando cumple con un fin, que es la del delito de tortura”46. En la 
misma Guía para llevar casos de violencia sexual,  se presenta un análisis de 276 casos, del 
que se desprende que algunos fines de la violencia sexual son: dominar, regular, callar, 
obtener información, castigar, expropiar, exterminar, compensar y cohesionar. 
 
1.1.7 Justicia transicional 
El contexto en el que se analiza la violencia sexual contra las mujeres, es el marco del 
conflicto armado interno, y específicamente dentro del proceso de Justicia y Paz,  por lo 
cual es necesario abordar el tema de la justica transicional -JT-. Como ya se mencionó,  
la aplicación de la JT ha sido cuestionada por no darse en un claro proceso de transición 
hacia la paz, pero se contempla como un instrumento legal de acción para la atención de 
las víctimas. 
                                                 
 
44 Ley 599 de 2000, Código Penal, Título IV Delitos contra la Libertad, Integridad y Formación Sexuales,  
Artículos  205 - 219 B. 
45 Idid, artículos 138 - 141. 
46 Humanas Colombia, Guía para llevar casos de violencia sexual. Propuestas de argumentación para 
enjuiciar crímenes de violencia sexual cometidos en el marco del conflicto armado colombiano. Humanas 
Colombia.2009.  Bogotá. Ediciones Antropos,  p. 27. 
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La JT será tratada en los términos expuestos por la Corte Constitucional  en la Sentencia 
C-370 de 2006, la misma que considera que su uso es aplicable en tanto no se 
descuiden las obligaciones internacionales de los Estados, el respeto a la dignidad de las 
personas y a los Derechos Humanos. Así,  se concibe la justicia de transición como: “Una 
forma especial de administración de justicia para estas situaciones de tránsito a la paz, 
pero no ha cedido su exigencia de que las violaciones a los derechos fundamentales 
sean investigadas, enjuiciadas y reparadas, y los autores de las mismas contribuyan a 
identificar la verdad de los delitos cometidos y reciban algún tipo de sanción”47. 
 
Para ampliar dicho concepto, la Corte citó el Informe “El Estado de Derecho y la justicia 
de Transición en sociedades que sufren o han sufrido conflictos” del Secretario General 
de Naciones Unidas, de agosto de 2004, y refiere que la noción de Justicia de Transición 
“abarca toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los intentos de una 
sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, a 
fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 
reconciliación”. Tales mecanismos, agregó, “pueden ser judiciales o extrajudiciales, y 
tener distintos niveles de participación internacional (o carecer por completo de ella) así 
como abarcar el enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, la búsqueda de la verdad, 
la reforma institucional, la investigación de antecedentes, la remoción del cargo o 
combinaciones de todos ellos”48. 
 
La Corte Constitucional también hizo referencia al “conjunto de principios actualizado 
para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la 
impunidad, adoptado en el seno de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas en 1998, en los que se subrayó la necesidad de basar la búsqueda de la 
reconciliación nacional en la satisfacción de la justicia. Y con base en lo anterior la Corte 
concluyó “Por consiguiente, la justicia y la paz no son derechos opuestos, intereses 
contradictorios o valores excluyentes entre sí, a la luz de la Constitución. Al contrario, en 
el ordenamiento constitucional la justicia en casos de violaciones a los derechos 
                                                 
 
47 Corte Constitucional, Sentencia C- 370, MP.  Manuel  José Cepeda, Jaime Córdoba Triviño, Rodrigo 
Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy,  Alvaro Tafur Galvis, Clara Inés Vargas, 18 de mayo de 2006,  p. 224. 
48 Ibid.  
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humanos e infracciones al derecho humanitario es un camino que resulta indispensable 
recorrer para llegar a la paz”49. 
 
La definición de justica transicional de la Corte Constitucional ha sido  retomada en la Ley 
1448 de 2011 –Ley de víctimas- en su artículo 8º, que señala  “Entiéndase por justicia 
transicional los diferentes procesos y mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados 
con los intentos de la sociedad por garantizar que los responsables de las violaciones 
contempladas en el artículo 3º de la presente Ley, rindan cuentas de sus actos, se 
satisfagan los derechos a la justicia, la verdad y la reparación integral a las víctimas, se 
lleven a cabo las reformas institucionales necesarias para la no repetición de los hechos 
y la desarticulación de las estructuras armadas ilegales, con el fin último de lograr la 
reconciliación nacional y la paz duradera y sostenible”. 
 
Un punto central de la JT es la lucha contra la impunidad para lo cual, según informe de L. 
Joinet50; se establecieron cuatro derechos fundamentales que deben ser respetados: 1. El 
derecho a saber. 2. El derecho a la Justicia. 3. El derecho a la Reparación. 4. Garantía de no 
repetición de las violaciones. Estos derechos son reflejo y pauta del derecho internacional, 
centrales para que la tensión existente entre Justicia y Paz, propias de los periodos 
transicionales, sea catalizada por el respeto de los derechos de las víctimas. 
 
1.2 Normativa y obligaciones de los Estados 
1.2.1 Marco Normativo Internacional 
Los tratados internacionales son valiosos porque ofrecen argumentos para promover las 
reformas legislativas, las cuales pueden ser utilizadas por grupos locales en campañas 
de reivindicación de derechos. La aplicación del “bloque constitucional”, incorporado en 
los artículos 93 y 94 de la Constitución Nacional, impone la obligación de vincular el 
ordenamiento jurídico internacional al sistema interno de protección. Esta incorporación   
                                                 
 
49 Idid,  p. 36. 
50 Joinet, Luis. 1997. ONU, “La cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos 
humanos (civiles y políticos)”, Comisión de Derechos Humanos, 49° periodo de sesiones, 
oc.E/CN.4/Sub.2/1997/20/Rev.1. 2 de octubre de 1997.  
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permite una construcción dinámica de interpretación y aplicación de las normas y 
jurisprudencias nacionales en concordancia con las internacionales51. 
 
En consecuencia, dado que Colombia se encuentra vinculada a un número importante de 
tratados internacionales, ello la obliga a adecuar sus normas,  procedimientos y prácticas 
a los compromisos allí incluidos. Precisamente muchos instrumentos internacionales 
hace referencia a la violencia sexual y a su necesaria prevención, a saber:   
 
 La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer –CEDAW-.197 
 La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes 1984 
 La Declaración y Programa de Acción de Viena. 199 
  La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer. Convención de Belém do Pará. 199 
 La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing. 199 
 La Convención sobre los Derechos del Niño, 1989 y el Protocolo facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de menores, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía. 2000 
 La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional 2000 y el Protocolo complementario para prevenir, reprimir y sancionar 
el tráfico de personas, especialmente de mujeres y niños. 2000 
 La Cumbre Mundial de las Naciones Unidas52. 2005. 
 
Existen otros tratados, estatutos  y convenciones internacionales que establecen normas 
para proteger a las víctimas de violencia como el Estatuto de Roma53 de la Corte Penal 
Internacional -CPI-, que contempla una amplia gama de crímenes relacionados 
                                                 
 
51 Corporación Sisma Mujer, 2010. Reparación para las mujeres víctimas de violencia en el conflicto armado. 
Bogotá: Corcas Editores Ltda.  
52 Los Estados reafirmaron “el compromiso de eliminar la omnipresente discriminación por motivos de 
género, como las desigualdades en la educación y la propiedad de bienes y la violencia contra las mujeres y 
las niñas, y de poner fin a la impunidad por dicha violencia”. 
53 En Colombia, se autorizó la competencia de la CPI mediante acto legislativo que adiciona el Art. 93 de la 
carta Política y se aprobó el Estatuto de Roma mediante la ley 742 de 2002.  
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específicamente con el género; entre ellos la violación, la esclavitud sexual, la 
prostitución, el embarazo y la esterilización forzadas. También comprende 
manifestaciones de violencia sexual que constituyen una violación grave de los  cuatro 
Convenios de Ginebra de 1949, así como otras formas de violencia sexual cuya 
gravedad corresponde a la de crímenes de lesa humanidad. La inclusión de los crímenes 
de género en las disposiciones del de Roma fué un acontecimiento importante en la 
historia del derecho internacional. Es relevante señalar que la CPI define en ciertas 
circunstancias los actos de violencia sexual o de género como crímenes de guerra, de 
lesa humanidad y en ocasiones, como de  genocidio. La CPI tiene competencia para 
juzgar actos de violencia sexual cuando las conductas se realicen “como parte de un 
ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho 
ataque” (Art. 7) o cuando “como parte de un plan o política o como parte de la comisión 
en gran escala de tales crímenes” (Art. 8). 
 
Entre las leyes colombianas  que aprueban los Tratados y Convenciones Internacionales, 
pertinentes en la presente investigación se encuentran:  
 
-La Ley 51 de 1981, por medio de la cual se aprueba la Convención sobre la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra la Mujer –CEDAW- adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en 1979.  
 
-Las leyes 11 de 1992 y 171 de 1994, por medio de las cuales se aprueban los protocolos 
adicionales a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección 
de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales y sin carácter internacional, 
Protocolo I y II respectivamente.  
-La Ley 248 de 1995, por medio de la cual se aprueba la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer -Convención de Belem 
Do Pará-.   
 
-La Ley 800 de 2003, por medio de la cual se aprueban la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo para Prevenir, 
Reprimir y sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional.  
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-Por último, la Ley 984 de 2005, por medio de la cual se aprueba el Protocolo Facultativo 
de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la 
Mujer. 
 
En relación con los compromisos que se derivan de los tratados mencionados existen 
unas obligaciones específicas sobre la investigación, juzgamiento y sanción de los 
responsables de las violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional 
Humanitario.  
 
Dentro de los compromisos internacionales que Colombia ha adquirido se encuentran los 
previstos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos54, en donde se 
contemplan las obligaciones de los Estados en la investigación, juzgamiento y sanción de 
las violaciones de Derechos Humanos. Cabe citar, en particular, el literal a, del numeral 3, 
del artículo 2 de dicho Pacto, según el cual “toda persona cuyos derechos o libertades 
reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso 
efectivo, aún cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en 
ejercicio de sus funciones oficiales”. 
 
“En el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDDHH), se suelen 
enunciar para los Estados Parte de algún Tratado o Convención, dos tipos de 
obligaciones erga omnes55, unas de carácter general y otras específicas. Las 
obligaciones de carácter general recaen en los deberes del Estado por respetar y 
garantizar los derechos humanos de quienes se encuentran bajo su ámbito jurisdiccional, 
en tanto que las obligaciones específicas se refieren a los “deberes determinables en 
función de las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por 
su condición especial o por su situación específica en que se encuentre56”.    
                                                 
 
54 Adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas. 1966. Aprobado mediante Ley 74 de 1968. 
55 Según esta categoría, dichas obligaciones, además de contraerse ante toda la comunidad internacional, 
buscan la protección de los derechos que se consideran esenciales para esta misma comunidad. Se exige 
que la ejecución de dichas obligaciones, muchas de ellas contenidas en Tratados y Convenios sobre 
derechos humanos, se vean amparas bajo el principio pacta sum servanda o de cumplimiento de buena fe de 
los Tratados. 
56 Tribunal Superior del Distrito Judicial Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2008-83194, 2007-83070,  MP. 
Léster María González,  01 de diciembre de 2011, párr. 54.   
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En la jurisprudencia interamericana relativa al derecho a la justicia, a la investigación y 
conocimiento de la verdad, a la reparación de las víctimas y a la no repetición se han 
dado precisiones sin perjuicio de las decisiones que se hayan producido en instancias 
internacionales de otros Sistemas. En las decisiones del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos se ha precisado que los estándares en relación con las obligaciones 
del Estado en materia de justicia, verdad y reparación implican: (i) la obligación estatal de 
prevenir los graves atentados contra los derechos humanos, de investigarlos cuando 
ocurran, procesar y sancionar a los responsables, y lograr la reparación de las víctimas; 
(ii) la incompatibilidad de las leyes de amnistía, de las disposiciones de prescripción y del 
establecimiento de excluyentes de responsabilidad, respecto de graves atentados contra 
los derechos fundamentales reconocidos en la Convención Americana de Derechos 
Humanos; (iii) el derecho de acceso a la justicia de las víctimas de las graves violaciones 
de derechos humanos y la relación de este derecho con la razonabilidad de los plazos 
dentro de los cuales deben adoptarse las decisiones judiciales; (iv) la no suspensión de 
las obligaciones de los Estados partes de la Convención Americana en materia de 
investigación, juzgamiento y sanción de los atentados contra los derechos humanos, 
mientras se adelantan procesos de paz; (v) los aspectos comprendidos en el deber de 
reparación de los graves atentados contra los derechos humanos; (vi) los aspectos 
involucrados en el derechos de los familiares y de la sociedad en general a conocer la 
verdad, etc.57 
 
Con el fin de ejemplificar la aplicación de la jurisprudencia interamericana en un caso de 
violencia sexual, sobre pautas de verdad, justicia, reparación y no repetición, en 
decisiones y en la aplicación de los estándares internacionales, se resaltan a 
continuación las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a 
propósito del Caso Fernández Ortega y otros vs. México de agosto de 2010. 
 
1.2.1.1 Caso: Fernández Ortega y otros vs. México de agosto de 2010 
 “La demanda se refiere a la supuesta responsabilidad internacional del Estado por la 
“violación [sexual] y tortura” en perjuicio de la señora Fernández Ortega ocurrida el 22 de 
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marzo de 2002,  por la “falta de debida diligencia en la investigación y sanción de los 
responsables” de esos hechos, por “la falta de reparación adecuada a favor de la 
[presunta] víctima y sus familiares, la utilización del fuero militar para la investigación y 
juzgamiento de violaciones a los derechos humanos; y las dificultades que enfrentan las 
personas indígenas, en particular las mujeres, para acceder a la justicia58”. 
-Se trata de hechos ocurridos el 22 de marzo de 2002;  Víctima: Inés Fernández Ortega, 
de 25 años, indígena, lengua materna el me’paa, con dificultad para entender el español. 
Estaba en su casa con sus 4 hijos, y tres militares –uniformados y con armas- entraron, 
uno de ellos le apuntó con un arma, la obligó a tirarse al suelo y otro militar la violentó 
sexualmente en presencia de los otros dos militares. Al día siguiente buscó ayuda 
médica, le dieron analgésicos porque no contaban con más medicamentos, al tercer día 
de los hechos denuncia y le ordenan examen médico legal. La señora Fernández al 
dirigirse a la  institución de salud remitida, solicita que sea atendida por una médica, y la 
institución  aduce que  en el equipo médico no hay mujeres  y solo dos días después 
puede encontrar un hospital en donde una médica la examina y le ordena exámenes de 
laboratorio; pero  este hospital no cuenta con  los reactivos necesarios para practicar los 
exámenes requeridos, y es hasta julio de ese año que un examen de laboratorio, arroja 
como resultado que se determinó “la presencia de liquido seminal” y la identificación de  
“células espermáticas”.   
 
Se evidencia la cadena de barreras encontradas por la victima al solicitar atención 
diferenciada, pronta y por personal idóneo. La Corte, determina en este caso, que la violencia 
sexual se configuró también en Tortura, “La Corte concluye que la violación sexual en el 
presente caso implicó una violación a la integridad personal de la señora Fernández Ortega, 
constituyendo un acto de tortura en los términos del artículo 5.2 de la Convención Americana 
y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”59. 
 
En octubre de 2008, la CIDH en el mismo caso, aprobó el informe de fondo en los 
términos del artículo 50 de la Convención Interamericana de DH, en el que hacía una 
serie de recomendaciones al Estado Mexicano. Por lo anterior, la CIDH solicitó a la Corte 
                                                 
 
58 Corte IDH, Caso Fernández Ortega vs. México, Sentencia del 30 de agosto de  2010.  
59 Ibid, párr. 128. 
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que declarase al Estado Mexicano responsable por la violación de los artículos: 5, 8, 11 y 
25 de la Convención Americana, en relación con la obligación general de respeto y 
garantía de los derechos humanos establecida en el artículo 1.1 de la misma 
Convención. También que el Estado Mexicano fuese  responsable de la violación del art. 
7 de la Convención de Belém do Para, en perjuicio de la víctima, y del incumplimiento de 
las obligaciones emanadas de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana 
para prevenir y sancionar la tortura. Con base en lo anterior la CIDH solicitó al Tribunal 
(Corte IDH) exigir al Estado Mexicano medidas de reparación. 
 
La Corte declaró como víctimas y beneficiarios de las reparaciones a  la señora 
Fernández, a su esposo y a sus hijos. Además: 
 “La Corte reitera que durante la investigación y el juzgamiento, el Estado debe 
asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de la víctima en todas las etapas. En 
un caso como el presente en el que la víctima, mujer e indígena, ha tenido que 
enfrentar diversos obstáculos en el acceso a la justicia, el Estado tiene el deber de 
continuar proporcionando los medios para que la víctima acceda y participe en las 
diligencias del caso, para lo cual debe asegurar la provisión de intérprete y apoyo 
desde una perspectiva de género, en consideración de sus circunstancias de especial  
vulnerabilidad”60.   
 
Finalmente, en este caso, la Corte exigió medidas de reparación acordes a una atención  
médica y psicológica  adecuadas y gratuitas para la señora Fernández  y su familia, 
respondiendo a las especificidades de género y etnia. 
 
1.2.2 Marco Normativo Nacional  
 Se destaca que tanto en el sistema normativo  colombiano61 como la Constitución 
Nacional de 1991 se contempla como principio rector de los colombianos,  la prohibición 
de la tortura  y el derecho a no ser sometido a “[…] torturas ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes62 respectivamente. La misma Constitución reconoce la 
                                                 
 
60 Ibid, párr. 230. 
61 Ley 589 de 2000,  Tipifica la desaparición forzada y la tortura, entre otras conductas  como delitos. 
62 Constitución Nacional de 1991, artículo 2. 
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existencia de poblaciones que requieren especial  protección por parte del Estado, 
reconocimiento estipulado en los artículos 40, 42, 43, 44 y 45. 
 
En cuanto a los “delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales”, tipificados en 
el Código Penal Colombiano -Ley 599 de 2000-, se incluyen ciertos actos de violencia 
sexual aunque no en todas sus manifestaciones. Siendo así que algunos actos de 
violencia sexual reconocidos internacionalmente se quedan por fuera del Código, como 
por ejemplo la esterilización forzada, entre otros. 
 
El Estado colombiano ha reconocido a la víctima como sujeto de protección y reparación, 
para lo cual se incluyó en el Código de Procedimiento Penal –Ley 906 de 2004- en su 
artículo 11 los Derechos de las Víctimas; también contempla  la garantía de 
comunicación a las víctimas de sus derechos, y el goce y acceso a los derechos de  
verdad, justicia y reparación y a la participación de estas en las diferentes etapas de la 
actuación penal y con el derecho de hacer reclamaciones sobre la reparación (en los Art. 
135, 136, 137 y 351). El mismo Código, introdujo que “la víctima tiene la garantía de sus 
derechos a la verdad, justicia y reparación, y especialmente el derecho a intervenir en 
todas las fases de la actuación penal.”63  
 
Desde hace 15 años, la Ley 360 de 1997 modificó algunas normas del título XI del Libro 
II del Decreto-ley 100 de 1980 (Código Penal),  relativo a los delitos contra la libertad y 
pudor sexuales,  y se adiciona el artículo 417 del Decreto 2700 de 1991  (Código 
Procedimiento Penal). Se destaca el artículo 1564, que consagra los  derechos de las 
víctimas de los delitos contra la libertad sexual y la dignidad humana. Esta Ley no es 
                                                 
 
63 Forer Andreas. 2011.  En: Participación de las víctimas en la Ley de Justicia y Paz y Corte Penal 
Internacional. Edición. GIZ.  Embajada de la República Federal de Alemania, p. 27.  
64 “Toda persona víctima de los delitos contra la libertad sexual y la dignidad humana tiene derecho a: Ser 
tratada con dignidad, privacidad y respeto durante cualquier entrevista o actuación con fines médicos, legales 
o de asistencia social.  Ser informada acerca de los procedimientos legales que se derivan del hecho punible.  
Ser informada de los servicios disponibles para atender las necesidades que le haya generado el delito.  
Tener acceso a un servicio de orientación y consejería gratuito para ella y su familia atendido por personal 
calificado.  Tener acceso gratuito a los siguientes servicios: 1. Examen y tratamiento para la prevención de 
enfermedades venéreas incluido el VIH/SIDA, 2. Examen y tratamiento para trauma físico y emocional, 3. 
Recopilación de evidencia médica legal 4. Ser informada sobre la posibilidad de acceder a la indemnización 
de los perjuicios ocasionados con el delito”.  
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específica para las mujeres víctimas de violencia sexual, pero sus modificaciones 
contribuyen a generar algunas condiciones para el acceso a la justicia. A la fecha no se 
ha reglamentado la mencionada Ley, y es claro su desconocimiento tanto por 
funcionarios/as   públicos como por las mujeres víctimas. 
 
Pese a que Colombia cuenta con el reconocimiento de algunos tipos y manifestaciones 
de la violencia sexual, se presenta una alta impunidad en los casos65 como se verá 
posteriormente y una débil investigación para imponer las condenas a los responsables 
de dichas conductas. Ante esta situación, -y con un papel protagónico de las 
organizaciones sociales de victimas-, se han promulgado leyes a favor de  las 
poblaciones más vulnerables; por ejemplo en la atención a las mujeres (Ley 360 del 1997 
y Ley 1257 de 2008), a las y los niños (Ley 1098 de 2006 de Infancia  y adolescencia y 
Ley 1146 del 2007), también normas que amplían la responsabilidad de los autores y 
dispone las circunstancias de agravación punitiva (Ley 1236 de 2008) y leyes que 
introducen nuevos tipos penales como el proxenetismo con menor de edad y demanda 
de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años de edad (Ley 1329 de 
2009), entre otras. 
 
En el marco normativo nacional, se destaca la Ley 1257 de 2008, por la cual se dictan 
normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación 
contra las mujeres. Donde por primera vez hay un reconocimiento específico por parte de 
los legisladores sobre las consecuencias físicas, mentales y psicológicas que provoca la 
violencia contra las mujeres. En esta norma se definen los diferentes tipos de violencia y 
se penalizan las conductas, incluyendo la violencia sexual. Esta Ley se constituye como 
un instrumento de protección y luego de 3 años  de su expedición se logra su 
reglamentación66. 
 
De manera general el Estado Colombiano ha establecido mecanismos encargados de  
garantizar los derechos de las mujeres. Por lo cual en el año de 1990 se creó la 
Consejería Presidencial para la Juventud, la Mujer y la Familia, con el objetivo de dar 
cumplimiento a la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
                                                 
 
65 Esta afirmación se sustenta en el II Capítulo por medio de la un análisis estadístico. 
66 Decretos reglamentarios de 2011: 4796 Salud, 4798 Educación, 4463 Laboral y 4799 Justicia. 
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contra la Mujer, así como a otros compromisos de orden internacional, y como respuesta 
a solicitudes del movimiento social de mujeres de Colombia. Luego, en Julio de 1995, 
mediante la Ley 188 se creó la Dirección Nacional para la Equidad de las Mujeres; que 
fue transformada en junio de 1999 con el Decreto 1182, para la creación de la Consejería 
Presidencial para la Equidad de la Mujer. Finalmente, en septiembre de 2010, a través 
del Decreto 3445, se convierte en la Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la 
Mujer (ACPEM); cuyos objetivos son: 
 
 Garantizar los Derechos Humanos Integrales e Interdependientes de las Mujeres y la 
Igualdad de Género 
 Fortalecer el tema de mujer y género en las instituciones del Estado a nivel nacional y 
territorial. 
 Promover espacios de interlocución con las organizaciones de mujeres y de la 
sociedad civil. 
 
 Promover la transversalización del enfoque diferencial de género en las Políticas 
Públicas de atención integral población desplazada por la Violencia67. 
 
Otra iniciativa del Estado ha sido la creación del Observatorio de Asuntos de Género del 
Estado Colombiano (Ley 1009 de 2006) de carácter permanente; que “es un mecanismo 
de seguimiento desde la perspectiva de género al cumplimiento de normas nacionales e 
internacionales vigentes relacionadas con la equidad de la mujer y la equidad de género, 
y a políticas públicas, planes y programas a fin de conocer el impacto diferenciado que 
tienen sobre hombres y mujeres, con el objeto de hacer recomendaciones que 
contribuyan a eliminar las discriminaciones y a superar las inequidades de género que 
aún se presentan en el país”68. Pese a la creación del Observatorio, sus objetivos no han 
redundado en la mayor garantía de los derechos de las mujeres víctimas de  violencia  
sexual ni en su visibilización, pues pese a su existencia subsisten los mismos problemas 
reflejados el Auto 092 de 2008 y la sentencia T -496 de 2008 de la Corte Constitucional.  
                                                 
 
67 En http://www.equidadmujer.gov.co/Consejeria/Paginas/Objetivos-Metas-Funciones.aspx  consultado el  24 
de febrero de 2012. 
68 En: http://www.equidadmujer.gov.co/OAG/Paginas/Observatorio-Asuntos-Genero.aspx consultado 
el 24 de febrero de 2012. 
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En cuanto a los desarrollos de la jurisprudencia nacional por parte de la Corte 
Constitucional  pertinentes a esta investigación tienen como base la Sentencia T-025 de 
2004, en donde se evidencia la distancia entre los derechos de las víctimas del 
desplazamiento forzado y las respuestas del Estado para que el  goce de sus derechos 
sea efectivo. Esta Sentencia declaró el “estado de cosas inconstitucional” por deficiencia 
estructural en la  atención y protección de las víctimas.  Entre dichas victimas se 
reconoce a las mujeres como parte de la población más vulnerable, tanto así que 
posteriormente la Corte Constitucional, mediante el Auto 092 del 2008, reconoce el 
impacto desproporcional del conflicto armado en las mujeres. Las medidas exigidas en 
este Auto, deben contrarrestar efectivamente los riesgos de género en el conflicto 
armado. La Corte señala 10 factores de riesgo específicos a los que están expuestas las 
mujeres en el marco del conflicto armado y el primero de estos es “El riesgo de violencia 
sexual, explotación sexual o abuso sexual  (…)”. 
 
Ahora bien, ante el incumplimiento de protección con enfoque diferencial y de género, del 
Programa de Protección de Víctimas y Testigos de la Ley de Justicia y Paz -975 de 2005-
, diversas organizaciones de mujeres solicitaron el amparo de sus derechos vulnerados, 
logrando un pronunciamiento a su favor por parte de la Corte Constitucional, al expedir la 
Sentencia T- 496 de 2008, en la que  la ésta  encontró que habían criterios que no 
cumplían dicho Programa, como el desconocimiento del nivel de riesgo que enfrentan las 
víctimas y que, tampoco se tomaba en cuenta la diferencia de las condiciones 
específicas de los/las afectadas, por lo que ordena a la Fiscalía General de la Nación y al 
Ministerio del Interior y de Justicia –actualmente Ministerio del Interior69, readecuarlos 
incluyendo en sus procedimientos, “un enfoque de género que permita una respuesta 
diferenciada y adecuada a las particulares circunstancias de vulnerabilidad en que se 
encuentre la mujer, derivadas de su condición de género”70. 
 
La Sentencia T-496 de 2008, ordena al Estado “Desarrollar las acciones necesarias 
orientadas a efectuar una revisión integral del Programa de Protección de Víctimas y 
testigos de la Ley de Justicia y Paz, a fin de adecuarlo a los principios y elementos 
                                                 
 
69 Decreto 2893 del 11 de agosto de 2011, Por el cual se modifican los objetivos, estructura orgánica y 
función del Ministerio del Interior y se integra el Sector Administrativo del Interior. 
70 Corte Constitucional, Sentencia T-496, MP. Jaime Córdoba Triviño, 16 de mayo  de 2008. 
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mínimos de racionalidad que conforme a la jurisprudencia y a la práctica internacional 
deben orientar y contener una estrategia integral de protección satisfactoria de las 
víctimas y testigos de los procesos en los que se investiga grave criminalidad o 
criminalidad de sistema, como aquella de la cual se ocupan los procesos de 
esclarecimiento judicial de Justicia y Paz”. 
 
En el contexto de incumplimiento real de una justicia transicional, la vulnerabilidad y los 
factores de riesgo de las mujeres aumentan porque no se les está respetando los 
derechos de verdad, justicia y reparación.  
 
Por su parte, dado que la Protección no se limita a una salvaguarda física, a continuación 
se relaciona  normativa existente con respecto a los derechos de acceso a la salud física 
y mental por parte de las víctimas.  En tanto a la garantía y acceso a los servicios de 
salud de las mujeres, que incluye a las que han sido víctimas de violencia sexual en 
cualquier contexto, la Corte Constitucional se ha pronunciado con respecto a la 
estructura de la sociedad patriarcal y la victimización de las mujeres. Así,  mediante 
Sentencia C-355 de 2006,  la Corte contempla cuatro condiciones de excepcionalidad 
para la interrupción voluntaria del embarazo –IVE-71. Al respecto vale la pena señalar que 
esta Sentencia es desconocida por parte de muchos funcionarios públicos y del sector 
salud quienes argumentan -objeción de conciencia- por parte del personal médico, 
desconociendo que dicha objeción  es una decisión personal y no institucional72 por lo 
que tendrían la obligación legal de asegurar que se brinde la atención. 
 
Se cuenta adicionalmente  con la Sentencia T-045 de 2010, que ordena al Ministerio de 
la Protección Social y a las entidades de salud, prestar atención médica y psicológica 
especializada con enfoque psicosocial para víctimas. En la misma se ordena el diseño e 
implementación de  los protocolos, programas y políticas necesarias de atención en salud 
que respondan a las necesidades particulares de las víctimas del conflicto armado. Esta 
Sentencia debe ser un mecanismo e instrumento de atención y protección que las 
                                                 
 
71 Corte Constitucional, Sentencia C -355, MP. Jaime Araújo Rentería, Clara Inés Vargas, 10 de mayo  de 
2006.  
72 Corte Constitucional, Sentencia T -388, MP. Humberto Sierra Porto,   28 de mayo de 2009.   
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víctimas podrían exigir a las autoridades, específicamente para obtener atención integral 
en salud física y mental.  Es importante señalar que ha pasado más de un año y aún las 
instituciones responsables no cuentan con los programas y rutas fáciles y ágiles que 
permitan a las victimas acceder a los servicios de salud física y mental, sin ningún tipo de 
barreras en servicio, calidad, administrativos, traslado, etc. 
 
En este orden de ideas, sigue siendo un desafío en Colombia  la implementación de una 
abundante normativa y jurisprudencia interna que aspiran a garantizar los derechos de 






2. Caso colombiano: Violencia sexual y 
conflicto armado 
Con el fin de exponer el panorama de la violencia sexual ejercida contra las mujeres en 
Colombia, y sustentar las falencias por parte del Estado Colombiano en su protección y 
atención,  se presenta a continuación una revisión del caso nacional. El capítulo parte de 
reseñar el contexto de la violencia sexual dentro del conflicto armado, a partir de reportes 
oficiales nacionales como los del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses y la Fiscalía General de la Nación. También refiere informes de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, de organismos internacionales de verificación 
como la Organización de Naciones Unidas y de algunas organizaciones de la sociedad 
civil; posteriormente se aborda la problemática en el marco de la Ley de Justicia y Paz, 
para así tratar los programas de protección a víctimas.  
 
2.1. Violencia sexual en el conflicto armado interno  
En este apartado se hace referencia a cómo  se vincula la violencia sexual con el 
conflicto armado, lo que explica la mayor exposición de las mujeres, los efectos 
desproporcionados, la situación de vulnerabilidad (art. 13 inc. 2 de la Constitución 
Nacional) y por ende la obligación de protección especial que corresponde a las 
autoridades colombianas, entre ellas, las encargadas de garantizar el acceso a la justicia 
que es el sustento principal del Programa de Protección en el marco de los procesos de 
justicia y paz. 
 
Es pertinente señalar,  antes de exponer las órdenes y reconocimiento contemplados en 
la jurisprudencia nacional referente a la necesidad y obligación de proteger a las mujeres 
víctimas de violencia sexual,   que el desarrollo de este y los demás capítulos, toman 
como base fundamental  los conceptos expuestos  en el marco conceptual y normativo al 
caso concreto,  como los conceptos de víctima, protección, violencia sexual, enfoque 
diferencial y enfoque de género entre otros.  
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Los continuos enfrentamientos entre los diferentes actores armados del conflicto 
colombiano, producen graves consecuencias humanitarias como el reclutamiento 
forzado, ataque en persona protegida, contaminación por armas, tomas de rehenes, 
malos tratos, limitaciones de acceso a servicios básicos como el agua, la salud y actos 
de  violencia sexual como estrategia de guerra73: las mujeres son botín de guerra y la 
violencia sexual es un arma para debilitar al enemigo74. Al respecto, en el informe de la 
Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer de Naciones Unidas se plantea que 
"La violencia sexual es una forma de amedrentamiento, intimidación y castigo contra las 
mujeres ejercida por los actores armados en Colombia como un acto simbólico contra el 
bando contrario. “Es una batalla entre hombres que se libra en los cuerpos de las 
mujeres”.”75  
 
En el contexto colombiano, esta situación ha afectado indiscriminadamente a la población 
civil y ha dejado un sinnúmero de víctimas fatales y sobrevivientes, siendo estas  últimas 
en su mayoría mujeres76. Una de las formas de violencia que afecta a este grupo en 
forma desproporcionada es la violencia sexual, la cual, en sus diferentes expresiones,  
restringe y menoscaba sus libertades y derechos. Esta violencia se manifiesta en 
prácticas como “violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, 
esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual”77. Aunque  dichas 
prácticas no se presentan exclusivamente en el contexto del conflicto, las condiciones 
particulares del mismo, acentúan la violencia  sistemática que viven muchas mujeres de 
forma cotidiana en el país. 
Al respecto, las investigadoras Barraza y Guzmán (2008:18), exponen que “Las 
dinámicas del conflicto armado en Colombia han variado en el tiempo. No obstante, la 
                                                 
 
73 Las mujeres frente a la violencia y la discriminación derivadas del conflicto armado en Colombia, 2006. 
Comisión IDH. 
74 Naciones Unidas, Consejo de Seguridad.  Resolución 1820 del 2008.  Véase también Sánchez, Olga 
Amparo, 2008. La violencia contra las mujeres en una sociedad en guerra, Bogotá: Ruta pacífica de las 
mujeres.  
75 Informe de la Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer, Sra. Radhika Coomaraswamy, 
Resolución 1997/44 de la Comisión, 54 período de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos, 
E/CN.4/1998/54.  
76 Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer UNIFEM. 2009. ¿Justicia desigual?. Género y 
derechos de las víctimas en Colombia. p.p.  232 – 324. 




utilización de los cuerpos de las mujeres como arma de guerra ha sido una constante. Se 
ha documentado que las mujeres en el conflicto colombiano están mayormente 
expuestas a ser víctimas de diversas formas de violencia física, psicológica, y sexual, las 
cuales se concretan principalmente en abuso sexual, reclutamiento forzado, prostitución 
forzada y embarazos tempranos. Asimismo, se ha documentado que los diversos actores 
armados ilegales aplican sobre las mujeres, en las zonas bajo su control, normas de 
conducta y control social, restricción de actividades de participación, imposición de lazos 
afectivos con los combatientes, reclutamiento forzado, esclavitud sexual y doméstica, 
violación y mutilación sexual y entre sus combatientes se han identificado prácticas de 
anticoncepción y aborto forzado”. 
 
Luego de exponer brevemente los riesgos e impacto desproporcionado del conflicto 
armado sobre las mujeres, son perentorias las obligaciones del Estado para proteger a 
las víctimas más vulnerables a actos de violencia sexual en el contexto del conflicto 
colombiano, es decir, a las mujeres; es por esto que no solo la jurisprudencia nacional 
reconoce dichos riesgos y ordena que se adopten medidas diferenciales para garantizar 
el goce efectivo de los derechos de las mujeres.  
 
En principio, es importante señalar que la Corte Constitucional mediante el Auto 092 de 
200878,  exige que las medidas para la protección de los derechos de las mujeres 
víctimas de desplazamiento forzado,  contrarresten efectivamente los riesgos de género 
en el conflicto armado y las facetas de género del desplazamiento forzado. A través de la 
Sentencia T 496 de 200879, la misma Corte reconoce dichos riesgos y las obligaciones de 
Colombia en el ámbito del  Derecho Internacional Humanitario, según: “Las mujeres en 
cuanto integrantes de la población civil son beneficiarias del amparo de dos de los 
principios axiales del Derecho Internacional Humanitario: (i) el principio de distinción, … y 
(ii) el principio de humanidad y de respeto por las garantías fundamentales del ser 
humano, que ampara a las mujeres como personas, en relación con quienes existen 
                                                 
 
78 Corte Constitucional, Auto 092, MP. Manuel José Cepeda, 14 de abril  de 2008.  
79 Corte Constitucional, Sentencia T-496, MP. Jaime Córdoba Triviño, 16 de mayo de 2008 
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varias garantías fundamentales directamente aplicables a la situación que conforma el 
supuesto fáctico de esta sentencia”80.  
 
Tanto la decisión de la Corte Constitucional  en el Auto 092, como en la sentencia T- 496, 
tomaron como fundamento, entre otros,  el informe de la CIDH “Las mujeres frente a la 
violencia y la discriminación derivadas del conflicto armado en Colombia”81 
 
Así mismo, es evidente la utilización de la mujer en el conflicto armado nacional como 
instrumento de guerra, situación que queda reconocida por medio de la primera 
Sentencia condenatoria proferida con respecto a, entre otros delitos, acceso carnal 
violento en persona protegida. Sentencia que contempla como agraviante contra la 
dignidad humana, por implicar el sufrimiento de las mujeres, la comisión de crímenes 
sexuales como arma de guerra. Esta forma de instrumentalizar la vida y la dignidad 
humana son expresiones de la degradación del conflicto armado interno en contra de la 
población civil, inocente y vulnerable82. 
 
Dicha Sentencia cobra relevancia en la medida en que después de 6 años de aplicación  
de la Ley de Justicia y Paz y en el marco de una esperada justica transicional se 
convierte en un reconocimiento de reparación, y visibiliza que las mujeres son utilizadas 
estratégicamente en el conflicto para el logro de objetivos de guerra. Además, la 
Sentencia en su párrafo 318 señala que “es verdad que en Colombia se está librando un 
conflicto armado interno, en el que uno de los actores armados fue la organización 
denominada AUTODEFENSAS UNIDAS DE COLOMBIA (A.U.C.), la cual contaba con 
una estructura política y otra armada, que en su consolidación se valió de la asistencia –
por acción y omisión– de algunas unidades de las Fuerzas Militares y de Policía, de 
autoridades civiles nacionales y regionales y de empresarios” y en su párrafo 325 afirma 
que “Es verdad que el Bloque Vencedores de Arauca adoptó patrones de conducta 
constitutivos en crímenes de guerra y de lesa humanidad, consistentes en la comisión de 
                                                 
 
80 Ibid, p. 41 Entre dichas garantías se  destaca (vi) la prohibición de la violencia de género, de la violencia 
sexual, de la prostitución forzada y de los atentados contra el pudor. 
81 CIDH, Las mujeres frente a la violencia y la discriminación derivadas del conflicto armado en Colombia. 
2006. 
82Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2008-83194, 2007-
83070, MP. Léster María González, 01 de diciembre de 2011.  
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masacres, homicidios selectivos, lesiones personales, desapariciones forzadas, 
desplazamientos forzados, secuestros, amenazas y accesos carnales violentos contra 
personas protegidas y con la apropiación y destrucción de bienes y lugares protegidos, 
siendo los pobladores de la región instrumentalizados, principalmente con el argumento 
de pertenecer o colaborar con la Subversión”. 
 
Así, esta Sentencia contribuye a superar el vacío señalado por la historiadora y abogada  
Velásquez no obstante la importante producción documental sobre el conflicto armado 
elaborada por instituciones oficiales,   grupos que negociaron  procesos de paz en 
diferentes momentos y por analistas políticos, dado que “ninguno de ellos [tenía] una 
perspectiva incluyente de las diversidades y sobre todo de la condición de las mujeres, 
tanto de las guerreras como de las de la población civil y mucho menos un enfoque de 
género” (Velásquez, 2009:21).  
 
2.2. Dimensión de la Problemática 
 
2.2.1.  Fuentes  
2.2.1.1. Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses:  
Con el fin de contextualizar la victimización de las mujeres en el conflicto armado 
colombiano se muestran a continuación algunas cifras expuestas en los Informes 
Sexológicos según orden judicial emanada por autoridad competente al INMLCF. Los 
datos se toman de la publicación anual Forensis, en la que se relaciona la violencia en 
cifras, desde una perspectiva forense, médica y social. Los exámenes sexológicos dan 
cuenta de los casos de violencia sexual que han iniciado proceso judicial,  pero al 
presentarse hechos de violencia sexual que no son denunciados, hay incontables casos 
que no se ven reflejados en las cifras que se presentan a continuación. Se consultaron 
las ediciones de Forensis entre los años de 2004 al 2010, y la publicación especial 
“Forensis Mujeres herramienta para la interpretación, intervención y prevención de 
lesiones de causa externa en Colombia para las Mujeres”, que recopila datos del año 
2004 al 2008, donde se halló la siguiente información:  
 
 Para el año 2004, Forensis no presenta datos de delitos sexuales clasificados, 
enmarcados o referenciados en el conflicto armado. Se registra que de 17.113 casos 
40 Enfoque diferencial y de género para la  protección  de mujeres víctimas de violencia 
sexual de hechos ocurridos en el  contexto de las acciones de los grupos armados  que 
son postulados a la aplicación de  Ley 975 de 2005 -de Justicia y Paz-
 
que conoció directamente el INMLCF, el 84% (14.374 casos) correspondieron a 
mujeres y el 16% (2.739 casos) a hombres sin encontrar “circunstancias de los 
hechos”, como se registra en la gráfica 2-1. Vale la pena preguntar ¿cuántos de esos 
17.113 informes periciales corresponden a violencia sexual asociada al conflicto 
armado y cuántos no se denunciaron?  
 
 





El comportamiento del delito sexual en el 2004 se manifestó con mayor número de 
víctimas en el municipio de Chaparral (Tolima) con una tasa de 198 por cien mil 
habitantes, seguido de la ciudad de Leticia (Amazonas) con una tasa de 175; en tercer 
lugar se ubica el municipio de Aguazul (Casanare) con una tasa de 163, seguidamente el 
municipio de Puerto Berrío (Antioquia) con una tasa de 148. (INMLCF, 2004: 172).  
 
 En el año 2005 tampoco se presentan datos de delitos sexuales clasificados, 
enmarcados o referenciados en el conflicto armado. El INMLCF realizó en este año 
18.474 dictámenes sexológicos, donde la tasa nacional fue de 40,1 casos por 100 mil 
habitantes, que representa un 1,5% más que la tasa de año 2004. El mayor número 
de dictámenes sexológicos se realizó a mujeres (15.518), siendo el 84% del total, 









 Durante el año 2006 el INMLCF realizó un total de 19.592 dictámenes sexológicos, la 
tasa nacional fue de 46 casos por cada 100.000 habitantes, 5,9 mayor que la del 
2005. Según “edad y sexo”, en Colombia el 2006 se comportó de manera similar al 
año anterior, el mayor número de dictámenes sexológicos se realizó a  14.382  
mujeres del total de casos, que corresponde al 73,4%, a hombres se realizaron 5.210 
exámenes siendo el 26.6%. Como se ejemplifica en la gráfica 2-3, en este año 
tampoco se analizaron desde esta variable víctimas de violencia sexual relacionadas 
con el conflicto armado interno. 
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 En el año 2007 el INMLCF realizó 20.273 informes periciales sexológicos, de los 
cuales el 84% (15.056) corresponden a mujeres y el 16%  (5217) corresponden a 
hombres. En este Forensis se cuenta con la variable “Circunstancias de los hechos”. 
A este respecto se reportan 126 casos de mujeres correspondientes a circunstancias 
relacionadas con el conflicto armado. Los datos de número de víctimas según esta 
variable se presentan en la gráfica2-4. 
 
Gráfica 2-4: Número de informes periciales sexológicos  de mujeres según la variable 





Es de resaltar que en los informes sexológicos según “actividad de la víctima durante el 
hecho”, reporta que una mujer fue víctima de delito sexual, mientras estaba en combate. 
En cuanto a la variable “posible agresor relacionado con el hecho” se encuentra un 
reporte de 11 casos en mujeres por parte de las FARC, ELN y otras guerrillas; y de 11 
mujeres víctimas por parte de las Fuerzas Militares en el año 2007. 
 
En la misma publicación se reportan informes periciales sexológicos practicados a 264 
víctimas hombres y mujeres, señalados en la categoría: “grupos vulnerables”, dentro de 
la cual se incluye a la población perteneciente a los grupos campesinos (as), étnicos, 
homosexuales, desplazados (as), trabajador(as) sexuales, entre otros. De las 264 
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víctimas 212 son mujeres y el grupo más afectado entre ellas fue el de campesinas con 
62 casos.  
 
 En Colombia, durante el año 2008 se realizaron 21.202 informes periciales 
sexológicos, 929 casos más que en el 2007 (4,3%). Este incremento podría ser 
proporcional al incremento de la denuncia. La tasa nacional fue de 47,7 casos por 
cada 100.000 habitantes, notándose un incremento de 1.5% frente al 2007. El mayor 
número de dictámenes sexológicos se realizó a 17.830 mujeres, equivalente al 84% 
del total  y 3.372 a hombres, correspondiendo al 16%.  
 
En la variable “circunstancia del hecho” se encuentran posibles delitos sexuales 
asociados al conflicto armado, donde se presentaron 98 casos de mujeres y 24 casos de 
hombres víctimas, según se reseña en la grafía 2-5. 
 
 
Gráfica 2-5: Número de víctimas de posible delito sexual según “circunstancia del hecho” 




 En 2009 en Colombia se realizaron 21.288 informes periciales sexológicos, de los 
cuales el 84.25% (17.935) fue realizado a mujeres y el 15.75% (3.353) a hombres. En 
la variable “Circunstancia del hecho” se encuentra la “violencia sociopolítica” donde 
se reportaron 131 casos de presunto delito sexual, de los cuales de 114 fueron 
víctimas mujeres y 17 hombres, como se muestra en la gráfica 2-6.  
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Gráfica 2-6: Casos por presunto  delito sexual por “violencia sociopolítica” según 




En el mismo reporte del 2009 llama la atención la variable “Otras circunstancias no 
especificadas”, donde se reportan 13.314 mujeres y 2.475 hombres víctimas de 
presuntos delitos sexuales.  En la variable “Circunstancia sin información”, se brindan 
datos de 4.111 mujeres y 829 hombres víctimas de presuntos delitos sexuales.  Este 
número reflejado en “Circunstancia sin información” deja un gran vació al no saber qué 
pasó con esas 5.940 personas.  
 
Según “presunto agresor” y “sexo” en el año 2009 en relación con el conflicto armado se 
reportaron 83 casos, donde 71 fueron contra mujeres y 12 contra hombres. Dentro de los 
grupos referidos en Guerrilleros se diferencian entre miembros de las FARC (4 mujeres 
víctimas) y otras guerrillas (con 2 casos de mujeres y 2 de hombres víctimas); en Fuerzas 
Armadas se diferencia a miembros de las Fuerzas Militares (con 2 casos de hombres y 
21 de mujeres víctimas) y Policía (con 6 casos de hombres y 34 de mujeres víctimas); 
para el grupo de delincuencia organizada se diferencia entre narcotraficantes (con 5 
casos de mujeres víctimas) y las bandas criminales (con 2 casos de hombres y 5 de 





Gráfica 2-7: Informes periciales por presunto delito sexual según presunto agresor y sexo 




 En el informe de Forensis  2010 se reportan 20.142 exámenes médico legales por 
presunto delito sexual de los cuales 18.129 fueron realizados por peritos del INMLCF y 
2013 por médicos del servicio de salud obligatorio. De los cuales 16.916 fueron 
realizados a mujeres y 3.226 a hombres. De estos 20.142 exámenes médico legales 63 
mujeres reportaron como presunto autor de la agresión sexual a actores del conflicto 
armado. Como se ilustra en la gráfica 2-8  según “circunstancia del hecho y sexo”.  
 
Gráfica 2-8: Número exámenes médico legales por presunto delito sexual según 
“circunstancia del hecho y sexo” en el año 2010 
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Llama la atención la variable “Otras circunstancias NO especificadas”, donde se 
encuentran 11.449 mujeres y 2.169 hombres víctimas de presuntos delitos sexuales. 
Además en la variable “Circunstancia sin información”, donde hay 5.021 mujeres y 1.014 
hombres también víctimas. Nuevamente se considera que el número reflejado en 
“Circunstancia sin información” deja un gran vació al no saber qué pasó con esas 6.035 
personas.  
 
 El INMLCF publicó en el año 2009 un informe especial sobre la situación de las 
mujeres para el periodo comprendido entre los años 2004-2008, Forensis Mujeres, 
donde recoge los reportes del Sistema de Vigilancia Epidemiológica de Lesiones de 
Causa Externa –SIVELCE-, se incluyen tasas de homicidio, delitos sexuales, 
violencia intrafamiliar, violencia de pareja, entre otros. A continuación se presentan 
los hechos sobre violencia sexual del documento, relacionados con las circunstancias 
y actores propios del conflicto armado. 
 
“En Colombia durante el periodo comprendido entre los años 2004 a 2008, el Sistema 
Médico Legal Colombiano valoró a 87.360 víctimas de presunto delito sexual, de los 
cuales el 75% (48.021) de los casos fueron clasificados como abuso sexual y el 15% 
(10.211 casos) como asalto sexual” (INMLCF, 2009:60). 
 
Cabe resaltar que el delito sexual se incluye cómo “móvil o circunstancia” dentro de la 







                                                 
 
83 Dentro de la cual ubican los homicidios según “circunstancias del hecho” por venganza – ajuste de 
cuentas, riñas y violencia sexual (INMLCF, 2009: 31). 
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Gráfica 2-9: Número de mujeres víctimas de homicidio por violencia impulsiva según 




En este Forensis se reportan además 73.395 casos posibles de delito sexual contra 
mujeres según circunstancia del hecho entre el 2004 y 2008, de los cuales 213 se 
encuentran asociados a circunstancias relacionadas con el conflicto armado. Los datos 
de número se presentan en la gráfica 2-10. 
 
 
Gráfica 2-10: Número de mujeres  víctimas de posible delito sexual según circunstancia 
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Finalmente, para el periodo comprendido entre los años 2004 y 2008, Forensis presenta 
43.760 casos de “Probable Abuso sexual según agresor”, de los cuales 148 se asocian a 
grupos armados. Los datos se presentan en la gráfica 2-11. 
 
Gráfica 2-11. Número de mujeres víctimas de probable abuso sexual según agresor para 
el periodo comprendido entre los años 2004 - 2008 
 
 
A lo largo del quinquenio estudiado se observa un incremento de la tasa por 100.000 
mujeres de víctimas valoradas por probable delito sexual que pasó del de 34 en el 2004 a 
71 en el 2008. “Varias hipótesis se plantean a propósito de este incremento significativo. 
La explicación no se puede atribuir solo al incremento del delito sexual, sino a diversos 
factores como el aumento en las facilidades de acceso a la Justicia que posibilita la 
denuncias por la contingencia de que las personas encuentran un lugar más cerca donde 
acudir, ya que, con la entrada en vigencia del Sistema Penal Acusatorio se fortalecieron 
modelos como las URI y las Casas de Justicia, igualmente, los trabajos de promoción de 
los Derechos sexuales y la educación en Derechos estimula la visibilización del problema 
y el traspaso de lo privado a lo público” (INMLCF, 2009:60). 
 
 
Según datos del INMLCF se estima que en Colombia, en la vida cotidiana, existe un 
subregistro del delito sexual del 90% (INMLCF, PNUD: 2011). Sin embargo, se evidencia 
que es una grave violación a los derechos de las mujeres. En el periodo del año 2005 al 
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año 2009, a nivel nacional 22.612 mujeres mayores de 14 años fueron víctimas de 
acceso carnal violento y  9.016 víctimas de acto sexual violento, resultando un total de 
31.628 casos entre los dos delitos (Fiscalía General de la Nación. 2010). En el mismo 
periodo el INMLCF registra 94.091 exámenes sexológicos84  a mujeres entre los 0 a más 
de 80 años. En la edición especial que hizo el INMLCF sobre violencia contra las mujeres 
entre el año 2004 a 2008 se valoraron 73.395 mujeres víctimas de delito sexual.  
 
Lo anterior también se refleja en el registro de las denuncias correspondientes a los 
delitos sexuales en el marco del conflicto armado según las variables  “Circunstancia de 
los hechos” y “Posible actor”, las cuales fueron incluidas solo hasta el año 2007 por el 
INMLCF. Sin desconocer que desde 2005, los hechos de violencia sexual han cobrado 
algún grado de visibilidad e importancia política, logro en gran medida atribuido a las 
organizaciones de la sociedad civil, especialmente de mujeres.  
 
2.2.1.2. Fiscalía General de la Nación  
A continuación se hace una breve descripción de los procedimientos actuales al 
momento de denunciar cualquier tipo de delito sexual. 
 
A nivel nacional se denuncia ante organismos de Policía Judicial (CTI, SIJIN, DIJIN), 
Unidades de Reacción Inmediata –URIS- de la Fiscalía General de la Nación, Comisarías 
de Familia y Policía Nacional (en lugares en los que no hay cobertura de policía judicial). 
En 25 ciudades del país existen los centros de Atención Integral a Víctimas de Violencia 
Sexual -CAIVAS-, que están conformados por diferentes instituciones como Fiscalía, 
Policía Judicial, Ministerio Público, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, y  de las oficinas de Bienestar Social u 
Oficinas de Mujer y Géneros de Alcaldías municipales o Distritales. Estos Centros 
interinstitucionales, se crearon con el fin de brindar una atención integral y pronta a las 
víctimas de violencia sexual, en la que se evite una segunda victimización y se cuente 
con profesionales capacitados en el tema e idóneos para realizar la investigación judicial. 
 
                                                 
 
84 Los cuales incluyen todos los tipos de delitos comprendidos en la Ley 599 del 2000, y   leyes que 
aumentan las penas, introducen nuevos tipos penales y recupera la vigencia de otros: Ley 1236 de 2008, Ley 
1329 de 2009 y Ley 1336 de 2009 respectivamente. 
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En los CAIVAS se reciben denuncias de diferentes tipos de violencia sexual, es decir, 
acceso carnal violento, acto sexual violento, acceso carnal abusivo con menor de 14 
años, inducción a la prostitución, entre otros, pero no se discrimina si estos tienen 
relación con el conflicto armado. Se señalan algunos vacíos respecto al funcionamiento 
de los CAIVAS; primero, el horario de estos centros es de lunes a viernes de 8 de la 
mañana a 5 de la tarde, y cuando ocurren hechos de violencia sexual o las personas 
deciden o pueden denunciar en horarios diferentes deben dirigirse a las Unidades de 
Reacción Inmediata URIS o a las Estaciones de Policía, donde las víctimas de violencia 
sexual no tienen prioridad ni necesariamente el personal que allí labora está entrenado 
adecuadamente para dar un trato especial e integral a estas víctimas. Al denunciar en las 
URIS o en las Estaciones de Policía toma más tiempo el reparto del proceso a los 
fiscales asignados. Otro factor a tener en cuenta es que la capacidad de atención de las 
y los funcionarios públicos no alcanza para cubrir el número de denuncias que se 
reciben; recordemos, por ejemplo, que a nivel nacional la Fiscalía General de la Nación 
tienen 31.628 casos de mujeres mayores de 14 años fueron víctimas de acceso carnal 
violento y acto sexual violento, (Fiscalía General de la Nación. 2010). A lo anterior, se 
suma que el recurso humano para investigar los casos es insuficiente, por lo que existe 
una congestión de casos de delitos sexuales en Bogotá, y seguramente en el resto del 
país, congestión y demora que afecta de manera grave a las víctimas e influye en la 
calidad y prontitud de las investigaciones judiciales. 
 
El proceso penal aplicado, depende de la fecha en que sucedieron los hechos, es decir, 
si los actos sexuales violentos ocurrieron antes del primero de enero de 2005, la 
investigación se realiza en el marco de la Ley 600 de 2000, aquí se aplica el sistema 
mixto de investigación penal; y si los hechos sucedieron después del 01 de enero de 
2005, se investiga85 según el Código de Procedimiento Penal  -Ley 906 de 2004- o 
                                                 
 
85Ley 906 de 2004.  Artículo  530. Selección de distritos judiciales. Con base en el análisis de los criterios 
anteriores, el sistema se aplicará a partir del 1º de enero de 2005 en los distritos judiciales de Armenia, 
Bogotá, Manizales y Pereira. Una segunda etapa a partir del 1º de enero de 2006 incluirá a los distritos 
judiciales de Bucaramanga, Buga, Cali, Medellín, San Gil, Santa Rosa de Viterbo, Tunja y Yopal. En enero 1º 
de 2007 entrarán al nuevo sistema los distritos judiciales de Antioquia, Cundinamarca, Florencia, Ibagué, 
Neiva, Pasto, Popayán y Villavicencio. Los distritos judiciales de Barranquilla, Cartagena, Cúcuta, Montería, 
Quibdó, Pamplona, Riohacha, Santa Marta, Sincelejo y Valledupar, y aquellos que llegaren a crearse, 
entrarán a aplicar el sistema a partir del primero (1º) de enero de 2008.     
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Sistema Penal Oral Acusatorio. Lo anterior significa que la participación de las víctimas 
en el proceso judicial, el tiempo que demora la investigación, la aplicación de la cadena 
de custodia y correcta  recolección de los elementos materiales probatorios,  entre otros, 
dependen del modelo de investigación según la fecha de comisión de los hechos.  
 
En febrero de 2012, se solicitó formalmente y por escrito a la Dirección Nacional de 
Fiscalías y a las Unidades Nacionales  Fiscalías para la Justicia y la Paz y  de Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario, respectivamente,  las estadísticas 
relacionadas con violencia sexual en el marco del conflicto armado, y no fue posible 
obtener respuesta alguna.  
 
La información hallada vía internet, fue la siguiente: “Violencia sexual en el marco del 
conflicto armado, Auto 0092 de 2008.  La Dirección Nacional de Fiscalías adelantó las 
siguientes acciones: 
• Identificó y ubicó las 183 investigaciones señaladas en el Auto y elaboró un registro de 
víctimas de delitos de violencia sexual. 
• Identificadas las investigaciones, se está estudiando la viabilidad de la reasignación, 
una vez se cree la Subunidad de Delitos de Género, adscrita a la Unidad Nacional de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario”86.  
 
Los datos de violencia sexual de interés particular en esta investigación, se presentan en 
el apartado  2.2.  Violencia Sexual  en el marco de aplicación de la Ley de Justicia y Paz 
 
2.2.1.3. Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH 
En el contexto de las obligaciones adquiridas por los  Estados parte de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, vale la pena referir el caso citado en el I Capítulo de 
la presente investigación, específicamente en lo que concierne a la aplicación de la 
jurisprudencia interamericana con respecto a casos de violencia sexual, sobre pautas de 
verdad, justicia, reparación y no repetición,  de decisiones y  estándares internacionales, 
como en el caso Fernández Ortega y otros vs. México de agosto de 2010.  
                                                 
 
86  Fiscalía General de la Nación. Informe de Gestión 2011.  p. 34.  A la fecha de esta investigación aún no 
está en funcionamiento  la mencionada Subunidad de Delitos de Género.  
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Por otra parte, una fuente de análisis y contexto de la violencia sexual en los conflictos 
armados son los pronunciamientos y recomendaciones de la CIDH. Es así como refiere 
en uno de sus Informes el  impacto desproporcionado del conflicto armado colombiano 
sobre las mujeres, específicamente  que “…la violencia física, psicológica  y sexual 
ejercida por los actores del conflicto armado sobre las mujeres, tiene por objeto lesionar, 
aterrorizar y debilitar al enemigo para avanzar en el control de territorios y recursos 
económicos. Los actos de violencia física, psicológica y sexual tienen por objeto intimidar 
y castigar a las mujeres por tener relaciones con miembros del bando contrario, por 
desobedecer las normas impuestas por los actores armados o por participar en 
organizaciones percibidas como enemigas. Sin embargo estos actos no sólo tienen como 
objetivo el deshumanizar a las víctimas como mujeres. Estas agresiones sirven 
adicionalmente como una estrategia para humillar, aterrorizar y lesionar al “enemigo”, ya 
sea el núcleo familiar o la comunidad a la que pertenecen las víctimas” 87.Dicho Informe 
recomienda al Estado colombiano varias acciones a seguir, en el caso particular se 
destacan las recomendaciones 25, 26, 47 y 5488.  
 
En el Informe Anual de 2011 la CIDH en el Capítulo IV sobre Colombia, refiere el Tercer 
informe de seguimiento realizado por la Mesa de seguimiento al Auto 09289 en el que 
verifican que: “… las entidades encargadas no han cumplido las obligaciones derivadas 
de dicho Auto y las constataciones hechas por la Corte Constitucional se mantienen.  
Concretamente, la Mesa señaló que (i) la Fiscalía General de la Nación no ha diseñado e 
implementado una política pública que permita reconocer, enfrentar y superar las 
barreras de acceso a la justicia que enfrentan las mujeres víctimas de violencia sexual en 
                                                 
 
87 CIDH,  Las mujeres frente a la violencia y la discriminación derivadas del conflicto armado en Colombia, 
2006. p.  8. 
88 Ibid, 25: Incorporar problemas como la violencia sexual, ya reflejados en las estadísticas oficiales 
existentes, en el diseño de las políticas públicas destinadas a mitigar los efectos del conflicto armado en las 
mujeres,  26: Promover que la información recogida por entidades estatales sobre incidentes de violencia y 
discriminación sea procesada con perspectiva de género. 47: Adoptar garantías efectivas para que las 
víctimas puedan denunciar actos de violencia, como por ejemplo, adoptar medidas eficaces de protección 
para denunciantes, sobrevivientes y testigos. 54.Adoptar medidas necesarias para prevenir, castigar y 
erradicar hechos de violación, abuso sexual y otras formas de violencia, tortura y trato inhumano por parte de 
todos los actores del conflicto armado.   
89 Mesa integrada por la Corporación Casa de la Mujer, CODHES, IMP, CCJ, Dejusticia, Corporación Sisma 
Mujer,  la Ruta Pacífica de Mujeres,  (Dejusticia), la Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado,  el Colectivo 
de Abogados José Alvear Restrepo y la Liga de Mujeres Desplazadas. 
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el contexto del conflicto armado ni se han registrado avances significativos ni 
consistentes en los procesos que se adelantan por la comisión de dichos crímenes; (ii) el 
Estado no ha implementado una política efectiva en materia de prevención y protección 
que permita disminuir el riesgo al que están expuestas las mujeres; (iii) los programas de 
protección no han sido eficaces, persisten los obstáculos para su acceso y deficiencias 
en la implementación de las medidas de protección y el trámite para la vinculación de las 
mujeres a los programas ha sido discriminatorio y revictimizante; y (iv) la Fiscalía General 
de la Nación no ha adoptado las medidas necesarias para garantizar que las mujeres 
víctimas de violencia sexual en hechos asociados al conflicto armado cuenten con 
atención integral en salud física y mental, que les permita acceder a la justicia”90 . 
 
2.2.1.4. Organización de Naciones Unidas (Organismo 
internacional de verificación) 
Las cifras oficiales del INMLCF y de la FGN antes mencionadas son un reflejo parcial de 
la problemática de la violencia sexual en Colombia, puesto que solo se reportan casos 
judicializados. En los informes de la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas  -OACNUDH- para los años de 2009, 2010 y 2011 se encuentran 
datos que amplían el panorama de la violación de derechos contra las mujeres, y 
especialmente de los actos cometidos de violencia sexual, al poder disponer de fuentes 
de información más diversas.  
 
La OACNUDH en el Informe de 2009 expresa que en Colombia las cifras sobre violencia 
sexual, incluyendo la ocurrida en el marco del conflicto armado interno, siguen siendo 
incompletas y segmentadas, y señala que, según el INMLCF el número total de casos de 
violencia sexual registrados, que incluye los ocurridos en el marco del conflicto armado 
interno, aumentó de 12.732 en el año 2000, a 21.202 en 2008. Resulta especialmente 
preocupante constatar que en casi el 86% de estos casos, las víctimas eran niñas, en su 
mayoría entre 10 y 14 años (31,5%).  
En este mismo año 2009, la OACNUDH recibió información sobre casos de violencia 
sexual contra mujeres y niñas cuya responsabilidad fue atribuida a miembros de las 
                                                 
 
90 CIDH, Informe Anual,  2011,  párr. 72 p. 341.  
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FARC y de los grupos armados ilegales surgidos del proceso de desmovilización de 
organizaciones paramilitares.  
 
La OACNUDH resalta la preocupación porque en varios casos los presuntos 
responsables fueron miembros de la Fuerza Pública en los departamentos de Antioquia, 
Arauca, Bogotá, Bolívar, Cesar, Chocó y Guaviare. En la mayoría de estos casos las 
víctimas eran niñas. En algunos casos las autoridades militares y judiciales 
implementaron medidas adecuadas, tales como el reconocimiento público de la comisión 
del delito y la facilitación de las investigaciones, pero en otros, hubo miembros de la 
Fuerza Pública que contribuyeron a estigmatizar a las víctimas o las presionaron para 
que retiraran sus denuncias.  La OACNUDH muestra en el Informe la necesidad de que 
la Fuerza Pública adopte medidas firmes, claras y contundentes de "tolerancia cero" 
frente a la violencia sexual, incluyendo la separación del servicio.  
 
En el año 2010 la ONU también conoció casos de violencia sexual atribuidos a miembros 
de la Fuerza Pública, en particular del Ejército, en Arauca, Caldas, Cauca, Chocó, Meta y 
Vichada; donde la mayoría de víctimas fueron niñas. La reacción de la fuerza pública 
ante estos casos de violencia sexual atribuidos a alguno de sus miembros, dice la ONU, 
fue más adecuada y se iniciaron investigaciones por la justicia ordinaria.   
 
El Informe de 2011 reporta que las intervenciones de la Procuraduría en el cumplimiento 
de la función de vigilancia de los procesos en estos casos son débiles. Se destaca, sin 
embargo, la decisión adoptada en julio de destituir e inhabilitar a siete auxiliares 
bachilleres de la Policía Nacional, por abusos sexuales contra una niña desplazada de 13 
años en el Parque Tercer Milenio de Bogotá cometidos en junio de 2009. 
 
Finalmente, es importante destacar  el informe de la Relatora Especial sobre la Violencia 
contra la Mujer de la ONU en el que se plantea que "La violencia sexual es una forma de 
amedrentamiento, intimidación y castigo contra las mujeres ejercida por los actores 
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armados en Colombia como un acto simbólico contra el bando contrario. “Es una batalla 
entre hombres que se libra en los cuerpos de las mujeres””91. 
 
2.2.1.5.   Organizaciones de la sociedad civil 
 
Según información revisada por la Mesa de trabajo Mujer y Conflicto Armado y el Centro 
por la Justicia y el derecho Internacional –CEJIL-, en el Documento de Seguimiento al 
Informe Discriminación y Violencia contra las mujeres derivadas del conflicto armado en 
Colombia 200792,  se señala la revisión de casos presentados por la Comisión 
Colombiana de Juristas (CCJ) durante los años 2006 y 2007, encontrando que los grupos 
guerrilleros, paramilitares y miembros de la fuerza pública, continúan cometiendo actos 
de violencia sexual contra las mujeres como estrategia de guerra, para obtener 
información y abuso de autoridad entre otros. La CCJ registra 103 casos de violencia 
sexual entre enero de 1997 y diciembre de 2007, de los 103 casos 100 corresponden a 
mujeres que han sufrido actos de  violencia sexual, dos a hombres y un caso no se 
determinó el sexo de la víctima. 
 
En dicho documento, también refiere que la “Fiscalía General de la Nación, reportó a la 
Organización Sisma Mujer, estar adelantando 127 investigaciones por delitos de violencia 
sexual, cometidos entre los años 2001 y 2006, por miembros de grupos armados que 
participan en las hostilidades”93. 
 
Ahora bien, con el propósito de señalar la invisibilidad y gravedad de la violencia sexual 
en el país se presentan algunos resultados de la “Primera Encuesta de Prevalencia de 
Violencia Sexual en el Conflicto Armado Colombiano”94, dicha investigación  se realizó al 
considerar que no se cuenta con cifras claras sobre casos de violencia sexual ni de sus 
                                                 
 
91 Informe de la Relatora Especial sobre la Violencia contra la Mujer, Sra. Radhika Coomaraswamy, 
Resolución 1997/44 de la Comisión, 54 período de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos, 
E/CN.4/1998/54.  
92 Documento presentado por la Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado Colombia y el Centro por la 
Justicia y el Derecho Internacional -CEJIL-  Audiencia 133 período ordinario de sesiones Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. 
93 Ibid. 
94 Oxfam, Corporación Casa de la Mujer. 2011. Primera Encuesta de Prevalencia de Violencia Sexual en el 
Conflicto Armado Colombiano 2001 -2009. Resumen Ejecutivo. Bogotá, Colombia. G2 Editores. 
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posibles vínculos con el conflicto armado. Por lo anterior, se buscó establecer la 
prevalencia de la violencia sexual en los municipios con presencia de paramilitares, 
guerrilla y fuerza pública; vinculando los datos obtenidos de edad, etnia, condición 
económica y lugar geográfico de las mujeres entrevistadas y víctimas de la violencia 
sexual en el contexto del conflicto armado colombiano, con tipos de violencia, espacios 
de ocurrencia, agresores y frecuencia. “La prevalencia de violencia sexual para el periodo 
estudiado (2001-2009) en los 407 municipios con  presencia de fuerza pública, guerrilla, 
paramilitares u otros actores armados, se estimó en 17,58%. Ello significa que durante 
los nueve años 489.687 mujeres fueron víctimas directas de violencia sexual. Este dato 
representa que anualmente en promedio 54.410 mujeres fueron víctimas directas de 
algún tipo de  violencia sexual; 149 diariamente y 6, cada hora. Se estima que durante 
los nueve años que fueron objeto de esta investigación, 94.565 mujeres fueron víctimas 
de violación, es decir, el 19,31% del total” (Oxfam, Casa de la mujer, 2011:13). “Según la 
Encuesta de Prevalencia sobre Violencia Sexual se estima que 94.565 mujeres entre los 
15 y 44 años en 407 municipios del país con evidencia de conflicto armado, lo que 
equivale al 3,4% del total estimado de mujeres, fueron víctimas de violación en el periodo 
2001-2009” (Oxfam, Casa de la Mujer, 2011:15).  
 
A lo largo de este apartado se ha mostrado que el delito sexual no se denuncia ni se 
registra sino en bajo porcentaje (INMLCF, PNUD, 2011) aunque la violencia sexual es 
muy común en tiempo de conflicto armado95.  
 
Según el INMLCF y PNUD (2011) las razones que se han identificado como causa del 
bajo número de denuncias son:  
 Se trata de una agresión que, al igual que la tortura, quebranta la psique dejando a la 
víctima sometida a la vergüenza y al silencio. 
                                                 
 
95 “La evidencia indica fuertemente que la violación ocurre en todo punto y lugar afectado por conflicto 
armado, que se produce de manera irregular y azarosa, particularmente cuando se carece de disciplina en el 
ejército.  Unicef: “en todos los conflicto de nuestra era, desde Bosnia y Herzegovina hasta Perú y Rwanda, 
las mujeres han sido marcadas por la violación, prisión, tortura y ejecución. Se ha documentado la constante 
existencia de violación, identificada por los psicólogos como el más intrusivo de los eventos traumáticos, en 
la mayoría de los conflictos armados en Congo,  Bangladesh, Cambodia, Chipre, Haití, Liberia, Somalia y 
Uganda” (en INMLCF y PNUD, 2011: 35). 
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 Contradictoriamente es la víctima quien siente culpa y a quien muchas veces se le 
atribuye esta por considerar que ella ha provocado al agresor, que no puso suficiente 
resistencia y hasta se piensa que ofreció algo para conservar la vida. 
 Declararse víctima marca a la persona con un estigma por eso se callan para no ser 
rechazadas o discriminadas. 
 En nuestra cultura machista y religiosa es vergonzoso sobrevivir a este crimen. 
 Por las amenazas para la seguridad personal y de sus familiares.  
 La falta de garantías legales y la falta de confianza en las instituciones legales. 
 
Problemas observados en la problemática de la violencia sexual 
según las fuentes de información  relacionadas:  
Luego de revisar los datos que reflejan  las diferentes fuentes sobre la problemática de la 
violencia sexual en el marco del conflicto armado colombiano, se encuentran en común, 
varios factores, causas y consecuencias en la invisibilización de la problemática,  en el 
subregistro de información y denuncias,  en la inexistencia de una ruta de atención y 
protección adecuada para las mujeres víctimas de violencia sexual de hechos ocurridos 
en el marco del conflicto armado,  en la falta de seguimiento específico, en la deficiencia 
de sistemas de recolección de información confiables, completos y adecuados para la 
implementación de acciones que verdaderamente ofrezcan elementos para la protección 
y garantía de los derechos. También se evidencia el incumplimiento por parte del Estado 
Colombiano de las órdenes y recomendaciones dadas por  la jurisprudencia nacional y 
por  la CIDH, para una adecuada atención y protección diferencial, pronta, y digna a las 
víctimas de la violencia sexual.   
 
Los factores, causas y consecuencias de la problemática mencionados anteriormente,  
tienen sustento entre otras razones porque en el sector justicia, se carece de una Unidad 
de Fiscalía y de investigadores de Policía Judicial encargados única y específicamente 
de investigar los delitos de violencia sexual ocurridos en el marco del conflicto armado 
colombiano,  y por lo mismo se carece de un grupo de operadores de justicia con 
entrenamiento en dicha investigación con enfoque diferencial de género;  lo anterior, pese a 
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la creación96 de un Grupo Especial de Investigación “Género, Niñez y Adolescencia” de la 
Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.  
 
También porque el sistema de registro, disgregación y análisis de casos de presunta  
violencia sexual en el marco del conflicto armado, solo se incluye a partir del año 2007 en 
el INMLCF y aun  persisten vacios en la información como lo reflejado en los Informes 
anuales del 2009 y 2010 así:   
 
 Forensis 2009, la variable  “Circunstancia sin información” deja un gran vació al no 
saber qué pasó con esas 5.940 víctimas de presunto delito sexual  ( 4.111 mujeres  y 
829  hombres). 
 
 Forensis 2010, la variable  “Otras circunstancias NO especificadas”, incluye a 11.449 
mujeres y 2.169 hombres víctimas de presuntos delitos sexuales y en la variable 
“Circunstancia sin información” incluye a 6.035 víctimas de presunto delito sexual 
(5.021 mujeres y 1.014 hombres).  
 
Además, la invisibilidad de la problemática  es de magnitudes considerables, esto se 
evidencia claramente luego de estudiar los resultados de la Encuesta de Prevalencia 
realizada por Oxfam y la Corporación Casa de la Mujer, especialmente al  comparar los 
datos estadísticos oficiales con los expuestos por organizaciones de la sociedad civil, se  
evidencia tanto el subregistro como la invisibilidad de la problemática para el Estado, la 
sociedad y las víctimas. Igualmente,  resalta la falta de un sistema unificado de registro 
de las víctimas, que brinde una información en cifras más confiables.  
 
Finalmente, se encuentra un Estado que después de 6 años de recibir más de 60 
recomendaciones generales y especificas por parte de la CIDH que podrían fortalecer su 
accionar y por ende brindar una atención integral a las mujeres víctimas de violencia 
sexual en el marco del conflicto armado, ha acogido débilmente las recomendaciones de 
la Comisión y persiste la carencia de procedimientos diferenciales de protección y 
                                                 
 




atención a mujeres víctimas de violencia sexual de hechos ocurridos en el marco del 
conflicto armado,  lo cual se agrava teniendo en cuenta la persistencia del mismo.  
 
Por lo anterior, cobra mayor importancia el hecho de que exista un programa de 
Protección acorde con las necesidades y riesgos específicos para las mujeres  víctimas 
de violencia sexual de hechos investigados en el marco de la Ley de Justicia y Paz, y 
dado que a la fecha no cuenta con un protocolo de atención diferencial que permita una 
reparación y acceso a la justicia, específicamente a las mujeres víctimas de violencia 
sexual,  dicho Protocolo es la propuesta y aporte de esta investigación, el cual se 
presenta en el  Capítulo III. 
 
2.3.    Violencia Sexual  en el marco de aplicación de la 
Ley de Justicia y Paz 
La Ley 975 de 2005 -Ley de Justicia y Paz-, es producto de la negociación  del gobierno 
del presidente Álvaro Uribe Vélez en el año 2002  con grupos paramilitares. Esta Ley es 
complemento jurídico a la Ley 782 de 2002,  que en su artículo 2 refiere crear 
disposiciones para facilitar el diálogo y la suscripción de acuerdos con grupos armados 
organizados al margen de la ley para su desmovilización, reconciliación entre los 
colombianos y la convivencia pacífica.  
 
La Ley de Justicia y Paz tiene dos objetivos principales, en primer lugar, facilitar los 
procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de 
grupos al margen de la ley; segundo, garantizando los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación. Y es justo este segundo objetivo,  en el marco de una 
Justicia Transicional, el que no ha garantizado plena ni integralmente el derecho de las 
víctimas de los hechos ocurridos en el marco de la Ley 975 de 2005. Por el contrario,  
este mecanismo de justicia transicional debería procurar el completo esclarecimiento de 
lo sucedido para poder contribuir a la reparación de las víctimas.  
 
Así, la invisibilización de la violencia sexual como  delito ha llevado a que los funcionarios 
públicos que atienden a las víctimas generalmente no indaguen sobre estos hechos. 
Incrementa esta problemática, el hecho que  los victimarios no reconocen dichos delitos  
en las versiones libres, según la Comisión Nacional de Reconciliación y Reparación en el 
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año 2007 “[…] las versiones libres se han caracterizado por la ausencia total de 
reconocimiento o confesión de delitos contra la libertad, la integridad y la formación 
sexuales, como el acceso carnal violento o el acto sexual violento cometidos 
principalmente contra mujeres. Pero más aún, se ha constatado que los fiscales de 
justicia y paz no han preguntado en las versiones libres sobre este tipo de conductas 
criminales, pese a las numerosas evidencias y testimonios registrados en informes de 
organizaciones y víctimas, defensores de derechos humanos, organismos de control del 
Estado y organismos internacionales” (en Barraza et al, 2007:126).  
 
Respecto a los datos de violencia sexual relacionados con la implementación de la Ley 
975 de 2005, es de resaltar que la Corporación Humanas, en respuesta a un derecho de 
petición interpuesto a la Unidad Nacional de Fiscalías de Justicia y Paz97, logra obtener 
cifras actualizadas hasta octubre de 2010. 
 
El número y porcentaje total de víctimas, es desagregado por las variables “tipo de violencia sexual” 
y “etapa del proceso”. Los datos se presentan en la Tabla 2-1 y en las gráficas 2-12 y 2-13. 
 
Tabla 2-1. Número de víctimas de violencia sexual registradas en Unidad Nacional de 
Fiscalías para la Justicia y la Paz según tipo penal a propósito de la implementación de la 
ley 975 de 2005 a 31 de octubre de 2010. 
 
Tipo de violencia sexual Nº de víctimas 
registradas 
Porcentaje 
Acceso carnal violento 583 88,46% 
Acto sexual violento 25 3,79% 
Acceso carnal abusivo con menor de 14 años 23 3,59% 
Acceso carnal violento en persona protegida 10 1,51% 
Acceso carnal o acto sexual abusivo con incapaz 
de resistir 
9 1,36% 
Acceso carnal violento o acto sexual en persona 
puesta en incapacidad de resistir 
8 1,21% 
Actos sexuales con menor de 14 años 1 0,15% 
Total víctimas de violencia sexual  659 100% 
 
 
                                                 
 
97 Información suministrada por la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y Paz en respuesta a un 




Gráfica Nº 2-12. Porcentaje de víctimas de violencia sexual registradas en Unidad 
Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz a propósito de la implementación de la ley 




Gráfica 2-13. Número de casos de violencia sexual en Unidad Nacional de Fiscalías para 
la Justicia y la Paz  a propósito de la implementación de la ley 975 de 2005 a 31 de 
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Según información registrada en el Balance Interinstitucional de los 5 años de la Ley de 
Justicia y Paz -2005 a 2010- “los postulados de las diferentes macroestructuras 
criminales desmovilizadas han admitido para confesión 43.517 hechos, de los cuales 
24.311 ya están plenamente confesados”98. Dentro de los “delitos más representativos 
admitidos por los victimarios sometidos al proceso de Justicia y Paz”, se encuentran 42 
casos de violencia sexual99.  
 
En 2010, la ONU reporta que las cifras de la Fiscalía, en el marco de la Ley 975, por 
ejemplo, de 51.616 hechos, solo se han iniciado la confesión de 42 actos de violencia 
sexual100. Esto confirma la urgencia de mejorar las condiciones que permitan a las 
mujeres denunciar estos actos con seguridad y confianza. También es necesario 
consolidar los registros del sistema judicial, con la información del sistema de salud y de 
otras entidades. En 2010, la Oficina en Colombia conoció casos de violencia sexual 
atribuidos a miembros de grupos post-desmovilización en Antioquia, Cauca, Córdoba y 
Norte de Santander, en los cuales las víctimas fueron niñas o mujeres jóvenes (Informe 
Anual del Alto Comisionado de Derechos Humanos, 2010).  
 
En el marco de la Ley de Justicia y Paz se ha señalado que el “tema de la violencia 
sexual ha resultado especialmente complejo para su verificación legal y análisis. En 
primer lugar, los versionados no han mostrado disposición a confesar este delito y se 
evidencia poco interés de los operadores judiciales por indagar en las diligencias con 
relación a estas conductas. […] es notoria la poca preparación de los fiscales para 
abordar técnica y humanamente la investigación de estos delitos, tratar y profundizar el 
tema con las víctimas de la violencia sexual, a lo que se suma, un número muy reducido 
de víctimas con garantías suficientes que les permitan denunciar los hechos” (Iniciativa 
de Mujeres Colombianas por la Paz, 2009: 29). 
 
                                                 
 
98 Comité de Coordinación Interinstitucional de Justicia y Paz.  Ministerio del Interior y de Justicia. 2010. 
Documento Balance interinstitucional 5 años de la Ley de Justicia y Paz. Bogotá. Imprenta Nacional de 
Colombia. p. 12.  
99 Ibid, p. p.13,14.  
100 En la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía, hay 82 casos asignados, de los cuales tres 
resultaron en condena y dos en absoluciones. 
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En la impunidad frente a la violencia sexual se encuentran factores que las instancias 
judiciales promueven (INMLCF, PNUD, 2011), a saber: 
 “Los desmovilizados no reconocen la comisión de estos delitos en sus declaraciones, 
quedando así libres de pena por los mismos. 
 La fiscalía con frecuencia no considera que la violencia sexual deba ser un delito a 
investigar durante las versiones libres a los desmovilizados (con ello se niega la 
posibilidad de que estos delitos sean investigados por su carácter sistemático y 
generalizado y que por tanto sean considerados como un crimen de lesa humanidad). 
 La Fiscalía generalmente entiende por violencia sexual aquella constituida por la 
violación sexual y no investiga ni pregunta por otro tipo de actos que hacen parte de 
un concepto más amplio de la violencia sexual. 
 La Fiscalía no investiga de forma proactiva (aunque lo debería hacer conforme al 
artículo 16 de la Ley 975 de 2005) los delitos sino sólo aquellos confesados por los 
desmovilizados en sus versiones libres. De esta manera los delitos de violencia 
sexual nunca forman parte de estas confesiones” (San Pedro, Paula; Lara Contreras 
en INMLCF y PNUD, 2011:37). 
Finalmente, vale la pena señalar, referente a las estadísticas de violencia sexual en el 
marco de la Ley de Justicia y Paz,  que la primera Sentencia condenatoria por actos de 
violencia sexual,  señala “Para julio del año 2010, con relación al período 2000-2009 se 
documentó la comisión de 163 casos, siendo el 99% de los delitos sexuales registrados 
“accesos carnales violentos” y el 1% “actos sexuales”, de los cuales el 58% de casos 
contó con la participación de más de un victimario”101.Esta Sentencia también reconoce 
que tanto las investigaciones judiciales por actos de violencia sexual, y jurisprudencia 




Es evidente la insuficiencia investigativa y las decisiones condenatorias sobre violencia 
sexual en el marco de Justicia y Paz. Es así que solo hasta el año 2011 se han proferido 
                                                 
 
101 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz, Sentencia 2008-83194, 2007-
83070, MP. Léster María González, 1 de diciembre de 2011, párr. 95. 
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dos Sentencias condenatorias102 -de las 8 de Justicia y Paz- referentes a actos de 
violencia sexual.  Persiste la carencia de rutas de atención diferencial para mujeres 
víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto armado, específicamente en los 
hechos ocurridos en la aplicación de la Ley 975 de 2005, lo anterior pese a las órdenes 
dadas en la Sentencia T-496 de 2008, a las ordenes de la jurisprudencia nacional y a las 
recomendaciones internacionales.  
 
El Ministerio del Interior expidió,  en  mayo de 2012,  la Resolución 0805, relacionada con 
un Protocolo con enfoque de género y los derechos de las mujeres a que se refiere el 
artículo 50 del Decreto 4912 de 2011. Si bien  dicha Resolución contempla los Principios, 
la adecuación institucional, la articulación Nación–territorio para la implementación del 
Programa de Protección, la Participación y consulta, las Particularidades en el 
procedimiento de solicitud de Protección,  las Medidas, el Seguimiento  y la verificación,  
y la Vigencia en sus 9 artículos, si bien da la pauta  y elementos de protección,  no es un 
Protocolo  de atención diferencial. Por lo mismo, la implementación de un Protocolo 
específico para la atención y protección de mujeres víctimas de violencia sexual,  puede 
ser una herramienta de atención que facilite el acceso al proceso de justicia y paz. 
 
2.4.    Programas de protección  
A pesar de existir diferentes programas de protección a cargo del Estado 103 se carece de 
una política clara en materia de Protección, que defina unos procedimientos para el 
ingreso, permanencia y finalización de las medidas de protección asignadas a los /las 
beneficiarias de dichos programas. Esto  ha generado la proliferación de programas que 
no cuentan con  estándares mínimos de evaluación y seguimiento a la eficacia e 
idoneidad de las medidas adoptadas.     
                                                 
 
102 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala de Justicia y Paz.  Sentencias: 2008-83194 / 2007-
83070  contra los ex miembros del Bloque Vencedores de Arauca de las AUC y 2006-81366  contra ex 
miembros del Bloque Norte. MP. Léster María  González, del 1 y 7 de diciembre de 2001 respectivamente.  
103 Programa de Protección de funcionarios de la Rama Judicial, El Programa de protección a testigos, 
víctimas e intervinientes en los procesos disciplinarios y funcionarios de la Procuraduría General de la 
Nación, El Programa de Protección de la Defensoría del Pueblo, el cual tiene la obligación de proteger a los 
testigos de la Defensa en los procesos penales. 
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Aunque desde 1997,  con la Ley 418104 se contemplan medidas de atención a las 
víctimas de la violencia,  es solo hasta la promulgación de la Ley 975 de 2005 que se 
incluyen normas y mecanismos dirigidos a la  reparación  de las víctimas.  En el marco 
de dicha Ley  se crearon  instituciones y procedimientos para acceder a algunas de las 
medidas  de reparación allí previstas. Es así como  se creó la Comisión Nacional de 
Reparación y Reconciliación105 y por medio del Decreto 315 de 2007 se “reglamenta la 
intervención de las víctimas durante la etapa de investigación en los procesos de Justicia 
y Paz de acuerdo con lo previsto por la Ley 975 de 2005”. 
En cumplimiento de la Ley 975 de 2005 se expide el  Decreto 3570 de 2007106, que tenía 
como limitación en su diseño y aplicación carecer de un enfoque diferencial de protección 
a la población beneficiaria, y no tener en cuenta características particulares de género, 
edad, pertenencia a grupos poblacionales vulnerables como personas en situación de 
desplazamiento, de discapacidad, indígenas, afrodescendientes o Lesbianas, Gays, 
Bisexuales, Transgeneristas e Intersexuales –LGBTI-, ni prestando especial atención a 
las víctimas de violencia sexual107. Por lo anterior, diversas organizaciones de mujeres 
tutelaron la vulneración de derechos de dicho Programa de Protección, logrando que la 
Corte Constitucional se pronunciara a su favor expidiendo la Sentencia T-496 de 2008. 
Esta Sentencia reconoce las limitaciones de los programas de protección y ordena a la 
Fiscalía General de la Nación y al Ministerio del Interior y de Justicia readecuarlos 
incluyendo el enfoque diferencial de género.  
 
En cumplimiento de la Sentencia T-496 de 2008, se expide  el Decreto 1737 de 2010 que 
en su artículo 1 define: “El Programa de Protección para Víctimas y Testigos, en el marco 
de la Ley 975 de 2005, tiene por objeto salvaguardar la vida, integridad, libertad y 
                                                 
 
104 Modificada y prorrogada por las Leyes 548 de 1999 y 782 de 2002, y con el numeral 4 del artículo 17 del 
Decreto-ley 200 de 2003 y la Ley 1106 de 2006. 
105 CNRR “se encarga de recomendar al Gobierno la implementación de un programa institucional de 
reparación colectiva que permita recuperar la institucionalidad del Estado Social de Derecho, restablecer y 
promover los derechos de los ciudadanos afectados por hechos de violencia, y a reconocer y dignificar a las 
víctimas”. http://www.vicepresidencia.gov.co/Es/iniciativas/Paginas/CNRR.aspx consultado el 24 de marzo de 
2012). Según el Art. 50 de la Ley de Justicia y Paz la CNRR tendría una duración de 8 años pero  por la 
entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011 se acortó su funcionamiento siendo de 6 años. 
106 Decreto 3570 de 21007, por medio del cual se crea el Programa de Protección para Víctimas y Testigos 
de la Ley 975 de 2005. 
107 La Corte Constitucional reconoce en la Sentencia T – 045 de 2004 y en su Autos de seguimiento, el 
impacto desproporcionado del conflicto armado sobre estos grupos poblacionales. 
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seguridad de la población que se encuentre en situación de riesgo como consecuencia 
directa de su condición de víctima o testigo, dentro del proceso de Justicia y Paz, o para 
impedir que intervenga en el mismo.” Este Decreto, modifica el Programa de protección 
para víctimas y testigos de la Ley 975 de 2005, especificando dentro de la población 
Objeto: “El programa dará un énfasis en prevención y protección hacia las mujeres, 
atendiendo a lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-496 de 2008 y 
el Auto 092 de seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004, en lo relacionado con el 
impacto desproporcionado sobre las mujeres”108. 
 
El objeto del decreto 1737 es: “El Programa de Protección para Víctimas y Testigos, en el 
marco de la Ley 975 de 2005, tiene por objeto salvaguardar la vida, integridad, libertad y 
seguridad de la población que se encuentre en situación de riesgo como consecuencia 
directa de su condición de víctima o testigo, dentro del proceso de Justicia y Paz, o para 
impedir que intervenga en el mismo.” En este decreto también se definió el enfoque 
diferencial,  y se  modificó el programa de protección para víctimas y testigos de la ley 
975 de 2005. 
 
Los requerimientos  
Posteriormente y en varias ocasiones la Corte Constitucional, a través de Sentencias y 
Autos109, ha ordenado a las instituciones encargadas de atender y proteger a las mujeres 
víctimas del conflicto armado colombiano incluir un enfoque diferencial de género en la 
implementación de sus acciones de atención, protección y proceso judicial. Sin embargo, 
existe un vacío en cuanto a la formalización de los procedimientos y protocolos que 
respondan de manera específica a las necesidades y situaciones de vulnerabilidad de las 
víctimas, particularmente las de las mujeres víctimas de violencia sexual. 
 
En el año 2011 se promulga el Decreto 2893, por el cual se modifican los objetivos, la 
estructura orgánica y funciones del Ministerio del Interior y se integra el Sector 
                                                 
 
108 Decreto 1737 de 2010, artículo 2. 
109 Sentencia T -025 de 2004,  Sentencia T 496 de 2008,  Auto 251 de 2008,  Auto 237 de 2008,  Auto 092 de 
2008,  Auto 004 de 2008,  Auto 005 de 2008. 
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Administrativo del Interior. El Decreto contempla en las funciones del Ministerio del 
Interior el diseño e implementación de políticas públicas de protección, promoción, 
respeto y garantía de los Derechos Humanos, que deben tener enfoque integral, 
diferencial y social110. También se estipula que es función de la Dirección de Derechos 
Humanos “establecer los lineamientos generales para el diseño e implementación de 
mecanismos de prevención y protección dirigidos a las personas que se encuentren en 
situación de riesgo extraordinario o extremo contra su vida, integridad, libertad y 
seguridad, por causas relacionadas con la violencia política o ideológica, o con el 
conflicto armado interno”111. 
 
En el 2011 se emite el Decreto 4912, el cual organiza el Programa Nacional de 
Prevención y Protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad 
de personas, grupos y comunidades, del Ministerio del Interior y de la Unidad Nacional de 
Protección112 -UNP-. Este Decreto establece el programa de Prevención y Protección, 
que se coordinara con la Policía Nacional. Además se cambia el Comité de 
Reglamentación y Evaluación de Riesgo -CRER-  por  el Comité de Evaluación de 
Riesgo y Recomendación de Medidas -CERREM-; el cual debe coordinar la Estrategia de 
Protección de la UNP (creado por Decreto 4065 de 2011). Se establece que la Policía 
Nacional es la encargada de elaborar los mapas de riesgo e implementa las medidas de 
prevención y protección (Art 29). 
 
Es importante señalar que el artículo 8 el Decreto 4912 de 2011 contempla el enfoque 
diferencial en la Evaluación de Riesgo, así como para la recomendación y adopción de 
las medidas de protección, que deberán observar las especificidades y vulnerabilidades 
por edad, etnia, género, discapacidad, orientación sexual, y procedencia urbana o rural 
de las personas objeto de protección. 
 
                                                 
 
110 Decreto 2893 de 2011, artículo 2.  
111 Ibid,  artículo 15.  
112 Este Decreto derogó al Decreto 1740 de 2010, al Decreto 978 de 2000 Unión Patriótica y Partido 
Comunista Colombiano (artículos 1, 2, 4, 5 , 6, 7 y 8), el Decreto 2958 de 2010 ar.2, el Decreto 2742 de 2002 
y el Decreto 3375 de 2011. 
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El Decreto 4912 de 2011 establece que el procedimiento ordinario del Programa de 
Protección, el cual parte de diligenciar el formato de caracterización inicial del solicitante 
por parte de la Unidad Nacional de Protección, luego se valora el caso, se traslada al 
Cuerpo Técnico de Recopilación y Análisis de la Información –CTRAI-113, posteriormente 
al Grupo de Valoración Preliminar114,  al CERREM; y la Dirección de la UNP adopta la 
medida de Prevención y Protección que se informa a los interesados (artículo 40).  
 
Por otra parte, la Fiscalía General de la Nación, cuenta con la Oficina de Protección y 
Asistencia115 –OPA-, la cual tiene como marco legal, el mandato constitucional de la 
Fiscalía General de Nación en su Artículo 250, Numeral 7 “Velar por la protección de las 
víctimas, los jurados, los testigos y  demás intervinientes en el proceso penal ...”, y es 
mediante la Resolución No. 0-5101 de 2008 que se reglamenta el Programa de 
Protección y Asistencia a testigos, víctimas e intervinientes en el proceso penal de la 
Fiscalía General de la Nación, y cuyo objetivo es “Salvaguardar la vida, integridad, 
libertad y seguridad de las personas que se encuentren en situación de riesgo como 
consecuencia de su participación en calidad de testigo o víctima dentro de un proceso 
penal”. 
 
Luego de una revisión normativa sobre los Programas de Protección expuesta, se hace 
necesario tratar  la operatividad de los mandatos legales,  puesto que el paso, de la 
teoría a la práctica siempre conlleva trámites y limitaciones. Para facilitar la 
implementación del enfoque diferencial y de género en marzo de 2009, se socializó un 
documento de recomendaciones para el "Plan integral de protección a víctimas y testigos 
de graves violaciones a derechos humanos e infracciones al derecho internacional 
                                                 
 
113 Conformado por la Unidad Nacional de Protección –UNP- y la Policía Nacional (Decreto 4912 de 2011, 
Art. 33). 
114 Decreto 4912, artículo 34 Grupo de Valoración Preliminar,  conformado por la UNP, el Ministerio de 
Defensa, Policía Nacional, Programa Presidencial para los DDHH, y la Unidad Administrativa Especial de 
Atención y Reparación Integral a Victimas –UAEARIV- y como invitados permanentes están Fiscalía General 
de la Nación, Procuraduría General de la Nación, Defensoría y Secretaría Técnica de la Comisión 
Interinstitucional de Alertas Tempranas.  
115 Cuenta con Oficinas en: Bogotá, Medellín, Cali, Pereira y Bucaramanga.  
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humanitario, con enfoque diferencial de género”116, elaborado por diferentes ONG 
nacionales con acompañamiento internacional. Tal documento presenta 
recomendaciones e incluye el tema de la atención en casos de violencia sexual.  
 
La respuesta del Estado a los requerimientos de protección a las 
mujeres víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto 
armado, específicamente en el marco de la Ley 975 de 2005.  
 
Las instituciones responsables de dar respuesta a las necesidades y riesgos  de las  
mujeres víctimas de violencia sexual de los hechos investigados en el marco de la Ley 
975 de 2205,  han adelantado esfuerzos estatales117,  existe un vacío institucional en la 
formalización de los procedimientos y protocolos; en el sentido en que se desconoce el 
contexto, las características y necesidades específicas de las mujeres víctimas de 
violencia sexual, dicho desconocimiento se constituye en factores que aumentan la 
vulnerabilidad de las mujeres dentro del conflicto armado colombiano. 
 
En concordancia a lo anterior, el  Ministerio del Interior expide en mayo de 2012, la 
Resolución No. 0805 “Por la cual se expide el Protocolo específico con enfoque de 
género y de los derechos de las mujeres a que se refiere el art. 50 del decreto 4912 de 
2011”, convirtiéndose, tanto el Documento de Recomendaciones de IMP, como la 
mencionada Resolución, en  importantes instrumentos de referencia para los 
procedimientos y protocolos que deben elaborar y aplicar las instituciones, que por 
                                                 
 
116 Iniciativa de Mujeres por la Paz –IMP-  et al. 2008. Plan integral de protección a víctimas y testigos de 
graves violaciones a derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario, con enfoque 
diferencial de género. Bogotá.  
117 Reflejados en Leyes, Decretos, circulares, directrices, como el  Memorando 0117 de 2008 Instructivo para 
la investigación de Delitos de Violencia Sexual en el contexto del conflicto armado de la Fiscalía General de 
la Nación, Directiva N.º 006 de 17 de mayo de 2011 de la Procuraduría General de la Nación, Resolución 240 
del 23 de abril de  2012 del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, la Directiva 
Permanente Nº 11 de 2010 del Ministerio de Defensa. Existen Protocolos de Atención individual y colectiva 
del Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior. La destinación de recursos humanos y 
presupuestales, para  la sensibilización y capacitación a funcionarios en la problemática de violencias de 
género y violencia sexual (Ejm. 15 conversatorios y talleres institucionales realizados por la GIZ y la Fiscalía 
General de la Nación, entre los años 2010 y 2011 a nivel nacional).  El International Criminal Investigative 
Training Assistance Program -ICITAP- y GIZ-Fiscalía se dictaron seminarios en los que se fortaleció la 
perspectiva y el enfoque diferencial, y técnicas de entrevista sobre distintos delitos relacionados sobre 
violencia de género.   
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misión institucional, Ley o Decreto son las responsables del proceso penal y de la 
atención y protección a las víctimas: Fiscalía General de la Nación, Policía Judicial, 
Policía Nacional, Ministerio del Interior, Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social antes Acción Social, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
Ministerio de la Protección Social, Ejército Nacional, Armada Nacional, Comisarías de 
Familia, Ministerio de Educación, Ministerio Público, Instituto Colombiano de Bienestar 
Social –ICBF- y las Entidades Territoriales, entre otros.  
 
La respuesta del Estado sigue siendo insuficiente, por lo que la propuesta de un 
Protocolo de atención busca brindar  una manera de implementación del enfoque 
diferencial118 y de género en los Programas de protección de las mujeres víctimas de 
violencia sexual119. Antes de la propuesta de Protocolo es importante señalar que no se 
cuenta con una ruta de atención que deban seguir las víctimas de violencia sexual en 
situaciones de conflicto armado en Colombia. Los procedimientos actuales al momento 
de denunciar cualquier tipo de delito sexual, fueron referidos en este capítulo en el 
apartado  2.2.1.2. Fiscalía General de la Nación.  
 
                                                 
 
118 Decreto 4800 de 2011, artículo 212.  




3. Propuesta protocolo de protección 
La presente investigación ha dado cuenta de que las mujeres víctimas de la violencia 
sexual en el marco del conflicto armado colombiano no cuentan con mecanismos 
efectivos de protección que garanticen su acceso a la justicia dentro de los procesos 
tratados bajo la Ley 975 de 2005, en gran medida porque no existe una adecuada 
comprensión ni aplicación del enfoque diferencial y de género por parte de los y las 
funcionarias encargados de brindar la protección a quienes acceden a los procesos de 
Justicia y Paz. 
 
Como ya se ha reseñado,  la implementación de los mecanismos institucionales 
existentes para la protección de las víctimas que acceden a los procesos de Justicia y 
Paz, no responden a las necesidades y particularidades de las mujeres, por lo cual no se 
da cumplimiento ni a los compromisos internacionales asumidos por el Estado, como 
tampoco a las normas internas que reconocen estos derechos, incluida la jurisprudencia 
emitida al respecto. Esa situación genera condiciones de indefensión y profundiza la 
discriminación de las mujeres excluyéndolas de una real posibilidad de acceso a la 
justicia. Por lo anterior, es indispensable apoyar la respuesta del Estado con 
instrumentos que faciliten la comprensión de los funcionarios/as sobre el enfoque 
diferencial y de género, y su aplicación en los mecanismos de protección ofrecidos, al 
tiempo que se favorezca el ejercicio y disfrute de los derechos de las mujeres, entre ellos, 
el efectivo acceso a la justicia con garantías de protección. 
 
Como respuesta al cómo abordar el tratamiento y la protección diferencial de las mujeres 
víctimas de violencia sexual, se presenta una propuesta de Protocolo de Protección que 
responde a las características diferenciales de las víctimas, la cual se espera, sea tenida 
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en cuenta por el Grupo Interinstitucional de Protección120. El presente documento sirve de 
insumo para que el Gobierno colombiano dé cumplimiento a lo ordenado por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia T-496 de 2008 y en seguimiento al Decreto 1737 de 
2010. A su vez, se aspira a contribuir con el  mandato de la Unidad Nacional de 
Protección, el cumplimiento del Decreto 4912 de 2011121 y al Decreto 4800 122 del mismo 
año;  de igual manera para que lo implementen  las entidades encargadas  de evaluar los 
riesgos y las que tienen bajo su responsabilidad Programas de Protección general. 
El protocolo que se presenta toma como referente el Programa de Protección para 
Víctimas y Testigos de la Ley 975 de 2005 de Justicia y Paz. Para la implementación y 
ejecución del protocolo se refieren los lineamientos básicos que el Decreto 1737 de 2010 
señala:  
 
 Generalidades, principios y definiciones123 
 Órganos de Dirección, Ejecución, Evaluación y Seguimiento 124 
 Dispositivos de protección125 
 Medidas complementarias126 
 
Cada uno de los lineamientos está orientado a garantizar el derecho a la protección de 
las víctimas de los actores  armados sometidos a los procesos regulados por la Ley 975 
de 2005 en el territorio nacional, prestando especial atención a la identificación del riesgo 
diferencial que se presenta en las distintas zonas del país y el que presenta cada una de 
las víctimas y su núcleo familiar que incluye a las personas a cargo.  
A este respecto, el Programa prevé la implementación de tres dispositivos de protección: 
1. Medidas de carácter general.  
2. Dispositivos colectivos y poblacionales.  
                                                 
 
120 Decreto 1737 de 2010. Articulo 11 y 12.  Articulo 11 modificado por el artículo 220 del Decreto 4800 de 
2011. 
121 Decreto 4912 de 2011, artículo 8 estipula que en la evaluación de riesgos y en la recomendación y 
adopción de las medidas de protección se debe contemplar el enfoque diferencial. 
122 Decreto 4800 de 2011, artículo 212  contempla que los programas de protección tendrán en cuenta el 
enfoque diferencial. 
123 Decreto 1737 de 2010, Capítulo I. 
124 Decreto 1737 de 2010, Capítulo II. 
125 Decreto 1737 de 2010, Capítulo III. 
126 Decreto 1737 de 2010, Capítulo IV. 
Capítulo 3 73
 
3. Dispositivos individuales127. 
 
En razón del objetivo de la investigación y debido a que la atención directa que reciben 
las víctimas se ofrece por medio del Dispositivo de Protección Individual, el presente 
protocolo propone una guía de conceptos y procedimientos que permite a las entidades, 
funcionarios/as encargadas de orientar las acciones necesarias para garantizar que las 
víctimas y su núcleo familiar alcancen el goce efectivo de sus derechos.  
Esta propuesta de Protocolo de Protección ha sido diseñada de manera integral con el 
propósito de contar con un instrumento de recopilación de información completo, que 
evite revictimizar a las personas que han sido objeto de actos de violencia sexual al 
volver a preguntarles sobre los hechos ocurridos en cada entidad o cuando se lleven a 
cabo los estudios de nivel de riesgo si el hecho ya ha sido denunciado. Por esta 
característica, el Protocolo debe ser aplicado por funcionarios/as idóneos y capacitados 
adecuadamente en la atención de víctimas de violencia sexual. Sin que por ello se 
desconozca que habrá información que necesitará ser ampliada durante la investigación 
penal. La información obtenida en este Protocolo se debiese tratar de manera 
absolutamente confidencial, sin poner en riesgo,  en momento alguno, a la víctima o 
reportante  por la información  suministrada. 
 
3.1.   Propuesta de Dispositivo de Protección Individual 
con enfoque diferencial y de género   
Para la elaboración de la presente propuesta se tuvo en cuenta los avances elaborados 
por el Ministerio del Interior de Protocolo de Protección para Víctimas y Testigos de la 
Ley 975 de 2005, el cual debe ser complementado para dar una respuesta efectiva en los 
casos de violencia sexual.  
“El Dispositivo Individual consiste en el conjunto de medidas y medios de protección 
específicos, adecuados y suficientes, para evitar que se materialice el riesgo 
extraordinario o extremo sobre una víctima o testigo, en el marco de la Ley 975 de 
2005”128.  
                                                 
 
127 Decreto 1737 de 2010, artículo 20. 
128 Decreto 1737 de 2010, artículo 23. 
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El Dispositivo Individual contempla cuatro etapas129: 
 
I.     Medidas preventivas y/o Asistencia inicial. 
II. Evaluación y calificación de riesgo.  
III. Determinación y ejecución de las medidas de protección.  
IV. Reevaluación del riesgo: suspensión, retiro, ratificación o modificación de las 
medidas.  
 
En la figura 3-1, se observa el diagrama de flujo de las cuatro etapas del Dispositivo 
Individual. 
 
                                                 
 





Figura 3-1. Diagrama de flujo de las etapas generales del Dispositivo Individual de 
Protección Individual.  
 
 
3.1.1.  Asistencia inicial 
“La Asistencia Inicial consiste en satisfacer las necesidades de la víctima  solicitante y su 
núcleo familiar, en materia de seguridad, hospedaje, alimentación, aseo, transporte, 
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vestuario, asistencia médica de urgencia y demás aspectos que permitan su protección 
en condiciones de dignidad, atendiendo el enfoque diferencial y de género”130. 
En la Figura 2 se presenta el diagrama de flujo de la etapa de Medidas preventivas y/o 
Asistencia inicial, con sus respectivas actividades. 
 




                                                 
 
130 Decreto 1737 de 2010, artículo 25. 
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3.1.1.1.      Activación de la Asistencia Inicial 
La Asistencia Inicial se activará por parte del personal de la Policía Nacional131 en un 
plazo máximo de treinta y seis horas, desde el momento en que una víctima ponga en 
conocimiento su solicitud y declare la necesidad de que se le otorguen medidas de 
protección. La solicitud también podrá ser realizada por un servidor público132. Si la 
víctima manifiesta reserva de confianza por razones de seguridad hacia cualquier entidad 
vinculada con el desarrollo de este Programa, el personero municipal o el representante 
del Ministerio Público, acompañarán el procedimiento133. Como requisito para la 
activación de la Asistencia Inicial y para el acceso a las etapas posteriores del Programa 
de Protección, se propone diligenciar el “Formato de Documentación de Hechos de 
Presunta Violencia Sexual”134 el cual forma parte de la propuesta del Protocolo de 
Protección de esta investigación; este Formato recoge información de la situación de  la 
víctima, de  su núcleo familiar y de los hechos con un  enfoque diferencial y de género.  
A continuación se presenta el “Formato de Documentación de Hechos de Presunta 
Violencia Sexual” y una guía para su diligenciamiento: 
 
 
                                                 
 
131 En el caso el comandante de Estación, Policía Metropolitana o Departamento de Policía.  
132 Decreto 1737 de 2010, artículo 25, parágrafo 2 “Todos los servidores públicos tendrán la obligación de 
poner en conocimiento de la Policía Nacional cualquier situación de riesgo o amenaza en contra de una 
víctima o testigo, en el marco de la Ley 975 de 2005 con el fin de activar el procedimiento establecido en este 
artículo, y de la Fiscalía General de la Nación, con el fin de que disponga la correspondiente investigación de 
los hechos denunciados”. 
133 Ibid. 
134 Este  formato se desarrolla a partir del Formato de Hechos Atribuibles a Grupos al Margen de la Ley de 
la Fiscalía General de la Nación y elementos del “Formato para la Documentación” propuesto por la 
Corporación Humanas en la “Guía para llevar Casos de Violencia Sexual”,  Julio de 2009 (Ver Anexo Nº 1. 
Formato de Hechos Atribuibles a Grupos Armados al Margen de la Ley).  
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3.1.1.1.1. Formato de documentación de hechos de presunta 
violencia sexual 
 
FORMATO DE DOCUMENTACIÓN DE HECHOS DE PRESUNTA VIOLENCIA SEXUAL 
ATRIBUIBLES  
A GRUPOS ARMADOS ORGANIZADOS AL MARGEN DE LA LEY Y  POSTULADOS 
A LA LEY 975 DE 2005 DE JUSTICIA Y PAZ 
 
Departamento:___________________________ Municipio: ______________________ 
Fecha:____________ Hora:________  
Entidad que documenta la información ______________________________________ 
 
Datos de quien pone en conocimiento los hechos 
 
1.0. Datos de la víctima:  
Es víctima del hecho: Si: ___ No:___ 
Si no es la víctima de los hechos quien los pone en conocimiento, diligencie este 
apartado con los datos de la víctima y los datos solicitados en el punto 3.0. 
 
1.1. Datos generales 
Primer nombre:______________________     Segundo nombre:____________________
Primer apellido:________________________ Segundo apellido: ___________________ 
Documento de identidad: C.C: _____________Reg. Civil__________________________  
Pasaporte:___________________________     Otro:_______________   N°:  _________ 
Lugar de expedición: _________________________ 
 
Edad actual : ___________ Edad que tenía en el momento de los hechos: __________  
Fecha de nacimiento: D: ____ M: ____A: _____  
Lugar de nacimiento: País: _________ Departamento: __________Municipio: _________  
¿Se encuentra afiliada/o al Sistema General de Seguridad Social en Salud?     Si: ____      
No: ____     
Régimen Subsidiado: _____ Régimen Contributivo: ______________ Otro: ___  
¿Cuál?___________ 
 
Marque con una X si forma  parte de una o más de las siguientes poblaciones:  
Menor bajo protección de ICBF_____ Centro Zonal _____________________ 




 Mujer  Cabeza de Familia _________ LGBTI: _______ Heterosexual:______    Rom: 
_______     Desplazada/o: ____________ Lugar de done es desplazado/a 
______________Desmovilizada/o:___________ Reinsertada/o:___________________ 
otra/o: __________________   
Discapacitada/o: ____ Tipo de discapacidad: Física: ____ Mental: ____ ¿La discapacidad 
está asociada a los hechos que reporta?: Si: ____ No:_____ Otra: _____ ¿Cuál? 
______________________________________________________________________ 
Estado civil: ___________________Grado de escolaridad _______________________ 
Profesión/ocupación:  ____________________________________________________ 
Antes de los hechos:____ ________________________________________________  
Después de los hechos:_________ _________________________________________ 
 
¿Pertenece a alguna organización social, religiosa o sindical?     Si: ____ No: _____  
¿Cuál?: _____ ¿Pertenece a alguna organización política?  Si: _____   No: ____ ¿Cuál? 
______ 
 
En caso de ser menor de edad  señale quien es el representante legal: 
Padre: _______ Madre: ________ Adulto/a con autorización legal: _______________ 
Nombre:_______________Dirección______________________Ciudad____________ 
Teléfono __________________ 
Defensor/a de Familia: ___ Comisario/a de Familia: ______ Nombre.______________ 
Dirección ___________________________ Ciudad _______ Teléfono_____________ 
Otro: ____ ¿Quién? _____________________________________________________ 
 
 
1.2. Lugar de residencia: 
País: _____________________     Departamento:_______________________________   
Municipio:_________________      Inspección: _________________________________ 
Corregimiento: _____________      Vereda:  __________________ Finca: ____________  
Barrio: ____________________     Dirección: __________________________________ 
Teléfono fijo:_______________      Teléfono móvil: ______________________________   
Correo electrónico:________________________________________________________ 
 
1.3. Lugar de trabajo: 
País: ____________________       Departamento ______________________________     
Municipio:_________________      Inspección: ________________________________ 
Corregimiento: _____________     Vereda:  _____________ Finca: _______________     
Barrio: ____________________    Dirección: _________________________________ 
Teléfono fijo:_______________     Teléfono móvil: _____________________________  
Correo electrónico:_______________________________________________________  
Empresa o Entidad ______________________________________________________ 
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1.4. Lugar donde se le puede enviar comunicaciones: 
País: ____________________  Departamento ________________________________    
Municipio:_________________ Inspección: __________________________________ 
Corregimiento: _____________ Vereda:  _______________ Finca: _______________  
Barrio: ____________________Dirección: ___________________________________ 
Teléfono fijo:______ _____       Teléfono móvil: _______________________________    
Correo electrónico:______ _________________________________ 
Otros sitios: 
 Supermercados, Iglesias, Juntas de Acción Comunal, Defensoría 
/Personería:_____________________________________________________________ 
Teléfono Fijo: _____________________ Teléfono Móvil: ______________________   
 
1.5. Información familiar:  
Número de hijos: _____Número de hijas: ____ ¿Cuántas personas tiene a cargo?: _____  
¿Quién sostiene económicamente el núcleo familiar?:    Usted:  ____Otro: ______  
Quién?: ___________ 
Relación de personas a cargo: (si es más de una persona utilice el formato de personas a 
cargo Anexo 1) 
 
Nombre: _____________________________Identificación:  ______________________ 
Fecha de nacimiento: ___________________Edad: _____________________________ 
Ocupación:  __________________________ Parentesco: ________________________ 
 
Tiene conocimiento si algún miembro de la familia ha sido víctima de reclutamiento 
forzado, extorsión, señalamiento de pertenecer o colaborar con algún grupo armado?    
No _____   Si ________________  Quién? ____________________________________ 
Qué ha pasado con  esa persona? __________________________________________ 
 
2.0. Información de los hechos: 
 
¿Los hechos fueron denunciados o puestos en conocimiento de otra autoridad?    
Si:_______  ¿Ante qué entidad y lugar?:   
Fiscalía General de la Nación /CTI: _________________________________________   
Procuraduría General de la Nación: ________________________________________  
Defensoría del Pueblo: __________________________________________________  
Personería: ___________________________________________________________  
Policía Nacional. _______________________________________________________ 
Ministerio del Interior ___________________________________________________ 
Unidad Nacional de Protección ___________________________________________ 
Departamento para la Prosperidad Social: ____ ______________________________  




No: ____  Cuál ha sido la razón para  no denunciar los hechos?  Ha recibido amenazas  
o algún miembro de la familia? ______________________________________________ 
 
¿Se encuentra en proceso de solicitud de restitución de tierras?: Si: ______ No: _______  
¿Está inscrita/o en el Registro Único de Tierras? Si: ______                No: _______        
¿Cree que hay condiciones de seguridad en la zona para retornar? Si: ______  No: 
_______     Si la respuesta es sí, cuáles son esas condiciones?  
__________________________  
¿Quiere retornar?           Si: ______      No: _______     Por qué? ___________________ 
 
2.1. Contextualización 
¿Qué actores armados estaban en la zona, quiénes ejercían control sobre la población y 
de qué tipo de control se trataba, cuál era la dinámica del conflicto? A partir de estas 
preguntas trate de establecer de qué tipo de contexto se trataba: ataque, control 









¿Sucedió alguno de los siguientes hechos?:   
-Homicidio: Si: ____   No:____       ¿Cuántas personas?:_________    Posee información 
de estas personas:   Si: ____   No:____       ¿Desea notificarla?:  Si: ____   No:____     
        
-Retención de una o más personas: Si: ____   No: ____  ¿Cuántas personas?:_______   
Posee información de estas personas: Si: ____   No: ____     ¿Desea notificarla?:   
Si: ____   No:____   
   
-Desplazamiento forzado:    Si: ____   No:____       ¿Cuántas personas?:_______   
Posee información de estas personas: Si: ____   No:____      ¿Desea notificarla?:   
Si: ____   No:____       
 
-Desaparición  forzada:    Si: ____   No:____       ¿Cuántas personas?:_______   Posee 
información de estas personas: Si: ___   No:___     ¿Desea notificarla?:  Si: ___   No:____    
-Reclutamiento forzado:     Si: ____   No:____       ¿Cuántas personas?:_______   Posee 
información de estas personas: Si: _____   No:______      ¿Desea notificarla?:   
Si: ______     No:_______       
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-¿Conoce de alguien más quien haya sufrido actos de violencia sexual?       Si: ____    
No:_____  
Si desea notificar los datos de las demás víctimas que reporta hágalo a continuación: 
_______________________________________________________________________
_______________________________________________________________________ 
2.3. Lugar donde ocurrieron los hechos: 
Departamento:______________________  Municipio: __________________________  
Inspección: ________________________  Corregimiento:  ______________________ 
Vereda:___________________________  Caserío:_____________________________ 
Otra especificidad:______ _______________________________________________ 
Dentro del hogar: _______  Espacio público:_________________________________ 
Otro _________________¿Cuál? ___________________       
 
2.4. Circunstancias de tiempo:  
Año:__________  Mes:____________              Día:__________           Hora:________ 
 
Diligencie este espacio si no hay fecha exacta o si lo hechos ocurrieron en diferentes 
periodos de tiempo.  
De:  Año:__________ Mes:____________ Día:__________ Hora:________               
A:    Año:__________ Mes:____________ Día:__________ Hora:________ 
En caso de no recordar con claridad el tiempo, relacione algún hecho relevante en el 
momento de los hechos, por ejemplo: época de elecciones, época de vacaciones 
escolares,  semana santa, navidad o  cerca al cumpleaños de algún familiar o conocido. 
______________________________________________________________________ 
______________________________________________________________________ 
2.5. ¿Para qué cree que se cometieron los hechos? 
______________________________________________________________________ 
¿Cuántas personas participaron en los hechos?:_________________   ¿En qué calidad 
participaron?: Agresor: ______ Observador:______       Vigilante:_______         
Otra:_____ ¿Cuál? ______________        
Datos del presunto o presuntos responsables (Si fue más de una persona relaciónelas 
todas en el formato Anexo 2) 
Nombre: _______________________Alias:__________________________________ 
Bloque: ____________________________     Frente   _________________________ 
Descripción física: ______________________________________________________ 
Señales particulares: _____________________________________________________ 
 
Uniformado: Si:____  No:____   Encapuchado:  Si____   No:_____     Botas 
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militares:_______    Botas pantaneras: Si:  ______    No: _______ Otros____________ 
 
¿Qué dijeron antes, durante y después de los hechos?:  __________________________ 
_______________________________________________________________________ 
¿Hay testigos de los hechos? Si: _____ No: _____  ¿Quiénes?: ____________________
_______________________________________________________________________ 
___________________________________________________________________ 
¿Sabe si estas acciones eran conocidas por otros miembros del grupo armado? ¿Cómo 
lo sabe?, ¿Por qué lo sabe? _______________________________________________ 
_______________________________________________________________________ 
¿Sabe si tenían órdenes de cometer actos de violencia sexual y específicamente de 




¿Por qué razón cree que se cometieron los hechos? (Relacione con la mayor precisión 
posible a fin de poder establecer alguna de las siguientes finalidades: dominar, regular, 
callar, obtener información, castigar, expropiar, exterminar, recompensar, cohesionar). 
_____________________________________________________________________ 
 
2.7. Bienes materiales afectados por los hechos:  
Tipo de bien:___________________ Identificación del Bien:  _____________________   
Ubicación:______________________________________________________________ 
¿Otra información importante? ____________________________________________ 
_____________________________________________________________________ 
3.0. Datos de quien pone en conocimiento los hechos 
 
3.1. Datos generales 
Relación con la víctima: ______________________________ ____________________ 
Primer nombre : ______________________ Segundo nombre:_____________________
Primer apellido:  _____________________  Segundo apellido: _____________________
Documento de identidad:   C.C: ____________  Pasaporte:________________________  
Otro:__________________ N°:______________ Lugar de expedición: ______________ 
 
3.2. Lugar de residencia: 
País: _____________________     Departamento:_______________________________   
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Municipio:_________________     Inspección: __________________________________
Corregimiento: _____________      Vereda:  __________________ Finca: ___________  
Barrio: ____________________     Dirección: __________________________________ 
Teléfono fijo:_______________      Teléfono móvil: ______________________________  
Correo electrónico:_______ _____________________________ 
 
 
3.1. Lugar de trabajo: 
País: _____________________    Departamento:__________________ ____________     
Municipio:_________________     Inspección: _________________________________ 
Corregimiento: _____________     Vereda:  _________________ Finca: ____________    
Barrio: ____________________    Dirección: _________________________________ 
Teléfono fijo:_______________     Teléfono móvil: _____________________________    
Correo electrónico:_______ _______________________________________________ 
Empresa o Entidad ______________________________________________________ 
 
3.4. Lugar donde se le pueden enviar comunicaciones: 
País: _____________________     
Departamento:_________________________________________________________       
Municipio:_________________     Inspección: ________________________________ 
Corregimiento: ____________      Vereda:  _______________ Finca: ______________    
Barrio: ____________________     Dirección: ________________________________ 
Teléfono fijo:_______________      Teléfono móvil: _____________________________  
Correo electrónico:_____________ ________________________________________ 
 
Otros sitios: Supermercados, Iglesias, Juntas de Acción Comunal, Defensoría/ 
Personería: ___________________________________________________________ 
Teléfono Fijo: ___________________________ Teléfono Móvil:  _________________ 
Nombre de quien diligencia el Formato: _____________________________________     
Firma:____________ _____________C.C: ______________ de _________________ 
Institución ______________________________  Ciudad _______________________ 
 
Nombre de quien reporta: ______________________________________________     
Firma:_________________________________________________________________ 
C.C: ______________________ de ________________________________________ 
 
Nombre del funcionario que recibe la información: _____________________________ 







3.1.1.1.1.1. Guía para el diligenciamiento del Formato de 
Documentación de Hechos de Presunta Violencia Sexual 
Esta guía orienta el diligenciamiento del “Formato de Documentación de Hechos de 
Presunta Violencia Sexual”. La información que se solicita es de suma importancia para 
otorgar medidas de protección que respondan a principios del enfoque diferencial y de 
género; es decir, que tengan en consideración el contexto de los hechos, las 
necesidades específicas de la víctima y su núcleo familiar en virtud de sus condiciones 
de género, edad, religión, situación de discapacidad, orientación sexual y pertenencia a 
un grupo étnico. 
Es indispensable que desde el diligenciamiento se trate de brindar un apoyo 
interdisciplinario, entre los que son fundamentales apoyos psicosociales o psicológicos. 
 
3.1.1.1.1.1.1. Recomendaciones generales 
a. La labor de los funcionarios de las Instituciones intervinientes en los procesos de 
atención y protección  se regirán por los principios consagrados en el Artículo 3 del 
Decreto 1737 de 2010. 
 
b. Se recomienda dar cumplimiento al artículo 215 del Decreto 4800 de 2011, el que 
ordena  “capacitar sobre los derechos de las víctimas, derechos de las mujeres, 
implementación del enfoque diferencial, rutas de atención en violencia de género y 
violencia sexual, niños, niñas y adolescentes, entre otros”. 
 
c. Las víctimas de violencia sexual requieren atención especial, debido a que han 
pasado por una experiencia traumática difícil de asumir y de superar. La violencia 
sexual genera consecuencias físicas y psicológicas diferentes en cada persona, 
razón por la cual es necesario que la atención ofrecida responda a las  necesidades 
particulares de las víctimas. Es importante que el funcionario/a que ofrezca dicha 
atención cuente con el conocimiento necesario para manejar estos casos, además de 
una adecuada disposición personal basada en la empatía, el respeto,  sensibilidad y 
conocimiento de los derechos de la víctima. 
 
d. En la medida de lo posible la víctima podrá elegir el sexo de la persona que le 
colaborará con el diligenciamiento del formato. 
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e. El diligenciamiento del formato debe hacerse en un lugar seguro y tranquilo que 
garantice la privacidad de la víctima y la confidencialidad de la información suministrada. 
 
f. Es necesario que se le explique a la víctima de forma clara y en un leguaje sencillo, 
cada una de las etapas de protección, los pasos necesarios para acceder a las 
mismas y los plazos máximos de atención. 
 
g. Es necesario explicar a la víctima que para proceder a la asignación de medidas de 
protección señaladas en este Protocolo, se requiere certificar que los hechos que se 
ponen en conocimiento se hayan presentado en el contexto de las acciones de los 
grupos armados ilegales postulados a la ley 975 de 2005 -de Justicia y Paz- , y 
durante el periodo de tiempo que cubre la misma.  
 
h. Se debe notificar a la víctima que en el caso de que los hechos que pone en 
conocimiento no sean cobijados por la Ley 975 /2005, será remitida a las autoridades 
competentes y se le orientará en las rutas de acceso para la restitución de sus 
derechos. 
 
i. En el procedimiento del Protocolo si la víctima manifiesta que por seguridad no confía 
en las instituciones vinculadas al Programa de Protección se dará acompañamiento 
por parte del  Ministerio Público.  
 
j. En todas las etapas se brindará un traductor o interprete para aquellas víctimas que 
tengan discapacidad auditiva o su dialecto  no sea el castellano.  
 
k. Se debe informar a las víctimas que todas las decisiones del Grupo Técnico de 
Evaluación de Riesgo (GTER) proceden recursos de reposición. 
 
l. En caso de ser la víctima -menor de edad y que no cuente con representante legal,  
se debe notificar de manera inmediata a la oficina más cercana del ICBF.  
 
m. En todo el procedimiento se deben procurar espacios donde las víctimas no tengan 
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contacto con desmovilizados o miembros de grupos ilegales.  
n. Se debe instaurar un dispositivo de seguridad y movilidad coordinado con la entidad 
encargada de la protección de la víctima, Policía o Fiscalía General de la Nación.    
 
o. En todo el procedimiento de atención y protección, a  personas con alguna 
discapacidad se le debe brindar condiciones integrales que respondan a las 
necesidades propias de la víctima. 
 
3.1.1.1.1.1.2.   Recomendaciones para el diligenciamiento 
A continuación se relacionan las especificaciones acerca de cada una de las secciones 
del formato, y sugerencias para solicitar de una manera adecuada y clara la información 
a la víctima o a quien en su lugar pone en conocimiento los hechos. 
1.0.  Datos de la víctima 
En el caso de que la denuncia no sea realizada directamente por la víctima, es necesario 
obtener la mayor información de ésta y de los hechos, por parte de quien denuncia. De 
igual manera solicitar la información necesaria de quien denuncia, en caso de requerir un 
nuevo contacto,  diligenciando el apartado 3.0. del Formato. 
1.1. Datos generales 
En esta sección se especifica la información de datos personales de la víctima. Es 
necesario que todos los campos sean diligenciados, teniendo en cuenta que la 
información sea actualizada para poder garantizar el contacto y la recepción de 
comunicaciones.  
Posterior a los datos generales se solicita información acerca de si la víctima se encuentra:  
 Afiliada al Sistema General de Seguridad Social en Salud: se refiere a si la víctima se 
encuentra afiliada a algún servicio de salud del régimen subsidiado (SISBEN) o del 
régimen contributivo (EPS). Si la persona no se encuentra afiliada debe orientarla al 
centro de atención en salud más cercano (Hospital o Centro de salud) para solicitar la  
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afiliación propia y de los miembros de su grupo familiar135. Además de la información, los 
centros de salud, están en la obligación de atender la solicitud médica y más aún si ha 
sido victima de violencia sexual, la atención será gratuita, inmediata y no requiere que 
esté afiliada a un sistema de salud (Ley 360 de 1997  y Ley 1146 de 2007).  
 
Posteriormente se encuentra un apartado que indaga si la víctima pertenece a algún 
grupo de edad o población específica así: 
 
 Edad actual y edad en el momento de los hechos: Debido a que la Ley 975  de 2005 de 
Justicia y Paz, cobija hechos ocurridos antes del mes de julio de 2005, es posible que 
la víctima fuera menor de edad en la época en que sucedieron los hechos que pone en 
conocimiento. Si la víctima aun no ha alcanzado la mayoría de edad, verifique y 
notifique en el formato que cuenta con un representante legal que puede ser:  padre, 
madre, adulto con autorización legal, defensor de familia o comisario de familia.  
 
 Pertenencia a población indígena, afrodescendiente y Rom136: Hace referencia a que 
la víctima se considere perteneciente a alguna comunidad indígena, afrodescendiente 
o Rom (gitanos). 
 
 Pertenencia a población LGBTI: Hace referencia a la orientación sexual e identidad  de 
género de la víctima, a saber; si se identifica como lesbiana, gay, bisexual, trangenerista 
o  intersexual  (Para una mejor comprensión de éstas categorías remítase al Anexo Nº 2 
del documento “Categorías de orientación sexual e identidad de género”).   
 
 Discapacidad: Hace referencia a si la víctima presenta una condición de salud física o 
mental que le genera restricción o ausencia de la capacidad de realizar una actividad 
                                                 
 
135 Ley 1438 de 2011, artículo 3. La afiliación al Sistema General de Seguridad Social en salud es 
obligatoria para todos los residentes en Colombia.”  
136 “Ministerio de la Protección Social, UNFPA, 2011.  Modelo de Atención Integral en Salud para Víctimas 
de Violencia Sexual. “Según el DANE en Colombia existen 87 etnias indígenas, tres grupos diferenciados de 
población afro y el pueblo ROM o gitano; se hablan 64 lenguas amerindias, el bandé, lengua de los raizales 
del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina; el palenquero, lengua criolla de las 
comunidades de San Basilio de Palenque y el Romanís o Romanes, lengua de los pueblos ROM. Lo anterior 
hace de Colombia un país multiétnico y pluricultural, tal y como lo establece la Constitución Política”, p. 65. 
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de forma normal137. Ejemplo de estas condiciones son: ausencia de movilidad en 
alguna de las extremidades (piernas, brazos), disfunción intelectual138.  
 
Las condiciones de edad, género y la pertenencia de la víctima a las diferentes 
poblaciones, representan factores de riesgo potencial que son reconocidos por la 
normativa y Jurisprudencia Nacional, y por tal razón hacen que la víctima sea  sujeto de 
especial cuidado y protección (en el Anexo Nº 3 se encuentra la matriz de “Factores de 
riesgo diferencial asociados a la pertenencia de la víctima a poblaciones sujetas de 
especial protección”). 
En cuanto a la manera en que se solicita esta información es importante no expresar 
actitudes de sorpresa, juzgamiento, aprobación o desaprobación, tampoco  realizar 
comentarios que puedan: 
 Dar cuenta de rechazo hacia alguna de estas poblaciones.  
 Justificar los hechos que la víctima pone en conocimiento por su pertenencia a una 
de estas poblaciones. 
 
1.2. Lugar de residencia 
1.3. Lugar de trabajo y  
1.4. Lugar donde se le puede enviar comunicaciones: 
 
En estos tres numerales se procurará obtener la mayor cantidad de datos que posibiliten 
la comunicación y ubicación de la víctima en cualquier caso o momento que sea 
necesario.  
 
                                                 
 
137 La OMS define discapacidad como “…un término general que abarca las deficiencias, las limitaciones de 
la actividad y las restricciones de la participación. Las deficiencias son problemas que afectan a una 
estructura o función corporal; las limitaciones de la actividad son dificultades para ejecutar acciones o tareas, 
y las restricciones de la participación son problemas para participar en situaciones vitales. Por consiguiente, 
la discapacidad es un fenómeno complejo que refleja una interacción entre las características del organismo 
humano y las características de la sociedad en la que vive”. Tomado de:  
http://www.who.int/topics/disabilities/es/.  
138 Para una clasificación de la discapacidad ver: “Clasificación Internacional del Funcionamiento de la 
Discapacidad y  de la Salud” de la Organización Mundial de la Salud, 2001,  disponible en versión en línea en 
español en: http://conadis.salud.gob.mx/descargas/pdf/Clasificacion-CIF.pdf) 
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1.5. Información familiar:  
Este numeral da cuenta de la composición y estructura familiar, lo cual influye en las 
medidas de protección a brindar por parte de las instituciones al cobijar a la víctima, su 
núcleo familiar y personas a cargo, y más aún si a cargo se encuentran personas con 
discapacidad.  
También es importante preguntar  si tiene conocimiento que alguno de los miembros de 
su familia (que convivan o no con la persona entrevistada) ha sido víctima de 
reclutamiento, extorsión, señalamiento de pertenecer o colaborar con algún grupo 
armado. 
2.0. Información de los hechos 
En este apartado se solicita toda la información acerca de los hechos que se ponen en 
conocimiento. En la posibilidad de respuesta negativa a haber denunciado los hechos, es 
importante preguntar  ¿Por qué?, ello puede ayudar a evaluar los riesgos y la situación 
de vulnerabilidad. 
Es posible que al describir los hechos, la víctima presente una reacción emocional como 
llanto, mudez o sienta deseos de no continuar con la narración. De presentarse esta 
situación es necesario contar con un profesional en el área de psicología que tenga 
experiencia en la atención de casos de violencia sexual. De no ser posible es importante 
aplicar las siguientes indicaciones: 
 Explicar a la víctima que aunque es difícil recordar los hechos, es necesario brindar 
toda la información solicitada para poder avanzar en el proceso de solicitud de la 
medida de protección. 
 
 No presionar a la víctima para que hable. 
 
 Si la víctima lo desea, detener el diligenciamiento del formato y proporcionar un 
tiempo para que se tranquilice. 
 
 Abstenerse de realizar cualquier tipo de  comentarios acerca de los hechos, en 
especial aquellos que apunten a responsabilizar a la víctima por lo que le sucedió 
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(por ejemplo: ¿Usted qué hacía en ese sector sabiendo el riesgo que hay allá? ¿Y 
por qué no se defendió? ¿Y usted qué hizo para que le pasara eso?). Si por alguna 
razón la víctima desarrolla una crisis en ese momento es pertinente solicitar atención 
de urgencia al centro de  servicio de salud más cercano. 
El ítem Proceso de reclamación de restitución de  tierras, hace referencia a si la víctima 
ha presentado una solicitud para la restitución de sus tierras  que debieron ser 
abandonadas por la presión de alguno de los grupos armados al margen de la ley y 
postulados a la aplicación de la Ley 975/2005 de Justicia y Paz. Es importante preguntar 
a la víctima que  ha diligenciado el Registro Único de Tierras, si tiene alguna respuesta o 
decisión por parte del estado, es importante además,  que el funcionario que atiende a la 
víctima, la oriente, según las disposiciones de la Ley 1448 de 2011139 –Ley de víctimas- 
en la materia.   
2.1. Contextualización 
En este apartado se buscará identificar el contexto donde ocurrieron los hechos de 
violencia sexual, sin llegar a un incomodo interrogatorio se debe identificar si se trataba 
de un ataque, control territorial, privación de la libertad, otro. 
2.2. ¿Qué ocurrió? 
A parte de indagar por los hechos puntuales se busca identificar otros delitos cometidos 
por el o los acusados, que deben ser denunciados por la víctima o testigo.  No se debe 
presionar a las personas para que denuncien otros delitos.  
2.3. Lugar donde ocurrieron los hechos 
En este numeral se procurará obtener la mayor cantidad de datos que posibiliten la 
ubicación exacta del lugar donde ocurrieron los hechos. Esto permite determinar las 
condiciones de indefensión, de control y de  dominación entre otros, pues son factores 
que inciden en la violencia sexual contra las mujeres y la falta de denuncia de los hechos, 
así como los actores comprometidos. 
 
                                                 
 
139 Ley 1448 de 2011, artículos 78, 97, 114-118 y 123. 
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2.4. Circunstancias de tiempo 
Se procurará determinar con la mayor exactitud la fecha de los hechos de violencia 
sexual. Si la persona no tiene un recuerdo claro se pueden tomar como referencias 
acontecimientos que procuren identificar aproximadamente el tiempo. 
2.5. ¿Para qué  cree que se cometieron los hechos? 
La pregunta de este apartado, puede ayudar a establecer cuál era el objetivo que 
buscaban los perpetradores. Para responder a la misma, es importante  establecer 
alguna de las siguientes finalidades140: dominar, regular, callar, obtener información, 
castigar, expropiar, exterminar, recompensar, cohesionar. Es necesario explicar a la 
víctima en qué consiste cada una de estas finalidades a partir de la información que se 
encuentra en el Anexo Nº 5 “Finalidades de la violencia sexual”.  
Si la victima solicita orientación por parte de cualquier funcionario público u otro 
orientador, referente a hechos de violencia sexual, específicamente de violación, y si 
estos  ocurrieron antes de las 72 horas, de cinco días, o de la semana 20, es importante 
conocer y  proporcionar la siguiente información:  
 Hechos antes de las 72 horas: Puede usar píldoras para anticoncepción de 
emergencia, para prevenir un embarazo no deseado.  
 Hechos antes de los cinco días: La inserción del Dispositivo intrauterino también 
puede evitar el embarazo. 
 Existen tratamientos para prevenir Infecciones de transmisión sexual –ITS-, para 
recibir estos servicios, la víctima debe ser remitida o acompañada a la EPS que esté 
afiliada, a un centro de salud, hospital público, privado o a Profamilia. 
 Embarazo antes de la semana 20 (producto de la violación) y ya ha instaurado la 
denuncia ante la autoridad competente, puede solicitar la Interrupción Voluntaria del 
Embarazo -IVE-, amparada en la Sentencia C-355 de 2006 de la Honorable Corte 
Constitucional. Este servicio lo cubre el Plan Obligatorio de Salud (POS) contributivo 
                                                 
 
140 Humanas Colombia, 2009.Guía para llevar casos de violencia sexual. Propuestas de argumentación 
para enjuiciar crímenes de violencia sexual cometidos en el marco del conflicto armado colombiano. 
Humanas Colombia. Bogotá. Ediciones Antropos.  p.p. 27 – 32. 
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y subsidiado. Si la mujer no está afiliada al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud  -SGSSS-, será atendida en un Hospital Público. Se debe garantizar el acceso 
a la IVE por parte de los prestadores de salud, si bien los médicos pueden hacer 
objeción de conciencia para no realizar la intervención la entidad de salud debe 
garantizar a la víctima el servicio.  
 
La denuncia por hechos de violencia sexual, se realiza ante cualquier Centro de Atención a 
Víctimas de Delitos Sexuales -CAIVAS-, Unidades de Reacción Inmdiata -URI-, Comisarías 
de Familia,  Estaciones y Unidades de Policía Judicial  como SIJIN, DIJIN y CTI. 
2.6. Consecuencias de los hechos 
En este apartado se indaga por los efectos que los hechos tuvieron y tienen sobre la 
salud física y psicológica de la víctima. A este respecto, es necesario que la víctima 
sienta confianza para brindar la información, sobre todo la relacionada con la salud 
sexual, debido a que el hecho de que la mujer aborte o tenga una infección de 
transmisión sexual, constituye a menudo un motivo de rechazo social y de una carga 
emocional muy fuerte.  
Si la víctima reporta que aún persisten los efectos adversos en su salud física y mental, 
se le debe informar que de ser necesario recibirá atención médica de urgencia, donde se 
ofrece la orientación necesaria para que acceda a los servicios del SGSSS. Al finalizar el 
diligenciamiento del formato, el paso siguiente es comunicar la solicitud de la medida de 
protección a la Secretaría Técnica del Programa. 
2.7. Bienes materiales afectados por los hechos 
Este ítem es importante porque la pérdida de los bienes de las personas aumenta el 
riesgo. Además de señalar un interés mayor por parte de los actores en conflicto, al 
impedir el ejercicio de reclamación de las víctimas y por ende el riesgo. 
3.0 Datos de quien pone en conocimiento los hechos (no la víctima) 
En esta sección se especifica la información de datos personales de quien pone en 
conocimiento los hechos, a partir de la posibilidad de que no sea la víctima sino otra 
persona (familiar, conocido, representante legal de la víctima o funcionaria/o público). En 
este caso es necesario que todos los campos sean diligenciados, teniendo precaución de 
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que la información sea actualizada para poder garantizar el contacto y la recepción de 
posteriores comunicaciones. Se debe asegurar que la persona tenga claridad acerca de 
los datos suministrados. En caso de existir  dudas sobre alguna información, los datos 
deben ser confirmados antes de ser consignados. Es importante notificar la información 
necesaria para que la persona se la comunique a la víctima. 
En caso de que la persona que denuncia no sea la víctima se debe tomar todos los datos 
posibles para su identificación y ubicación, además  porque puede dar elementos de 
análisis no solo del riesgo, sino también de posibles suplantaciones con propósitos 
contrarios a la protección.  Lo anterior se hará,  diligenciando la mayor cantidad de datos 
de los siguientes numerales: 
3.1. Datos generales 
3.2. Lugar de residencia 
3.3. Lugar de trabajo 
3.4. Lugar donde se le pueden enviar comunicaciones 
A la víctima se le debe notificar que tanto a ella como a su núcleo familiar se le asignarán 
unas medidas de Asistencia Inicial encaminadas a satisfacer sus necesidades básicas 
durante un tiempo de 15 días, durante los cuales el Grupo Técnico de Evaluación del 
Riesgo141 (GTER) debe: 
 Corroborar la información suministrada en el formato de Hechos de Presunta 
Violencia Sexual. 
 Determinar si los hechos puestos en conocimiento ocurrieron en el periodo estipulado 
por la  Ley 975 de 2005 – de Justicia y Paz- 
 Evaluar el riesgo en el que se encuentra la víctima. 
 Decidir  si se asigna o no la medida de protección. 
 Notificar la decisión. 
 
 
                                                 
 
141 Decreto 1737 de 2010, artículo 13 modificado por el artículo 221 del Decreto 4800 de 2011. 
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3.1.1.2.     Asignación de las medidas de asistencia inicial  
Las medidas de Asistencia Inicial deben responder a las necesidades y condiciones 
particulares y diferenciales de la víctima y su núcleo familiar, garantizando que gocen de 
la protección necesaria en condiciones de dignidad. 
 
Para determinar las medidas se tomará como referencia la información suministrada en el 
“Formato de Documentación de Hechos de Presunta Violencia Sexual” y los factores de 
riesgo diferencial presentados en el Anexo Nº 3 “Matriz de Factores de riesgo diferencial 
asociados a la pertenencia de la víctima a poblaciones sujetas de especial protección”. 
 
La Asistencia Inicial debe obedecer  a dos requerimientos: El primero, es garantizar la 
seguridad de la víctima y de su núcleo familiar. El segundo,  garantizar a la víctima y a su 
núcleo familiar el acceso a servicios  básicos que garanticen mínimamente sortear la 
situación de emergencia. Respecto al primer requerimiento, la Policía Nacional podrá 
asignar las siguientes medidas: 
 
 Autoprotección: “Es la orientación que se imparte, con el propósito de dar a conocer a 
la víctima las formas y procedimientos más indicados para prevenir actos contra su vida, 
libertad e integridad personal”142. A este respecto es necesario que se explique a la 
víctima y su grupo familiar, de forma clara y en un lenguaje sencillo, los riesgos 
específicos derivados de haber puesto en conocimiento los hechos y las 
recomendaciones para minimizar el riesgo como estar atento a la presencia cercana y 
reiterada de personas extrañas, motocicletas o automóviles, y notificar cualquier 
sospecha al personal de la Policía, abstenerse de hablar con personas desconocidas de 
su situación de seguridad, procurar no visitar lugares donde el riesgo puede 
materializarse, entre otras. 
 
 Rondas Policiales: “Son los patrullajes periódicos  preventivos realizados por la 
Policía Nacional para brindar seguridad al entorno de la residencia o sede de la 
                                                 
 
142 Decreto 1737 de 2010, artículo 29 
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organización a la cual pertenece la víctima”143. Las rondas deberán llevarse a cabo de 
forma prudente, evitando  poner en evidencia el lugar de residencia o trabajo de la 
víctima, ya que esto aumentaría el riesgo y facilitaría su materialización. De ser posible la 
Policía Nacional contará con personal de los dos sexos, de tal forma que la víctima tenga 
la posibilidad de elegir si desea que los patrullajes sean realizados por hombres o 
mujeres. Además, el personal encargado para esta tarea deberá garantizar un trato 
respetuoso y de colaboración con la víctima y su núcleo familiar. 
 Plan padrino: “Es la asignación de la responsabilidad individual a un funcionario de la 
Policía, el cual establecerá una comunicación permanente con la víctima y su núcleo 
familiar, con el fin de reportar o monitorear la situación de seguridad y prevenir hechos en 
su contra”144. Al igual que en las rondas policiales, de ser posible la Policía Nacional 
contará con personal de los dos sexos para que la víctima tenga la posibilidad de elegir si 
desea que el padrino sea un hombre o una mujer, esto debido a que una mujer víctima 
de violencia sexual puede sentir incomodidad por la presencia permanente de un hombre 
y sentirse más segura o en confianza con una mujer. 
 
De ser posible se debe asignar un único agente para el cuidado de la víctima y su núcleo 
familiar para facilitar el establecimiento de una relación de confianza y empatía. De no ser 
posible, es necesario que se haga un empalme con el agente nuevo y se notifique a la 
víctima de los datos y descripción física del mismo, porque si la víctima y su núcleo familiar 
no cuentan con esta información, puede darse el caso de que reciban visitas de miembros de 
los grupos armados al margen de la ley suplantando al personal de la Policía. 
 
A cargo de la Fiscalía General de la nación se encuentran las medidas de protección de 
reubicación, chalecos antibalas y medios de comunicación.  La medida de esquemas 
móviles será asumida conjuntamente por la Fiscalía General de la Nación y la Policía 
Nacional. Las medidas complementarias estarán a cargo del Grupo Departamental de 
Medidas Complementarias, conformado por el Gobernador o su Secretario del Interior, la 
Policía Nacional, la Defensoría del Pueblo y la Comisión Nacional de Reparación y 






Reconciliación –CNRR145–, cuando esta tenga representación en dicho departamento. El 
Seguimiento y monitoreo a cargo de la Procuraduría General de la Nación y el Grupo 
Interinstitucional de Protección.  
 
El segundo requerimiento de la Asistencia Inicial es garantizar a la víctima y a su núcleo 
familiar el acceso a: 
 
 Hospedaje: Se debe garantizar que el lugar donde se brinde el hospedaje a la víctima 
y a su núcleo familiar no presente condiciones de hacinamiento y permita la 
privacidad y la comodidad de todos los miembros de la familia. En lo posible los 
lugares deben responder a las necesidades y prácticas culturales del núcleo familiar 
cuando este pertenezca a una comunidad indígena, Rom o afrodescendiente. 
 
Además por ningún motivo la víctima y su núcleo familiar deberán hospedarse en un 
lugar donde se encuentren miembros o ex miembros (reinsertados) de los grupos 
armados al margen de la ley. 
 
 Alimentación: Es necesario que la alimentación corresponda a la necesidades 
nutricionales de los miembros del núcleo familiar acordes a su cultura, edad y 
condiciones de salud, teniendo especial cuidado con los niños, niñas, mujeres 
lactantes o embarazadas, adultos y adultas mayores, personas con enfermedades 
crónicas como diabetes o hipertensión arterial, entre otras. 
 
 Aseo: Se deben suministrar todos los elementos de aseo necesarios para garantizar 
las condiciones de limpieza y salubridad de todos los miembros del núcleo familiar y 
del lugar de residencia. 
 
 Transporte: Se debe garantizar que la víctima y su núcleo familiar cuenten con el 
servicio de transporte en condiciones de seguridad y comodidad. 
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 Vestuario: Se debe garantizar que la víctima y su núcleo familiar accedan al vestuario 
que corresponda a su edad, cultura y uso habitual.  
 
 Asistencia médica de urgencias: Se debe garantizar la atención médica de urgencias 
a todos los miembros del núcleo familiar, respondiendo a sus necesidades 
particulares vinculadas a su cultura, edad y condiciones de salud, teniendo especial 
cuidado con los niños, niñas, mujeres lactantes o embarazadas, adultos y adultas 
mayores, personas con enfermedades crónicas como diabetes o hipertensión arterial, 
entre otras. Esta atención comprende la atención en salud física y mental. La víctima 
y los miembros de su núcleo familiar podrán escoger el sexo del profesional que le 
preste la atención por parte de profesionales cualificados y expertos en la atención a 
víctimas de violencia sexual.  Si la víctima y su núcleo familiar por alguna razón se 
niegan a recibir la Asistencia Inicial la Policía deberá acordar las medidas necesarias 
para garantizar su seguridad personal. 
 
3.1.1.3.     Finalización de la asistencia inicial 
La asistencia inicial concluirá cuando se presenten alguna de las siguientes situaciones: 
 
 Cuando se demuestre que el riesgo de la víctima y su núcleo familiar no se origina 
por hechos ocurridos según aplicación de  la Ley 975 de 2005 de Justicia y Paz. En 
este caso, la Policía deberá garantizar la seguridad de la víctima y su grupo familiar 
mientras se direcciona el caso a las entidades competentes 
 
 Cuando se adopten las medidas de protección por parte del Grupo Técnico de 
Evaluación de Riesgos –GTER- o la Dirección del Programa. En cualquier caso, se 
deberá dejar constancia de tales circunstancias en acta que deberá ser notificada al 
beneficiario de protección. 
 
 Cuando la/el beneficiario de la asistencia inicial manifieste su voluntad de no querer 
continuar recibiendo la asistencia, su manifestación así como las razones que 
sustentan dicha decisión,  deberá constar por escrito, y aunque  renuncie de manera 
voluntaria a las medidas de asistencia inicial, la Policía deberá acordar las medidas 
necesarias para garantizar su seguridad personal y la de su núcleo familiar. 
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  Cuando la/el beneficiario de la asistencia inicial incumpla las obligaciones adquiridas 
o haga mal uso de ellas. De igual manera que en los casos anteriores, la Policía 
deberá acordar las medidas necesarias para garantizar su seguridad personal y la de 
su núcleo familiar. 
 
3.1.2.  Evaluación y calificación del riesgo 
El Grupo Técnico de Evaluación de Riesgos –GTER-, a través de la Policía Nacional o la 
Fiscalía General de la Nación, y con el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo o 
en su ausencia con algún funcionario del Ministerio Público, realizarán la evaluación y 
calificación de riesgo con el fin de asignar, cuando el riesgo sea considerado 
extraordinario o extremo, medidas de protección.    
 
En la Figura 3-3, se presenta el diagrama de flujo de la etapa de Evaluación y 
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 Figura 3-3: Diagrama de flujo de la etapa de Evaluación y Calificación del Riesgo 
 
 
Una vez puesto el caso en conocimiento del GTER, este contará con un plazo máximo de 
quince (15) días hábiles para realizar la evaluación y calificación del riesgo y decidir 
sobre las medidas de protección correspondientes; plazo que excepcionalmente podrá 
ser prorrogado, previa motivación.  
 
Cuando se establezca que este Programa no es competente para evaluar el caso por no 
estar en el marco de la Ley de Justicia y Paz, la Secretaría Técnica, previo concepto del 
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GTER, remitirá al Programa competente e informará a la Policía Nacional para que se 
suspenda la asistencia inicial. Si la persona es víctima de conflicto armado en el marco 
de la ley 1448 de 2011 –Ley de víctimas- se deberá remitir a la entidad que la deba 
atender,  todo ello acompañado de la información oportuna, clara y detallada a la persona 
que solicitó la protección. 
 
3.1.2.1.     Certificación de la calidad de víctima 
Para poder acceder a las medidas de protección, la víctima debe aparecer relacionada 
en el  Registro Único de Víctimas de la Unidad Nacional de Justicia y Paz o en el 
Registro único de Víctimas. 
La definición de víctima contemplada en el Decreto 1737 de 2010 corresponde a la 
“Persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones 
transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o 
sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de 
sus derechos fundamentales como consecuencia de acciones que hayan transgredido la 
legislación penal, realizadas por grupos armados organizados al margen de la ley. 
También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y 
familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa cuando a 
esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. Lo anterior en el entendido que 
lo aquí establecido no excluye como víctimas a otros familiares que hubieren sufrido un 
daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal, cometida 
por miembros de grupos armados organizados al margen de la ley”. 
3.1.2.2.     Principios y criterios en la Evaluación y Calificación del 
Riesgo  
Es necesario que la labor del GTER responda a los  principios consagrados en el Artículo 
3 del Decreto 1737 de 2010146, Para esta etapa en particular se resalta la importancia de 
                                                 
 
146 Decreto 1737 de 2010, artículo 3. Principios: Autonomía, Colaboración Armónica, Responsabilidad  
territorial, Consentimiento, Concertación, Factores Diferenciales, Celeridad, Confidencialidad, Temporalidad, 
Proporcionalidad, Buena fe y Salvaguarda de derechos. 
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regir las actuaciones por el principio de buena fe147, además de dar igual credibilidad a 
los relatos de todas las víctimas independiente de su raza, etnia, sexo u otras razones 
que puedan constituir discriminación. 
Un criterio fundamental en esta etapa es la presunción de riesgo, es decir, la Evaluación 
y Calificación del Riesgo debe tener como punto de partida la consideración de los 
riesgos que la Corte Constitucional ha identificado y definido en virtud de la pertenencia 
de la víctima a una o más de las poblaciones con especiales condiciones de 
vulnerabilidad (ver Anexo Nº 3. Matriz de “Factores de riesgo diferencial asociados a la 
pertenencia de la víctima a poblaciones sujetas de especial protección”).  
3.1.2.2.1. Determinación del riesgo de acuerdo a las condiciones 
particulares y diferenciales de la víctima. 
Además de los riesgos presumibles, el GTER tendrá en consideración para la Evaluación 
y Calificación, los riesgos asociados a características propias de la víctima y su núcleo 
familiar como lo son: 
 Nivel del riesgo de la zona donde reside la víctima y el núcleo familiar (verificable en 
los mapas de riesgo suministrados por el Grupo Técnico de Elaboración de Mapa de 
Riesgo y de los mapas elaborados por el Centro Integrado para la Restitución de Tierras 
–CI2RT- y por la presencia de Grupos armados al margen de la Ley ) 
 
 Personas que han denunciado violaciones de derechos humanos 
 Personas que se encuentra en proceso de reclamación de restitución de tierras 
 Mujeres víctimas cabeza de hogar 
 Mujeres embarazadas o lactantes en el núcleo familiar 
 Niños, niñas y adolescentes en el núcleo familiar  
 Adultos y adultas mayores en el núcleo familiar 
 Personas en condición de discapacidad en el núcleo familiar 
 Personas en condición de enfermedad en el núcleo familiar 
                                                 
 
147 Ibid, Principio de Buena fe: De acuerdo con el artículo 83 de la Constitución Política Nacional, los 
funcionarios públicos deberán presumir la buena fe de las víctimas en todas las gestiones que  adelantan 




La pertenencia de la víctima a poblaciones sujetas de especial protección y las demás 
características particulares que constituyen factores de riesgo, se verificará a partir de la 
información suministrada en el Formato de Documentación de Hechos de Violencia 
Sexual. 
Para la calificación del riego se elaborará una lista de chequeo que permita identificar los 
riesgos particulares de la víctima y su núcleo familiar. Todos los factores de riesgo tienen 
el mismo nivel de importancia, es decir, ninguno prevalece sobre otro, y todos deben ser 
considerados como agravantes para la evaluación y calificación del riesgo como extremo 
o extraordinario.  
A este propósito se tendrán como referencia las siguientes definiciones: 
 Riesgo: Es la probabilidad objetiva de que un peligro contra un individuo o un grupo de 
individuos se materialice en daño o agresión. El riesgo está determinado por la gravedad 
e inminencia de la amenaza, en relación con la vulnerabilidad de la víctima y las 
capacidades institucionales y sociales. El riesgo está limitado a un espacio y momento 
determinados. 
 
 Riesgo Extraordinario: Es aquel que atenta contra el derecho a la seguridad personal 
de la víctima o testigo en el marco de la Ley 975 de 2005 y que se adecua a las 
siguientes características:  
 
 Que sea específico e individualizable.  
 
 Que sea concreto, fundado en acciones o hechos particulares y manifiestos y no en 
suposiciones abstractas.  
 
 Que sea presente, no remoto ni eventual. 
 
 Que sea importante, es decir, que amenace con lesionar bienes o intereses jurídicos 
valiosos, integridad física, psíquica y sexual para la víctima o testigo.  
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 Que sea serio, de materialización probable por las circunstancias del caso.  
 
 Que sea claro y discernible.  
 
 Que sea excepcional en la medida en que no debe ser soportado por la generalidad 
de los individuos.  
 
 Que sea desproporcionado, frente a los beneficios que deriva la persona de la 
situación por la cual se genera el riesgo.  
 
 Riesgo Extremo: Es aquel que, además de ser extraordinario, es también grave, 
inminente y dirigido contra la vida o la integridad de la víctima o testigo.  
La lista de chequeo y la correspondiente calificación del riesgo serán  los referentes  para 
la etapa de Determinación y Ejecución de las medidas de protección.  
3.1.3.     Determinación y Ejecución de las Medidas de Protección 
Cuando el Grupo Técnico de Evaluación de Riesgo– GTER, haya determinado que la 
víctima solicitante se encuentra en situación de riesgo extraordinario o extremo aplicará  
medidas de protección. 
 
En la Figura 3-4, se presenta el diagrama de flujo de la etapa de Determinación y 
Ejecución de las Medidas de Protección, en el que se  muestran las posibles medidas 
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3.1.3.1.  Determinación y ejecución de las medidas de protección 
de acuerdo a las necesidades particulares y diferenciales de la 
víctima y su núcleo familiar 
Aunque las medidas de protección son en principio las mismas para todas las víctimas, la 
asignación y ejecución  de estas se realizará de manera diferencial teniendo en cuenta  
los factores particulares de riesgo de cada una de las víctimas y su núcleo familiar. Para 
esto se utilizará como guía la lista de chequeo de la Evaluación y Calificación del Riesgo. 
Para todos los casos, el personal del GTER, la Fiscalía y la Policía, deberá orientar sus 
acciones en los principios de Autonomía, Colaboración Armónica, Responsabilidad 
territorial, Consentimiento, Concertación, Factores Diferenciales, Celeridad, 
Confidencialidad, Temporalidad, Proporcionalidad, Buena fe y Salvaguarda de derechos 
consagrados en el artículo 3 del Decreto 1737 de 2010. 
 
A continuación se presentan las siete medidas de protección dispuestas en el decreto 
1737 de 2010 y unos lineamientos para su determinación y ejecución atendiendo a las 
necesidades particulares de la víctima y su núcleo familiar.  
 
-Autoprotección: “Es la orientación que se imparte, con el propósito de dar a conocer a la 
víctima las formas y procedimientos más indicados para prevenir actos contra su vida, 
libertad e integridad personal”. A este respecto es necesario que se explique a la víctima 
y su grupo familiar, de forma clara y en un lenguaje sencillo, los riesgos específicos 
derivados de haber puesto en conocimiento los hechos y las recomendaciones para 
minimizar el riesgo como estar atento a la presencia cercana y reiterada de personas 
extrañas, motocicletas o automóviles, y notificar cualquier sospecha al personal de la 
Policía, abstenerse de hablar con personas desconocidas de su situación de seguridad, 
procurar no visitar lugares donde el riesgo puede materializarse, entre otras. 
 
-Rondas Policiales: “Son los patrullajes periódicos preventivos realizados por la Policía 
Nacional para brindar seguridad al entorno de la residencia o sede de la organización a la 
cual pertenece la víctima”. Las rondas deberán llevarse a cabo de forma prudente, 
evitando  poner en evidencia el lugar de residencia o trabajo de la víctima, ya que esto 
aumentaría el riego y facilitaría su materialización. De ser posible la Policía Nacional 
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contará con personal de los dos sexos, de tal forma que la víctima tenga la posibilidad de 
elegir si desea que los patrullajes sean realizados por hombres o mujeres148. Además, el 
personal encargado para esta tarea deberá garantizar un trato respetuoso  y de 
colaboración con la víctima y su núcleo familiar. 
 
-Plan padrino: “Es la asignación de la responsabilidad individual a un funcionario de la 
Policía, el cual establecerá una comunicación permanente con la víctima y su núcleo 
familiar, con el fin de reportar o monitorear la situación de seguridad y prevenir hechos en 
su contra”. Al igual que en las rondas policiales, de ser posible la Policía Nacional contará 
con personal de los dos sexos para que la víctima tenga la posibilidad de elegir si desea 
que el padrino sea un hombre o una mujer, esto debido a que una mujer víctima de 
violencia sexual puede sentir incomodidad por la presencia permanente de un hombre y 
sentirse más segura o en confianza con una mujer. 
 
De ser posible se debe asignar un único agente para el cuidado de la víctima y su  núcleo 
familiar149 para facilitar el establecimiento de una relación de confianza y empatía. De no ser 
posible, es necesario que se haga un empalme con el agente nuevo y se notifique a la 
víctima de los datos y descripción física del mismo, porque si la víctima y su núcleo familiar 
no cuentan con esta información, puede darse el caso de que reciban visitas de  miembros 
de los grupos armados al margen de la ley suplantando al personal de la Policía. 
 
A cargo de la Fiscalía General de la nación se encuentran las medidas de protección de 
reubicación, chalecos antibalas y medios de comunicación.  La medida de esquemas 
móviles será asumida conjuntamente por la Fiscalía General de la Nación y la Policía 
Nacional. Las medidas complementarias estarán a cargo del Grupo Departamental de 
Medidas Complementarias, conformado por el Gobernador o su Secretario del Interior, la 
Policía Nacional, la Defensoría del Pueblo, cuando esta tenga representación en dicho 
                                                 
 
148 Parte de estas recomendaciones son realizadas por las mujeres beneficiarias de los programas de 
protección del estado y se recogen  en el documento elaborado por la Iniciativa de Mujeres Colombianas por 
las Paz,  2009. Justicia y Seguridad para las víctimas del conflicto armado: análisis con perspectiva de 
género,  p.p.  84 -85. 
149 Ibid, p. 85. 
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departamento. El Seguimiento y monitoreo. A cargo de la Procuraduría General de la 
Nación y el Grupo Interinstitucional de Protección. 
 
-Medios de Comunicación: “Son los equipos de comunicación entregados como 
elementos para la protección, con el objeto de permitir el acceso a la comunicación 
oportuna y efectiva del beneficiario con los organismos del Estado que participan en el 
Programa de Protección, con el fin de comunicar una situación de emergencia, dar 
cuenta de su situación de seguridad y evitar el riesgo que supone utilizar otro medio de 
comunicación”. A este respecto es necesario verificar que los equipos entregados a la 
víctima cuenten con cobertura de señal en la zona de residencia, ya que en algunas 
zonas apartadas del país no se recibe señal telefónica. Se debe garantizar la seguridad 
de la comunicación telefónica, es decir, hacer vigilancia a posibles interceptaciones de 
las líneas telefónicas para evitar que se aumente y materialice el riesgo.  
 
Así mismo, es necesario que la víctima y su núcleo familiar reciban una capacitación 
adecuada en el manejo de tales equipos, tanto en su funcionamiento técnico como en 
recomendaciones de buen uso. 
 
En una situación de riesgo inminente es necesaria una respuesta inmediata por parte del 
personal de la Policía, por esta razón es indispensable que se asignen horarios de 
atención que garanticen la disponibilidad de los agentes para responder de forma rápida 
a las llamadas de las víctimas. 
 
Finalmente, es necesario que se creen rutas o directorios de acceso telefónico directo 
con las autoridades, debido a que en una situación de emergencia la víctima no puede 
comunicarse con conmutadores o operadoras que redirijan las llamadas y demoren de 
manera innecesaria la atención. 
 
Chalecos Antibalas. Es una prenda blindada asignada a la víctima o testigo, para la 
protección del cuerpo humano. La víctima debe recibir la capacitación necesaria para el 




Esquemas móviles. Son los recursos físicos y humanos otorgados a los beneficiarios del 
Programa con el propósito de evitar agresiones contra su vida. A este respecto es 
necesario determinar la pertinencia de asignar automóviles blindados y escoltas, en 
particular en regiones rurales, ya que estos elementos no se corresponden con las 
condiciones de vida económicas de la mayoría de las víctimas150. Además, la presencia 
de estos elementos puede llamar la atención de los miembros de los grupos armados 
ilegales que operen en la zona, poniendo en evidencia a la víctima y a su núcleo familiar 
aumentando la posibilidad de materialización del riesgo.Reubicación: “Es el traslado 
definitivo de la víctima o testigo en riesgo en el marco de la Ley 975 de 2005, de la zona 
de riesgo a otro sitio del país, evento en el cual se le brinda apoyo para la estabilización 
socioeconómica. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación, garantizará la seguridad 
y subsistencia del protegido, hasta tanto se implemente esta medida”. Para asignar una 
reubicación definitiva es necesario tener en consideración los siguientes criterios: 
 
La reubicación debe ser para la víctima y su núcleo familiar, porque si los miembros de la 
familia deben quedarse en el lugar de residencia es posible que el riesgo se materialice 
para ellos.151  
 
Muchas de las víctimas son jefas de hogar  y  tienen a cargo a sus hijos, padres, 
personas enfermas o en situación de discapacidad. Si sólo la víctima es beneficiara de la 
reubicación no podrá aceptarla porque no existe alguien que asuma el sustento 
económico y cuidado de su familia, además de que perdería la colaboración  de su red 
de apoyo de familiares, amigos, vecinos. 
 Es necesario tener en cuenta si la víctima pertenece a alguna organización, si 
ejerce como lideresa de procesos de reclamación de sus derechos y de otras 
personas, porque si se asigna una medida de reubicación en estas condiciones, los 
procesos adelantados por la víctima quedarían estancados152. 
 
                                                 
 
150 Ibid. p.85.   
151 CNRR, 2010. Documento “Observaciones al Protocolo de Protección para Víctimas y Testigos de la Ley 
975 de 2005”  elaborado por el Área de Género y Poblaciones Específicas, Comisión Nacional de Reparación 
y Reconciliación . 
152 Ibid.  
110 Enfoque diferencial y de género para la  protección  de mujeres víctimas de violencia 
sexual de hechos ocurridos en el  contexto de las acciones de los grupos armados  que 
son postulados a la aplicación de  Ley 975 de 2005 -de Justicia y Paz-
 
 Es necesario determinar que el lugar de reubicación se adapte a las condiciones 
de edad, económicas, sociales, culturales de los miembros del núcleo familiar, por 
ejemplo, si se va a reubicar a una familia campesina cuya fuente de ingreso y 
manutención es la agricultura y las labores del campo, lo más adecuado sería que se 
le asigne la reubicación en una zona rural donde pueda seguir con su estilo de vida. 
 
 Es necesario que el lugar de reubicación sea una zona segura,  que no esté habitada 
por miembros de los grupos armados ilegales o reinsertados de los mismos153.  
 
 En el caso de que la reubicación se otorgue en ciudades principales como 
Bogotá,  Medellín o Cali, entre otras, no se escojan lugares marginales o de difícil 
acceso, donde se concentren grupos delincuenciales, pandillas, sicarios, ya que estos 
aumentan los riesgos particulares de los miembros de la familia como: que los jóvenes  
entren a formar parte de los grupos delincuenciales, que las mujeres, adolescentes, 
niñas y niños sean víctimas de violencia sexual (violación, actos sexuales abusivos,  
embarazo forzado, esterilización forzada, prostitución forzada, explotación sexual;  
trata de personas). 
 
 Se debe garantizar que el lugar asignado permita la comodidad y privacidad de todos 
los miembros del grupo familiar, evitando a toda costa situaciones de hacinamiento154. 
 
 Se debe procurar  que todos los miembros del núcleo familiar tenga acceso a la 
alimentación y que esta corresponda a las necesidades nutricionales de cada uno,   
acordes  a su cultura, edad y condiciones de salud, teniendo especial cuidado con los 
niños, niñas, mujeres lactantes  o embarazadas, adultos y adultas mayores, personas 
en condición de discapacidad, personas con enfermedades crónicas como diabetes o 
hipertensión arterial, entre otras. 
                                                 
 
153  Mesa de trabajo por un Plan Integral de Protección a Víctimas y Testigos de graves violaciones a 
derechos humanos e infracciones a derecho internacional humanitario, con enfoque de género y diferencial, 
2008. Plan Integral de protección a víctimas y testigos de graves violaciones a derechos humanos e 
infracciones a derecho internacional humanitario, con enfoque de género y diferencial: Documento de 
recomendaciones,  p. 41. 
154 Ibid.  
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 Se recomienda suministrar  los elementos de aseo necesarios para garantizar las 
condiciones de limpieza y salubridad de todos los miembros del núcleo familiar y del 
lugar de residencia. 
 
 Se debe garantizar la atención médica de  todos los miembros del núcleo familiar, 
ya sea por la afiliación al régimen contributivo o al subsidiado. La atención deber  
responder a  las necesidades particulares de cada miembro,  vinculadas a su cultura, 
edad y condiciones de salud, teniendo especial cuidado con los niños, niñas, mujeres 
lactantes  o embarazadas, adultos y adultas mayores, personas con enfermedades 
crónicas como diabetes o hipertensión arterial, entre otras.  Esta atención comprende 
la atención en salud física y mental. Es necesario que se preste atención al proceso 
de acompañamiento psicosocial de la familia, debido a que no sólo tiene que afrontar 
los hechos de violencia sexual sino los cambios generados por la reubicación, el 
dejar atrás su pueblo, modificar sus costumbres, establecer nuevas redes de apoyo, 
entre otras a través del Grupo Departamental de Medidas complementarias. 
 
 La víctima y los miembros de su núcleo familiar podrán escoger el sexo del 
profesional que le preste la atención  en salud y en la medida de lo posible ésta será 
prestada por  profesionales capacitados en derechos humanos y en  la atención a 
víctimas de violencia sexual. 
 
Para la determinación y ejecución de estas medidas es necesario tener en cuenta que: 
 La víctima podrá sugerir cuales son las medidas de protección que considera se 
ajustan más sus necesidades y condiciones de vida. 
 
 Las medidas enunciadas no son excluyentes en su implementación 
 
 La ejecución de las medidas de protección dispuestas por el Grupo Técnico de 
Evaluación de Riesgo -GTER-, se formalizarán mediante acta de compromiso suscrita 
entre el beneficiario de las medidas y el representante de la entidad competente, en 
la cual se harán constar las obligaciones que adquiere el protegido y las 
consecuencias de su desacato o el mal uso que haga de ellas.  
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3.1.3.2.  Reevaluación del Riesgo 
El Grupo Técnico de Evaluación de Riesgo -GTER-, reevaluará el riesgo de las personas 
vinculadas al Programa cada seis (6) meses.  Consecuentemente con el resultado de la 
reevaluación del riesgo, las medidas de protección asignadas se podrán suspender, 
retirar, renovar o modificar, para lo cual se tendrá en cuenta el procedimiento establecido 
en el artículo 35 del Código Contencioso Administrativo.  
 
3.1.4. Terminación de las medidas de protección  
El Grupo Técnico de Evaluación de Riesgo, podrá determinar la terminación de la 
protección cuando se presente una o más de las causales que se presentan en el Figura 
3-5. Diagrama de flujo de la etapa  de Terminación de la Protección. 
 





En el caso, en el cual se incumplan los compromisos adquiridos por el protegido en la 
medida de reubicación definitiva, se entenderá que la persona asume el riesgo por el cual 
fue incluida en el programa. Para la exclusión unilateral se adoptará el procedimiento 
establecido en el artículo 35 del Código Contencioso Administrativo, es preferible que 
esto no suceda, sino que la finalización de las medidas de Protección se ejecute, de 
acuerdo al estudio técnico de nivel de riesgo.  
 
Si la víctima no está de acuerdo con la finalización de las medidas de protección o  los 
cambios en las mismas porque considera que su situación de riesgo no es acorde con 
estas modificaciones, podrá interponer un recurso de reposición  dentro de los  5 días 
hábiles siguientes a la notificación de la decisión sobre las mismas. 
 
Mientras la dirección del programa de protección o la instancia competente analice los 
recursos y decida sobre los mismos, la víctima y su grupo familiar deberán continuar con  
las medidas de protección que habían sido asignadas.  
 
Con respecto a la terminación de la protección por  la reubicación definitiva, es necesario 
recalcar que se debe seguir brindando la asistencia necesaria en materia de seguridad 
para la víctima y su núcleo familiar, ya que existe la posibilidad de que  en la zona de 
reubicación operen otros o los mismos grupos armados al margen de la ley que 
generaron la amenaza, además de bandas delincuenciales, lo que constituiría un nuevo 
factor de riesgo. 
 
De la misma forma, cuando la víctima y su núcleo familiar decidan renunciar a la 
reubicación y retornar a sus lugares de origen o zonas donde se originó el riesgo, no se 
debe terminar la protección, sino que se deben redefinir las medidas de acompañamiento 
para garantizar su seguridad y el acceso efectivo de sus demás derechos. 
 
3.2.     Medidas Complementarias con enfoque diferencial 
y de género 
Para la aplicación de las medidas complementarias se buscará integrar la atención a las 
necesidades de las víctimas y su núcleo familiar, con el propósito de salvaguardar sus 
derechos afectados y buscar su bienestar emocional y familiar, por tal razón, deberán 
114 Enfoque diferencial y de género para la  protección  de mujeres víctimas de violencia 
sexual de hechos ocurridos en el  contexto de las acciones de los grupos armados  que 
son postulados a la aplicación de  Ley 975 de 2005 -de Justicia y Paz-
 
concurrir todas las entidades competentes en la ejecución de programas orientados a dar 
respuesta a estas necesidades. Igualmente se podrán convocar entidades sin ánimo de 
lucro que colaboren con estos propósitos. 
 
3.2.1.     Evaluación y asignación de medidas complementarias de 
acuerdo a las necesidades particulares y diferenciales de la 
víctima y su núcleo familiar. 
Cuando la situación de amenaza amerite el traslado de la víctima o testigo y/o se afecten 
de manera decidida sus derechos o los de su grupo familiar a la educación, la salud y la 
estabilidad emocional, el Grupo Técnico de Evaluación de Riesgo -GTER-, remitirá el 
caso al Grupo Departamental de Medidas Complementarias, a fin de asegurar las 
acciones de garantía de restitución de los derechos afectados y de preservar el bienestar 
personal y familiar.  
 
El Grupo Departamental de Medidas Complementarias valorará la asignación de medidas 
complementarias, a fin de asegurar los medios necesarios, en el marco de las 
competencias institucionales, garantizar la protección de los demás derechos afectados, 
brindar la asistencia psicológica a la persona amenazada y a su familia y asegurar la 
debida orientación jurídica, en el marco de la Ley 975, para la reclamación de sus 
derechos y el acceso a la justicia.  
 
Esta etapa es fundamental para avanzar en la restitución y garantía de los derechos de la 
víctima y su núcleo familiar. Las medidas asignadas deben responder a las necesidades 
particulares de cada núcleo familiar en materia de educación, salud, recreación,  
seguridad y acceso a la justicia.  
 
La reubicación de la víctima y su núcleo familiar es un proceso complejo porque 
representa el abandono su estilo de vida particular, ante todo por el manejo de las 
diferentes pérdidas, a saber: 
 Humanas: familiares,  amigos, vecinos. 
 Animales: mascotas y animales de crianza. 




 Materiales: tierras, cultivos, negocios entre otros 
 
 Además del trabajo, la escuela, la iglesia, las prácticas recreativas, deportivas, 
culturales. 
 
 Se debe garantizar el apoyo psicosocial para todos los miembros del núcleo familiar. 
 
 Se debe garantizar la orientación y representación jurídica, especializada para cada 
caso, para adelantar los procesos de reclamación de derechos y acceso a la justicia. 
 
 Se debe garantizar la seguridad de todos los miembros del núcleo familiar. 
 
 Se debe garantizar el acceso a la educación básica a los niños, niñas y adolescentes, 
asegurando en lo posible el acompañamiento psicológico para la adaptación al nuevo 
ambiente escolar. Esto debido a que por venir de otra zona del país y presentar 
costumbres y hábitos diferentes pueden ser víctimas de rechazo o matoneo por parte 
de sus compañeros, lo que incidiría de manera negativa en su desempeño académico 
y social, conduciendo en algunos casos a la deserción. 
 
 Los jóvenes deben recibir orientación vocacional ya sea para ingreso a la educación 
superior (profesional, técnica, tecnológica) o para ingresar al mundo laboral. 
 
 Se debe orientar el acceso a  programas de capacitación para adultos que no tienen 
formación escolar. 
 
 Se debe orientar y garantizar el acceso a oportunidades laborales o incentivar las 
iniciativas productivas en condiciones de dignidad e igualdad para las personas 
adultas encargadas del sostenimiento del núcleo familiar. 
 
 Se deberá garantizar el acceso a programas de atención especializados para el 
adulto mayor.  
 Se debe garantizar el acceso al Sistema de Seguridad Social en Salud a todos los 
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miembros del grupo familiar, ya sea por la afiliación al régimen contributivo o al 
subsidiado. La atención deber  responder a  las necesidades particulares de cada 
miembro,  vinculadas a su cultura, edad y condiciones de salud, teniendo especial 
cuidado con los niños, niñas, mujeres lactantes o embarazadas, adultos y adultas 
mayores, personas en condición de discapacidad, personas con enfermedades 
crónicas como diabetes o hipertensión arterial, entre otras. 
 Se debe garantizar el acceso a programas de recreación, cultura y actividades 
deportivas para todos los miembros del núcleo familiar, incentivando el 
aprovechamiento y buen uso del tiempo libre. 
 
Para poder garantizar el cumplimento de estos criterios el Grupo Departamental de 
Medidas Complementarias deberá: 
 
 Articular las acciones de las entidades e instituciones públicas: Secretarías Distritales 
o oficinas municipales de Ministerio Público, Gobierno, Educación, Salud, Hábitat, 
Planeación, Desarrollo Económico, Integración Social, Cultura, recreación y deporte, 
universidades públicas, SENA, y buscar el apoyo de entidades privadas: Institutos de 
capacitación, universidades privadas, empresa privada, organizaciones no 
gubernamentales que puedan ofrecer ayuda, asesoría o acompañamiento. 
 
 Diseñar directorios de  entidades e instituciones al igual que las rutas de acceso155 a 
los derechos en cada zona de reubicación. 
 
3.3. Participación de la víctima y de la sociedad civil 
Para que el Protocolo propuesto cumpla con el objetivo de responder de manera real y a 
adecuada a las necesidades y condiciones de vida particulares de las víctimas y su 
núcleo familiar es necesario implementar espacios de participación para que sus puntos 
                                                 
 




de vista, vivencias y sugerencias sean escuchadas y tenidas en cuenta para la 
adecuación y mejoramiento de los procedimientos en cada etapa del protocolo. 
A este respecto se propone: 
 Que la opinión y sugerencias de las víctimas sean tenidas en cuenta en cada una de 
las etapas del protocolo. 
 
 Diseñar y desarrollar talleres con los beneficiarios de las medidas de protección para 
capacitarlos en el conocimiento del programa de protección, de los derechos que 
tienen en el mismo y las rutas de atención. 
 
 Nombrar representantes de las víctimas de diferentes zonas del país para que 
participen de manera activa en el Comité de Seguimiento y Evaluación, garantizando 










4. Consideraciones finales 
Luego de la revisión conceptual y de la normativa nacional e internacional relacionada 
con la protección y  atención a las mujeres víctimas de violencia sexual expuestas en el  
Capítulo I de esta investigación, se presentan las siguientes consideraciones: 
 
 Se videncia que se han realizado avances por parte del Estado Colombiano, con 
aportes de las organizaciones de mujeres y de organismos internacionales de 
derechos humanos, en procura de la protección y el respeto por los derechos de las 
mujeres, sin embargo, esto no ha sido suficiente. 
 
 Se cuenta a nivel nacional e internacional con suficiente respaldo normativo, para 
que, en teoría, los derechos de las mujeres sean protegidos, pero se considera que 
esto sólo será posible si existe un compromiso institucional y un aparato judicial que 
investigue y sancione a los responsables y, por supuesto que se repare integralmente 
a las víctimas. Además de requerir una sociedad civil que sea sensible y conozca el 
impacto y consecuencias de la violencia sexual en el marco del conflicto armado, y  
de unas víctimas que se empoderen, conozcan sus derechos y denuncien dichos 
actos violentos.  
 
 Con respecto a la atención a las víctimas de violencia sexual, es evidente y clara la 
desventaja que históricamente han experimentado las mujeres por el hecho de ser 
mujeres; incluso se podría decir que los Derechos Humanos Universales, no son 
realmente "universales", pues existe  “una incapacidad de reconocer la necesidad de 
caracterizar la subordinación de la mujer como una violación de los derechos 
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humanos, y la ausencia de prácticas estatales que condenen la discriminación contra 
la mujer”156.   
 
 Así para el reconocimiento de los derechos humanos de la mujer es necesaria la 
existencia, no solamente de una legislación favorable, sino de la aplicación de la 
misma con unas prácticas Estatales que permitan la restitución de sus derechos y la 
reparación integral (restitución, indemnización, rehabilitación, medidas de satisfacción 
y garantía de no repetición de los hechos). Sólo esto permitiría acercarnos a "La 
plena participación, en condiciones de igualdad, de la mujer en la vida política, civil, 
económica, social y cultural en los planos nacional, regional e internacional y la 
erradicación de todas las formas de discriminación basadas en el sexo", como se 
plantea en la Declaración y Programa de acción respecto a discriminación contra la 
mujer, aprobado en  Viena  en 1993157. 
 Cabe señalar que la creación de nuevas leyes no ha mejorado la situación de las 
víctimas ni su acceso a la justica, pues, se carece de la formulación e  
implementación de  una política pública de atención a las víctimas de violencia sexual 
de manera particular.  Además, se requiere fortalecer los programas de capacitación 
para enfrentar idóneamente la problemática, específicamente con   funcionarios 
judiciales, funcionarios/as  públicos y del sector salud que permita una adecuada 
orientación/atención a las víctimas, una correcta recepción de las denuncias, una 
acertada atención psicosocial que incluya procesos terapéuticos. 
 En el marco de una esperada Justicia transicional, y pese a la existencia de una 
basta  normativa nacional e internacional sobre la materia, realmente no se cuenta 
con programas de protección con un enfoque diferencial y de género, 
específicamente para mujeres víctimas de violencia sexual en el marco de la Ley 975 
de 2005. 
                                                 
 
156 Cook, Rebecca. 1997. Los derechos internacionales de la Mujer: El camino a seguir. en Derechos 
Humanos de la Mujer: Perspectivas Nacionales e Internacionales, Cook, R.J. (ed.). Bogotá, Colombia, 
Profamilia, p. 3-33. 
157 Declaración y Programa de Acción de Viena, parte I, párr. 18. 
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 Aunque existe la Sentencia T-496 de 2008, se carece de una real voluntad estatal 
para el logro  de una  atención integral y protección a las víctimas. Por lo anterior,  la 
creación de un modelo de protección con enfoque diferencial, constituiría un 
importante instrumento de referencia para los procedimientos y protocolos que deben 
elaborar y aplicar las instituciones158, que por misión institucional, ley o decreto, son 
las responsables de la implementación de los procesos de protección a las mujeres 
víctimas de hechos violentos en el marco de la ley de Justicia y Paz.  
 Dichas instituciones enfrentan el reto de realizar cambios en la cultura institucional 
para lograr una atención diferencial y de género; es decir, son indispensables 
cambios -institucionales e intersectoriales - estructurales (políticas institucionales, 
procedimientos, protocolos, garantía de calidad, capacitación continua) y operativos 
(medios, recursos, condiciones adecuadas) que garanticen que los operadores 
judiciales y funcionarios/as  públicos tengan un sentido de respeto por las víctimas y 
sean sensibles a su problemática con base en un conocimiento pleno e idóneo del 
impacto que genera la violencia sexual como arma de guerra en las víctimas. 
 De manera particular, no se ha cumplido cabalmente con el objeto de la Ley 975 ni 
con uno de sus artículos así: Ley 975 de 2005, artículo 1. Objeto: se establece como 
condición, para facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual y colectiva 
a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, que se 
garanticen los derechos de las victimas a la verdad, a la justicia y a la 
reparación.  Y  de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 38 de la misma Ley, los 
funcionarios a los que ella se refiere deberán adoptar, sin perjuicio de los derechos 
del acusado o de un juicio justo e imparcial, "las medidas adecuadas y todas las 
acciones pertinentes para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la 
dignidad y la vida privada de las víctimas y los testigos, así como, la de las demás 
partes del proceso", teniendo en cuenta los factores de edad, género, salud, la índole 
                                                 
 
158 Fiscalía General de la Nación, la Policía Judicial, el Ministerio del Interior, la Unidad Nacional de 
Protección,  el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social –antes Acción Social-, el Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el Ministerio de Salud y  Protección Social, la Policía 
Nacional, el Ejército Nacional, la Armada Nacional, las Comisarías de Familia, el Ministerio de Educación, el 
Ministerio Público, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- y las Entidades Territoriales. 
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del delito, en particular cuando este entrañe violencia sexual, irrespeto a la 
igualdad de género o violencia contra niños y niñas. 
 Por lo anterior se considera importante aportar en la construcción de un Protocolo de 
Protección con enfoque diferencial, con el cual se aplicaría el Derecho como medio 
en cuanto a que su implementación obedecería a una decisión que afectaría –en este 
caso, de manera positiva- la vida de la mujeres víctimas de violencia sexual, y en 
cuanto al Derecho como institución impactaría a la sociedad y por ende a las familias, 
a los colectivos y a los individuos en particular.   
 Este aporte bien lo señala  Teubner159 retomando a Habermas, quien, en una 
publicación  de 1981 hace una distinción importante entre derecho como "medio" y 
derecho como "institución". Como "medio", el derecho es un proceso de decisión 
socio-tecnológico independiente que reemplaza las estructuras comunicativas que 
existen dentro del "mundo de la vida" de los subsistemas sociales y de esa manera 
distribuye los bienes de acuerdo con sus criterios propios. El derecho como 
"institución" funciona meramente como una "constitución externa" para las esferas de 
socialización, integración social y reproducción cultural. Cuando funciona como 
"institución", el derecho facilita más que poner en peligro, los procesos 
autorregulatorios de comunicación y aprendizaje. 
 En concordancia con esto, la antropóloga Donny Meertens, en su texto sobre Género, 
Desplazamiento y Derechos,160 señala que los Programas de Protección con un 
enfoque diferencial, mínimamente deben contemplar el reconocimiento de 
vulnerabilidades y necesidades particulares, así como la eliminación de estereotipos 
culturales que impidan el ejercicio de los derechos humanos universales. Es claro 
entonces que los Programas de Protección con enfoque diferencial de género, deben 
institucionalizarse, en miras a una real garantía y protección de los derechos 
fundamentales, en este caso de las mujeres. 
Referente a las consideraciones finales, según el Capítulo II, es pertinente anotar:  
                                                 
 
159 Gunter Teubner, 2000. Derecho reflexivo en P. Bourdieu y G. Teubner, La Fuerza del Derecho, Bogotá: Siglo 




 Sin poder conocer el panorama real de la gravedad de la violencia sexual en el 
conflicto armado y solo en base a unas “frías” cifras se hace evidente la existencia de 
una realidad invisible para el Estado, para el sistema judicial y para la sociedad 
colombiana. Por lo cual no se pueden contemplar todas las necesidades de las 
mujeres que están siendo víctimas, independientemente de lo que los números 
señalan. De manera contundente, se refleja la prevalencia de las agresiones 
sexuales en contra de las mujeres colombianas en el conflicto armado actual, lo 
anterior, pese a que es indudable  la existencia de un alto sub-registro y de la falta de 
inclusión de variables que incluyan los diferentes tipos de  violencia sexual en el 
marco del conflicto armado, por lo menos desde antes del año 2007 en el registro 
oficial del INMLCF, se evidencia una prevalencia de ésta en el país.  
 
 El sistema de registro de los delitos sexuales en Colombia muestra grandes 
debilidades como se señalaron en el Capítulo II, siendo así que entre diferentes 
organismos gubernamentales se cuenta con cifras distantes. Sin embargo, aunque 
las cifras se utilicen como reflejo de las problemáticas sociales desde la actuación en 
derecho,  el solo hecho de tener una mujer víctima de violencia sexual en el marco 
del conflicto armado ya da lugar a la actuación diferenciada del Estado para su 
atención y protección.  
 
 Los datos estadísticos son claros al mostrar que la violencia sexual afecta 
mayoritariamente a las mujeres. Se evidencia una grave situación que ha de ser aún 
más crítica teniendo en cuenta el alto porcentaje de subregistro de los delitos 
sexuales, ya expuesto. 
 
 Es importante el papel que han desempañado diferentes organizaciones de la 
sociedad civil, particularmente  de mujeres en pro de documentar y evidenciar la 
magnitud de la problemática asociada a la violencia sexual, que no solo contempla el 
número de víctimas en sus diferentes manifestaciones sino la comprensión que las 
mujeres tienen de que esos actos no son violatorios a sus derechos. Muchas mujeres 
no perciben los hechos  de violencia sexual como delitos a denunciar y ser 
sancionados, lo cual se ilustró claramente en los resultados de la Encuesta realizada 
por la Corporación Casa de la Mujer y Oxfam.  
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 En cuanto a la aplicación de la Ley de Justicia y Paz en los casos de violencia sexual 
se señala una alta impunidad de los casos cometidos. A marzo de 2012 solo se han 
proferido 2 Sentencias condenatorias por acceso Carnal violento en persona 
protegida (Sentencia 2008-83194, 2007-83070 del 01 de diciembre de 2011 y  
Sentencia 2006-81366 del 07 de diciembre de 2011). 
 
 Las razones expuestas,  hacen que la violencia sexual se invisibilice y minimice ante 
la sociedad y especialmente en el marco del conflicto armado colombiano, así, los 
datos estadísticos expuestos en el segundo Capítulo reflejan el subregistro en la 
denuncia como consecuencia de relaciones sexistas, que naturalizan la violencia y la 
hacen ver como “normal”. 
 
 Por último, se quiere señalar que a pesar del bajo número de denuncias frente al 
panorama real de la violencia sexual, las mujeres, víctimas o no, están luchando por 
visibilizar esta problemática, “dejando a tras una visión patriarcal de las mujeres como 
víctimas pasivas de los conflictos armado y la violencia”161  . Además en la historia 
reciente de algunos procesos de paz, como en Ruanda, Guatemala, Perú y República 
Democrática del Congo, evidencian “que bajo ciertas circunstancias las mujeres 
están dispuestas a denunciar los actos de violencia sexual de los que han sido 
víctimas y que para ello es fundamental la voluntad del Estado de brindar las 
condiciones de seguridad, protección e intimidad a las víctimas”162. 
 
 La presente investigación ha señalado el vacío institucional que el Estado colombiano 
tiene para atender de manera integral a las mujeres víctimas de violencia sexual en el 
marco del conflicto armado nacional e implementar procesos de protección 
diferencial. Por tanto, se ha mostrado una problemática presente en la administración 
de justicia al evidenciar que no se ha garantizado el acceso a la justicia de las 
                                                 
 
161 Villellas, María. 2010. La violencia sexual como arma de guerra. Escola de Cultura de Pau. Agencia 
Catalana de Cooperación para el Desarrollo. Barcelona, España. p.13. 
162Barraza, Cecilia. Guzmán, Diana. 2008. Sin Tregua. Políticas de reparación para mujeres víctimas de 
violencia sexual durante dictaduras y conflictos armados. Humanas. Centro Regional de Derechos Humanos 




mujeres víctimas de violencia sexual, especialmente en el marco de la Ley 975 de 
2005 –Justica y Paz-. 
 Así mismo el estudio ha expuesto algunos  avances del Estado Colombiano en 
cuanto al reconocimiento de derechos de las mujeres en los programas de 
protección,  donde se ha buscado tener en cuenta el enfoque diferencial y de género 
establecido por múltiples normas nacionales e internacionales, sin embargo, las 
mujeres víctimas de violencia sexual en el marco de estudio de esta investigación, no 
cuentan con mecanismos efectivos de protección que garanticen su acceso a la 
justicia. Además, porque la implementación de los mecanismos institucionales 
existentes para la protección de las víctimas no responden a las necesidades y 
particularidades de las mujeres, por lo cual no se da cumplimiento ni a los 
compromisos internacionales asumidos por el Estado, como tampoco a las normas 
internas que reconocen estos derechos. 
 A partir de la identificación de la necesidad de una atención diferencial a las mujeres 
víctimas de violencia sexual, esta investigación consideró importante apoyar la 
respuesta del Estado para abordar el tratamiento y la protección diferencial a ellas en 
el marco de la ley 975 de 2005, por medio de la propuesta de un instrumento que 
facilite la comprensión de los funcionarios/as sobre el enfoque diferencial y de género 
y su aplicación en los mecanismos de protección ofrecidos, con el fin de favorecer el 
ejercicio y disfrute de los derechos de las mujeres.  
Por lo anterior, el Capítulo III de esta investigación contiene la propuesta de un Protocolo 
de Protección para mujeres víctimas de presunta violencia sexual de hechos ocurridos en 
el contexto de las acciones de los grupos armados que son postulados a la aplicación de 
la Ley 975/2005 –Justicia y Paz-. 
 El Protocolo incluye  un Formato de recepción de los hechos, en el que  se recopila 
de manera integral, información detallada  para que la víctima no sea revictimizada 
en cada instancia de atención del proceso. Por otra parte, el Protocolo contiene una 
guía de diligenciamiento a ser implementada por los funcionarios/as encargados de la 
recepción de la denuncia, cuyo objetivo principal es el de orientar su implementación  
y orientar de manera práctica la atención a la población específica tratada. 
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 El Protocolo, recomienda al Estado colombiano que en los mecanismos de seguimiento y 
evaluación de la atención y protección a las mujeres víctimas, se contemplen las 
recomendaciones dadas por la Mesa de trabajo por un Plan Integral de Protección a 
Víctimas y Testigos de graves violaciones a derechos humanos e infracciones a derecho 
internacional humanitario, con enfoque de género y diferencial163, en donde se propone 
la conformación  de un comité  con las siguientes funciones: 
a. Supervisar periódicamente las labores de los Órganos de Dirección, Ejecución, 
Evaluación y Seguimiento contemplados en el Decreto 1737 de 2010. 
b. Realizar reuniones para socializar los resultados de la supervisión y proponer 
alternativas de solución para las dificultades encontradas. 
c. Habilitar el servicio de atención para personas beneficiarias del programa, en el 
que se atiendan de manera rápida y oportuna las observaciones, quejas, 
reclamos y sugerencias. 
d. Realizar seguimiento a las disposiciones y medidas de protección otorgadas a las 
personas beneficiarias, verificando que se ajusten a sus condiciones y 
necesidades particulares. 
e. Si se verifica que  las medidas de protección adoptadas no se ajustan a las 
condiciones y necesidades particulares de la víctima y su núcleo familiar, deberá 
solicitar al GTER la reevaluación de la determinación y ejecución de las medidas. 
f. Elaborar un informe mensual sobre sus actividades. 
g. Diseño y aplicación de instrumentos  cuantitativos y cualitativos para la evaluación 
del Programa, discriminando la opinión de hombres y mujeres y otros grupos 
específicos como afrodescendientes, indígenas, adultos mayores y  personas en 
situación de discapacidad. 
h. Elaborar un informe semestral en el que de cuenta de la cantidad de personas 
atendidas, la cantidad y clase de medidas otorgadas, el tipo de quejas y la 
respuesta dada a las mismas. Todos los datos contenidos en el informe deberán 
                                                 
 
163 Mesa de trabajo por un Plan Integral de Protección a Víctimas y Testigos de graves violaciones a 
derechos humanos e infracciones a derecho internacional humanitario, con enfoque de género y diferencial, 
2008. Plan Integral de protección a víctimas y testigos de graves violaciones a derechos humanos e 
infracciones a derecho internacional humanitario, con enfoque de género y diferencial: Documento de 
recomendaciones,  p.p. 65, 66. 
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estar discriminados de acuerdo a las condiciones de edad, género y pertenecía a 
poblaciones vulnerables de la víctima. 
 
 Vale la pena señalar que para un real acceso a la justica se hace necesaria la 
formación de los funcionarios/as que atienden a la población víctima, en busca de 
que los procedimientos y protocolos para los Programas de Protección, sean 
aplicados de manera efectiva y tengan en cuenta las características y necesidades 
particulares de las víctimas desde una perspectiva diferencial y de género.  
 Así, la aplicación del Protocolo propuesto y el mejoramiento de los Programas de 
Protección debe desarrollar procesos de formación y sensibilización en la temática de 
la violencia sexual, sus consecuencias y sus impactos diferenciados; por lo tanto, en 
los Programas de Protección, los funcionarios/as  deben enfocar sus acciones 
basados en un panorama completo y claro de las manifestaciones e implicaciones 
que genera  la violencia sexual en el conflicto armado, de manera que sus 
actuaciones y decisiones se direccionen al restablecimiento de derechos y a una 
reparación integral de las víctimas de acuerdo con la gravedad de los actos. Al 
respecto, entre los elementos definitorios sobre violencia contra las mujeres que 
ofrece la “Convención de Belém do Pará” (Artículos 1 y 2) se resalta que la violencia 
consiste también en aquella "que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus 
agentes"164. En este sentido, si los sujetos de intervención estatal toleran -por 
ignorancia, desconocimiento o incompetencia- la violencia contra la mujer están 
ejerciéndola ellos mismos y revictimizando a las mujeres. 
 
 Con esto, se resalta el hecho de que las mujeres son víctimas en varios niveles. En 
primer lugar, son víctimas en el sentido de que sufren la violencia contra su dignidad, 
contra sus cuerpos, contra sus familias y contra sus vidas, entre otros. En segundo 
lugar, al no ser protegidas de forma integral e idónea por las instituciones estatales, 
sufren una segunda victimización en el sentido de que padecen de la falta de 
tratamiento digno y respetuoso para resarcir sus derechos vulnerados.  
                                                 
 
164 Convención de Belem do Pará o Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer. 1994. pp. 1, 2. 
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A continuación, se relacionan dos  ejes temáticos que se sugiere se tengan en cuenta en 
los programas de formación: 
 Temas Generales: contexto sociopolítico nacional, competencias cortes nacionales e 
internacionales (experiencias de Tribunales Internacionales), competencias 
institucionales relacionadas con la atención integral a víctimas de la violencia y 
coordinación interinstitucional. 
 Temas Específicos: derechos de las víctimas, enfoque diferencial (género, grupos 
etarios -ciclos de vida-,  población afro descendiente, indígena y Rom, personas  en 
situación de discapacidad y  población LGBTI), el cual debe incluir el marco 
normativo, la perspectiva de género, la organización social, cultural, técnicas de 
entrevistas,   guías para la atención en crisis, los derechos de las mujeres y los 
factores de vulnerabilidad de la población objeto acorde a lo señalado en la 
jurisprudencia nacional,  las rutas de atención a víctimas de violencia sexual, 
violencia de género, violencia intrafamiliar y una adecuada articulación de las 
competencias interinstitucionales respecto a  dichas violencias. 
 
 De manera práctica se recomienda el diseño e implementación de un sistema de 
registro unificado digital. En la actualidad todo el proceso de asignación y 
seguimiento de las medidas de protección otorgadas a las víctimas se hace de 
manera  manual, por medio del  manejo de archivos físicos (papel) que son 
elaborados por las entidades (Policía Nacional, Fiscalía, GTER) que a nivel regional  
evalúan las condiciones particulares de las víctimas para determinar los niveles de 
riesgo y así asignar  las medidas de protección  para disminuir o contrarrestar el 
mismo. Para que se  tenga un mejor control y garantizar la transparencia en  cada 
una de las etapas del proceso  se propone implementar un software para el registro y  
manejo de la información. 
 Esta herramienta podría ofrecer los siguientes  beneficios: 
 Facilidad del diligenciamiento del Formato de hechos de Presunta Violencia 
Sexual, mediante aplicativos de ayuda que aclaren el significado de los ítems del 
mismo y sugerencias para su diligenciamiento. 
 Disponibilidad  inmediata de la información consignada en el formato sobre la 
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víctima y su núcleo familiar de cualquier región de Colombia vía web, lo cual 
disminuiría los tiempos de envío de las solicitudes al GTER y agilizaría los 
trámites. 
 El software podría ser programado para generar un formulario que incluya  alertas 
de riesgo cuando se diligencian casillas específicas, por ejemplo las relacionadas 
con la pertenencia a grupos de especial protección: indígenas, mujeres, personas 
en situación de desplazamiento o de discapacidad, entre otros. Estas alertas 
estarían acompañadas de la información sobre los riesgos particulares para cada 
población. 
 Con el  Formato, el GTER  recibiría de forma detallada la información de riesgos 
diferenciales de cada víctima y su núcleo familiar, lo que le permitiría evaluar el 
riesgo de forma más precisa. 
 El GTER y el Grupo Técnico de Medidas Complementarias, al tener información 
precisa y detallada podrán asignar las medidas de protección de acuerdo a las 
necesidades particulares de cada víctima y su núcleo familiar, y en tiempos más 
cortos. 
 Las actividades de seguimiento y monitoreo de las medidas de protección, también 
se podrán hacer de forma más oportuna, porque se cuenta de manera inmediata  
con la información actualizada de la víctima y su núcleo familiar. 
 Se posibilita establecer procedimientos de seguridad de la información, 
concertando con las entidades involucradas en el proceso, rutinas de acceso a la 
información que incluyan: 
o Acceso restringido a la aplicación  para el diligenciamiento de formatos, mediante 
el uso de usuario y contraseña. 
o Acceso restringido y exclusivo a la información por parte de funcionarias/os 
delegados, por medio de la creación de usuarios que cuenten con permisos 
especiales. 
o Registro de las modificaciones que enfrenta la información y los usuarios que las 
realizan, con el fin de evitar que se elimine o altere la información de las y los  
beneficiarios, ya sea de manera accidental o intencional. 
 
 Permite establecer si la víctima se encuentra en otros procesos y en diferentes  
entidades estatales, lo que facilitaría  un mayor control del gasto público. 
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 Por último, basta señalar algunos de los retos que el Estado colombiano debe asumir 
en búsqueda de la garantía y acceso a la justicia a las mujeres víctimas de violencia 
sexual en el marco del conflicto armado interno, como es la necesidad de agilizar los 
procedimientos de análisis de los casos, la acreditación sumaria de victimas, la 
unificación de metodologías de evaluación de riesgo y el logro de una mayor 
cobertura de los Programas de Protección. De manera conjunta entre el Estado y la 
sociedad civil se hace necesario igualmente fortalecer a las mujeres para el 
reconocimiento de sus derechos y la detección del riesgo. Así mismo lograr una 
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B. Anexo: Categorías de orientación 
sexual e identidad de género165 
“Los términos concretos que las personas usan y con los que se identifican en cuestiones 
de orientación sexual e identidad de género varían mucho de una cultura a otra. No 
obstante, las categorías que comúnmente constituyen a la población LGBTI (Lesbianas, 
Gays Bisexuales, Transgeneristas e Intersexuales) son:  
 
 Lesbianas: Mujer que es atraída afectiva y/o sexualmente por personas del mismo 
sexo/género. No precisa haber tenido, necesariamente, experiencias sexuales con 
otras mujeres para identificarse como lesbiana. . El término viene desde la isla griega 
Lesbos, en donde vivía la poeta “Safo” quien enseñaba su arte a otras mujeres.  
 
 Gays: Término que se usa para hacer relación a los hombres que sienten atracción 
erótico afectiva exclusivamente por otros hombres y viven su vida en esa dirección. 
Proviene del latín gaudiom, alegres.  
 
                                                 
 
165 Principios de Yogyakarta. 2007. Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de 
derechos humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género.     
La orientación sexual se refiere a la capacidad de cada persona de sentir una profunda atracción 
emocional, afectiva y sexual por personas de un género diferente al suyo, o de su mismo género, 
o de más de un género, así como a la capacidad mantener relaciones íntimas y sexuales con 
estas personas. 
La identidad de género se refiere a la vivencia interna e individual del género tal como cada 
persona la siente profundamente, la cual podría corresponder o no con el sexo asignado al 
momento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo (que podría involucrar la 
modificación de la apariencia o la función corporal a través de medios médicos, quirúrgicos o de 
otra índole, siempre que la misma sea libremente escogida) y otras expresiones de género, 
incluyendo la vestimenta, el modo de hablar y los modales. 
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 Bisexuales: Hombres y mujeres cuyas manifestaciones afectivo eróticas están 
dirigidas a personas de ambos sexos/géneros. Estas personas han sido objeto de 
múltiples consideraciones,  pero en todo caso no significa que tengan relaciones al 
mismo tiempo con personas de ambos sexos.  
 
 Transgeneristas: Esta categoría tiene que ver más con la identidad sexual que con la 
orientación, aquí se incluyen a travestis, transexuales y transformistas quienes 
podrán tener una orientación sexual heterosexual, homosexual y bisexual. 
Terminología empleada para describir personas que transitan entre los géneros. Son 
personas cuya identidad de género transciende las definiciones convencionales de la 
sexualidad. Según la psicóloga Marina Talero Monroy (2.007), la definición de 
transgeneristas, incluye personas que construyen una subjetividad genérica 
masculina en el cuerpo de una mujer, llamándose así mismo un “hombre 
transgenerista” o que igualmente construye una subjetividad genérica femenina en el 
cuerpo de un hombre, llamándose a si misma mujer transgenerista  
 
 Transexual: Persona que tiene una identidad de género diferente del sexo que le fue 
descrito en el nacimiento. Los hombres y las mujeres transexuales pueden manifestar 
el deseo de someterse a intervenciones médicas y/o quirúrgicas para realizar la 
adecuación de sus características físicas de nacimiento (inclusive genitales) a su 
identidad de género constituida. Estas personas pueden tener una orientación 
heterosexual, homosexual o bisexual, dependiendo de cómo se identifiquen.  
 
 Intersexuales: Personas que tienen desde su nacimiento características físicas de 
ambos sexos. Anteriormente conocidas como personas hermafroditas, es el término 
general adoptado para referirse a una variedad de condiciones (genéticas y/o 
somáticas) con las que una persona nace, presentando una anatomía reproductiva y 
sexual que no se ajusta a las definiciones típicas de lo femenino o de lo masculino.” 
 
 Transexual: Persona que tiene una identidad de género diferente del sexo que le fue 
descrito en el nacimiento. Los hombres y las mujeres transexuales pueden manifestar 
el deseo de someterse a intervenciones médicas y/o quirúrgicas para realizar la 
adecuación de sus características físicas de nacimiento (inclusive genitales) a su 
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identidad de género constituida. Estas personas pueden tener una orientación 
heterosexual, homosexual o bisexual, dependiendo de cómo se identifiquen.  
 
 Intersexuales: Personas que tienen desde su nacimiento características físicas de 
ambos sexos. Anteriormente conocidas como personas hermafroditas, es el término 
general adoptado para referirse a una variedad de condiciones (genéticas y/o 
somáticas) con las que una persona nace, presentando una anatomía reproductiva y 







C. Anexo Matriz de factores de riesgo 
diferencial asociados a la pertenencia 










(i) El riesgo de violencia sexual, explotación sexual o 
abuso sexual en el marco del conflicto armado; 
(ii) El riesgo de explotación o esclavización para ejercer 
labores domésticas y roles considerados femeninos en 
una sociedad con rasgos patriarcales, por parte de los 
actores armados ilegales;  
(iii) El riesgo de reclutamiento forzado de sus hijos e hijas 
por los actores armados al margen de la ley, o de otro 
tipo de amenazas contra ellos, que se hace más grave 
cuando la mujer es cabeza de familia;  
(iv) Los riesgos derivados del contacto o de las 
relaciones familiares o personales –voluntarias, 
accidentales o presuntas- con los integrantes de alguno 
de los grupos armados ilegales que operan en el país o 
con miembros de la Fuerza Pública, principalmente por 
señalamientos o retaliaciones efectuados a posteriori por 
los bandos ilegales enemigos;  
(v) los riesgos derivados de su pertenencia a 
organizaciones sociales, comunitarias o políticas de 
mujeres, o de sus labores de liderazgo y promoción de 
los derechos humanos en zonas afectadas por el 
conflicto armado;  
(vi) el riesgo de persecución y asesinato por las estrategias 
de control coercitivo del comportamiento público y privado 
de las personas que implementan los grupos armados 
ilegales en extensas áreas del territorio nacional;  
(vii) el riesgo por el asesinato o desaparición de su 
proveedor económico o por la desintegración de sus grupos 
familiares y de sus redes de apoyo material y social;  
(viii) el riesgo de ser despojadas de sus tierras y su 
 Auto 092 de 2008 de 
seguimiento de la 
Sentencia T- 025 de 2004 
de la Honorable Corte 
Constitucional. 
 Sentencia T-496/08 





patrimonio con mayor facilidad por los actores armados 
ilegales dada su posición histórica ante la propiedad, 
especialmente las propiedades inmuebles rurales;  
(ix) los riesgos derivados de la condición de 
discriminación y vulnerabilidad acentuada de las mujeres 
indígenas y afro descendientes;  
(x) el riesgo por la pérdida o ausencia de su compañero o 
proveedor económico durante el proceso de 
desplazamiento. 









 Son las víctimas más débiles e indefensas del conjunto 
de la población en el marco del conflicto armado. Son 
Vulnerables ante diversos tipos de violencia como: 
 Riesgo de maltrato (físico y psicológico). 
  Riesgo de ser inducidos u obligados Mendicidad. 
 Riesgo de ser reclutados de manera forzosa. 
 Riesgo de ser víctimas de crímenes individuales. 
 Riesgo de ser víctimas de violencia sexual; (violación, 
actos sexuales abusivos,  embarazo forzado, 
esterilización forzada, prostitución forzada, explotación 
sexual;  trata de personas). 
  Riesgos de ser utilizados en comercios ilícitos. 
 Riesgo del ser sujetos de control social por los 
actores armados ilegales. 
 Presencia de pandillas y grupos delincuenciales en 
sus lugares de asentamiento. 
 Riesgo excesivo de ser víctimas de minas 
antipersonal (MAP) y municiones abandonadas sin 
explotar (MUSE). 
Auto N° 251 de 2008  de 
seguimiento de la 
Sentencia T- 025 de 2004 





 Desplazamiento forzado de su tierras 
 Asesinato selectivo de los líderes  
 Amenazas, hostigamientos y persecuciones a 
personas y familias 
 Confinamientos de familias y comunidades enteras, 
por las guerrillas, los grupos paramilitares, o por virtud de 
la presencia de minas antipersonal. 
 Controles sobre la movilidad de personas, alimentos, 
medicamentos, 
combustibles, bienes y servicios básicos y ayuda 
humanitaria de emergencia 
 Controles de comportamiento y de las pautas 
culturales propias 
 Reclutamiento forzado de menores, jóvenes y 
miembros de la comunidad 
 Apropiación y hurto de bienes de subsistencia de las 
comunidades 
 Prostitución forzada, violencia sexual y 
enamoramiento de mujeres y 
jóvenes indígenas como táctica bélica 
 Utilización de las comunidades como escudos 
humanos durante los enfrentamientos 
Auto N° 004 de 2009 de 
seguimiento de la 
Sentencia T- 025 de 2004 





 Riesgo  Extraordinario de vulneración de los derechos 
territoriales colectivos. 
  Riesgo agravado de destrucción de la estructura 
Auto N° 005 de 2009 de 
seguimiento de la 
Sentencia T- 025 de 2004 
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 social de las comunidades. 
 Riesgo acentuado extraordinario de agudización de la 
situación de pobreza y de la crisis humanitaria 
destrucción cultural. 
 Riesgo agravado de afectación del derecho a la 
participación y de debilitamiento de las organizaciones 
comunitarias afrocolombianas y del mecanismo de 
consulta previa. 
 Riesgo agravado de vulneración del derecho a la 
protección estatal. 
 Riesgo agravado de ocurrencia de retornos sin 
condiciones de seguridad, voluntariedad y dignidad. 
 






- i) Riesgo de  que se incremente la discapacidad por 
hechos asociados al conflicto, o se adquiera 
una nueva discapacidad 
 ii) Riesgo de abandono por falta de independencia 
personal, antes y durante el desplazamiento 
iii) Riesgo por  la imposibilidad de algunas 
personas con discapacidad para poder huir ante las 
amenazas contra su vida o su integridad personal en el 
marco del conflicto armado 
iv) Riesgo de que por su extrema vulnerabilidad, puedan ser 
objeto de ejecuciones extrajudiciales para ser presentados 
como bajas de actores de grupos armados ilegales.  
Auto N° 006 de 2009 de 
seguimiento de la 
Sentencia T- 025 de 2004 









 Riesgo de discriminación, amenaza de muerte y 
hostigamiento a razón de la identidad de género y 
orientación sexual. 
 Riesgo de asesinato por razón de “limpieza social” 
 Riesgo de desplazamiento para escapar de la 
amenazas de muerte. 
Segundo Informe sobre la 
situación  de defensores y 
defensoras de Derechos 
Humanos  en las 
Américas de la CIDH 
2011.  
-Documentos   de la 
Oficina en Colombia del 
Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, y  de 
Amnistía Internacional, 
que documentan como “ 
Los rígidos estereotipos 
de género que exacerban 
la violencia contra las 
mujeres en Colombia, 
también han puesto en el 
punto de mira de 
paramilitares y guerrilla a 
lesbianas, hombres gay y 
personas que se 
considera que sufren 
VIH/Sida”166 
                                                 
 
166 Organización Colombia Diversa. 2006-2007. Informe de derechos humanos de de lesbianas, 
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E. Anexo: Finalidades de la violencia 
sexual 
“La violencia sexual es como un arma de y para la guerra por lo que su ejercicio posibilita 
alcanzar un objetivo. Si se parte de esta constatación la violencia sexual, además de 
configurar un delito contra la libertad, integridad y formación sexuales y, en otros casos 
(en el de trata de personas), un delito contra la libertad individual y la autonomía 
personal, el acto de la violencia sexual adquiere otra connotación adicional cuando 
cumple con un fin, que es la del delito de tortura. En esta sección se explicitan los fines 
que es posible inferir al analizar 276 casos sistematizados por la Corporación Humanas. 
 
 Dominar 
La violencia sexual es una de las formas más evidentes mediante las cuales se 
demuestra superioridad sobre quien se ejerce, puesto que con su utilización se prueba 
que se está en capacidad de disponer del cuerpo de otra persona a su voluntad, para su 
capricho (independientemente de si recurre a ella para satisfacer un deseo erótico). 
 
 Regular 
Bajo la finalidad de regular se han clasificado aquellas violencias sexuales que se ejercen 
para normar las relaciones y comportamientos a través de los cuales las personas viven 
sus emociones y afectos y/o realizan su sexualidad. La violencia sexual que se ejerce 
sobre las mujeres, con la finalidad de regular, comprenden la prohibición y la censura de 
portar ciertas prendas o artificios, de deambular por ciertos horarios o lugares, de 
involucrarse emocional o sexualmente con determinados individuos (integrantes de 
grupos signados como enemigos, personas del mismo sexo o con otra pareja, por 
ejemplo). También comprende las acciones que castigan comportamientos considerados 
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como desviados o impropios del orden social, relativo a la sexualidad y el mundo afectivo 
de las personas, estimado normal o deseable por el grupo armado. 
 
 Callar 
Bajo la categoría callar se clasificaron las violencias sexuales que tuvieron como finalidad 
disuadir a una persona o a la organización a la que pertenece de continuar con su labor 
de investigación, denuncia o exigencia de derechos.  
 
 Obtener información 
Bajo la finalidad obtener información se clasificaron las violencias sexuales cometidas 
contra una mujer para lograr que hable, diga, confiese o de información sobre alguien o 
algo de tal forma que el actor armado tenga ventajas sobre quienes identifica como sus 
enemigos. La violencia sexual cometida con este fin busca que la víctima ponga en 




Las violencias sexuales cometidas como retaliación o como castigo contra una persona 
(o el grupo o comunidad a la que pertenece) porque se la identifica como enemiga (por 
sus posiciones políticas, el trabajo social que adelanta, el reconocimiento que tiene 
dentro de la comunidad, entre otras) o se la vincula con el enemigo (por tener relaciones 
sentimentales con él/ellos, colaborar en forma obligada o voluntaria, tener familiares 
enrolados) fueron consideradas como violencias cometidas con la finalidad de castigar. 
También se incluyen bajo esta categoría las violencias sexuales perpetradas contra 
mujeres que se enfrentaron con actores armados (a raíz de peleas, discusiones o 
altercados) o desobedecieron órdenes impartidas por éstos y esas órdenes no tenían que 
ver con la regulación de la vida sexual o afectiva de la población. 
 
 Expropiar 
Cuando el actor armado comete una violencia sexual con el fin de expulsar a una 
persona, la familia o, incluso, una comunidad de un lugar, para apropiarse de sus tierras 
o bienes, o para garantizar un mayor control sobre una zona ésta se ha clasificado como 
violencia sexual con la finalidad de expropiar. En la mayoría de los casos la 
consecuencia de esta expropiación o expulsión es el desplazamiento. 
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 Exterminar 
Cuando se ha recurrido a la violencia sexual para hacer desaparecer o disolver una 
organización, un grupo social o un grupo político ésta ha sido clasificada como violencia 
sexual con la finalidad de exterminar. Esta violencia sexual tiene una similitud con aquella 
que se utiliza para callar en cuanto lo que se quiere es anular (mediante el silencio, la 
mengua o la disolución del grupo) su capacidad de denuncia y/o interacción social y 
política. Se puede plantear que cuando la violencia sexual se usa de manera reiterada 
sobre un mismo grupo ya no sólo se está buscando callar sino anular (exterminar) por 
completo y para siempre al grupo. La diferencia con callar también radica en que no 
necesariamente se desea silenciar a la mujer o al grupo al que pertenece sino además se 
busca quitarle toda capacidad social y política, todo el carácter de actor político o social 
alcanzado por la agrupación. 
 
 Recompensar 
Bajo violencia sexual cometida con la finalidad de recompensar se han agrupado los 
casos en los que las mujeres han sido utilizadas para el goce erótico de los integrantes 
de un grupo armado como una forma de recompensarlos, subirles la moral o 
incentivarlos. Bajo esta modalidad se incluyen también las actividades a partir de las 
cuales los actores armados organizan o controlan la venta de servicios sexuales. 
 
 Cohesionar 
La violencia sexual con la finalidad de cohesionar corresponde a aquella cometida para 
mantener la unidad y el control del grupo armado. Se trata en general de violencias que 
buscan disciplinar los cuerpos de las combatientes, regular las relaciones sexuales y el 
control de los nacimientos. 
Por estas razones, la violencia sexual con la finalidad de cohesionar sólo ocurre al 
interior de las filas armadas y se ejerce sobre las mujeres combatientes pertenecientes al 
grupo” (Corporación Humanas en el documento, 2009:27) 167. 
                                                 
 
167  Humanas Colombia. 2009.  Guía para llevar casos de violencia sexual. Propuestas de 
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